
260

La Argentina de los ‘90 y 2000
(NO) PLANIFICACIÓN: HISTORIA Y FUTURO

Ilustración:  Xul Solar, Proyecto Pan Klú Delta, 1954

realidad
económica
4 Revista de economía

editada por el
Instituto Argentino
para el Desarrollo
Económico (IADE)

Aparece cada 45 días

º aniversario



INSTITUTO 
ARGENTINO 
PARA EL
DESARROLLO
ECONÓMICO

Presidente honorario:
Salvador María Lozada

Presidente:
Sergio Carpenter Vallejos

Vicepresidente:
Alfredo T. García
Secretaria:
Lucía Vera
Prosecretaria:
Marisa Duarte
Tesorero:
Eduardo Kanevsky
Protesorero:
Ricardo Laurnagaray
Vocales Titulares:
Roberto Gómez
Alberto Rosenthal
Juan Carlos Amigo
Carlos Zaietz
Pedro Etchichury
Daniel Rascovschi
Horacio Rovelli
José María Cardo
Vocales Suplentes:
Ariel Slipak
Flora Losada
Teresa Herrera
Alberto Urthiague
Comisión revisora de cuentas:
Enrique Jardel
Gabriela Vítola

Nº 260
15 de mayo al 
30 de junio de 2011

Editor responsable:
Instituto Argentino para el
Desarrollo Económico (IADE)

Director:
Juan Carlos Amigo

Comité Editorial:
Enrique O. Arceo
Eduardo Basualdo
Alfredo Eric Calcagno
Dina Foguelman
Roberto Gómez
Mabel Manzanal
Miguel Teubal

Registro Nacional de la
Propiedad Intelectual Nº 133452
Los artículos pueden ser libremente
reproducidos con sólo acreditar a
Realidad Económica como fuente
de origen, salvo indicación en con-
trario. La responsabilidad de los ar-
tículos firmados recae de manera
exclusiva sobre sus autores y su
contenido no refleja, necesariamen-
te, el criterio de la dirección.
Pedido de suscripción 
Nacional
Valor de la suscripción

8 números/1 año $250
Exterior
Precio del ejemplar (vía aérea) US$18
Suscripción anual (vía aérea) US$150

Impreso en Publimprent S.A., 
Cóndor 1785 - Cdad. de Buenos Aires.
tel. 4918-2061/2

ISSN 0325-1926

rrrreeee aaaallll iiiiddddaaaadddd  
eeeecccc oooonnnnóóóómmmmiiii ccccaaaa

realidad
económica
Revista de economía editada por el Instituto Argentino para el Desarrollo Económico (IADE)  Hipólito
Yrigoyen 1116 - 4º piso (C1086AAT) Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Argentina. Teléfonos y Fax:
(54 11) 4381-7380/9337 - correo electrónico: iade@iade.org.ar, realidadeconomica@iade.org.ar -
http://www.iade.org.ar

Ilustración de tapa: Xul Solar, Proyecto Pan Klú Delta, 1954
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Adolfo y el IADE Adolfo y el IADE 
y algo másy algo más

Arie l  Dor fman 8
“Menciono todo esto (y callo tanto más),

porque ahora que el IADE celebra su
medio siglo de existencia, estoy seguro de
que a mi padre le hubiera encantado estar
presente en las festividades, preparando
otro artículo, otra conferencia, otra tertu-
lia, otros consejos, otras críticas. Pero no
hubiera podido decir -porque era él tan
reservado con sus emociones como yo las
dilapido en forma pública- lo que ahora
quisiera yo puntualizar: cuando el Instituto
le dio a mi padre un espacio para pensar y
escribir y aportar estaba estableciendo un
modelo de trabajo patriótico e intelectual
autónomo en tiempos difíciles.

Y por eso su trabazón íntimo con el
IADE fue tan fundamental.

Acogieron a mi padre, recibieron su sabi-
duría y su sentido del humor y su deseo de
dar todo y más que todo a la causa de la
liberación de nuestros pueblos, y lo ayuda-
ron a derrotar, en las últimas décadas de su
vida, esa soledad que nació de ser digno y
recto y correcto”.



E s p e c u l a c i ó n  y  c r i s i s

El poder financiero en la desregulación y El poder financiero en la desregulación y 
liberalización de las finanzasliberalización de las finanzas

Ju l i o  Se var e s 13
La crisis que estalló en 2008 es la culminación de un proceso de desregulación y

liberalización de los mercados, iniciado en los años setenta y que no es producto
de una evolución “natural” de los mercados, sino, básicamente de la evolución de
las relaciones de poder entre sectores sociales y entre países o regiones. Los repre-
sentantes del capital financiero presionaron primero para la desregulación de los
sistemas y ahora contra las regulaciones que se discuten para reducir los riesgos de
nuevas crisis. En este proceso, el Estado tuvo un papel contradictorio: por una
parte redujo las regulaciones para el capital financiero facilitando la emergencia de
especulaciones y crisis, pero, por otra, retuvo potestades para rescatar al capital de
sus crisis periódicas, que utilizó ampliamente en la crisis actual.

E s t a d o  y  s o c i e d a d  I

La (no) planificación en la Argentina de los ‘90 yLa (no) planificación en la Argentina de los ‘90 y
los 2000: apuntes para una historia y los 2000: apuntes para una historia y 
posibles lecciones para el futuroposibles lecciones para el futuro

Alber to  Mül l e r
24

La planificación emerge como una instancia técnica y política a partir de la segun-
da guerra mundial. A este movimiento no es ajena la Argentina, donde tal activi-
dad va de la mano del desarrollo de la industrialización sustitutiva. La última dic-
tadura militar primero, y luego el primer gobierno democrático, ponen fin tanto a
las políticas sustitutivas como a la planificación. Durante la Convertibilidad, se pro-
ducen dos experiencias de alcance dispar: el Sistema Nacional de Inversiones
Públicas (SNIP) y el Plan Federal de Infraestructura. El segundo es un ejercicio de
alcance efímero (y básicamente mediático); pero el SNIP constituye una propues-
ta institucionalizada, que apunta a la calidad de la inversión y a la programación de
la misma, a través de los Planes Nacionales de Inversiones Públicas. El SNIP man-
tiene una posición intrascendente hasta finales de la Convertibilidad, ganando a
partir de entonces alguna envergadura. A partir de 2003, la planificación no asume
el rol que podría esperarse, en vistas del proceso de reasunción de centralidad del
Estado verificado desde entonces. Esta es una tarea pendiente, donde el SNIP
podría cumplir una función relevante.
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La crisis del Estado de Bienestar y la emergenciaLa crisis del Estado de Bienestar y la emergencia
de la Comunidad Asistencial en la Argentina: de la Comunidad Asistencial en la Argentina: 
efectos territoriales e implicancias políticasefectos territoriales e implicancias políticas
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Se emplea aquí la noción de Comunidad Asistencial para hacer referencia al surgimiento
de nuevas instituciones alternativas al Estado de Bienestar argentino que languideció a fines
del siglo pasado tanto por sus propias debilidades -lo que justifica un previo análisis del
mismo- como por los lineamientos de los organismos internacionales con los cuales el país
se encontró estrechamente ligado durante las gestiones neoliberales. La Comunidad
Asistencial, que fue madurando en ese contexto, encuentra en el ordenamiento territorial de
la ciudad marginal su medio ideal de desarrollo, vinculándose sobre todo con aquellas pres-
taciones en donde el Estado de Bienestar se había mostrado más claudicante. Se analizan en
este artículo las condiciones de su gestación, su incidencia en la producción del tejido urba-
no y los muy diversos intereses que confluyen en ella, así como algunas de las posibles
perspectivas políticas de su desarrollo.

E x p e r i e n c i a s

De asambleas, cooperativas y ONGs: encuentrosDe asambleas, cooperativas y ONGs: encuentros
y desencuentros de la economía social en ely desencuentros de la economía social en el
Mercado de Bonpland (barrio de Palermo,Mercado de Bonpland (barrio de Palermo,
Buenos Aires) 1ª parteBuenos Aires) 1ª parte

Pablo  For n i  -  Romina Pigh in

85
El Mercado de Bonpland reconoce como idea de origen el ciclo de movilizaciones y orga-

nización popular con epicentro en la crisis de 2001. Heredero directo de la Asamblea de
Palermo Viejo, lo integran mayoritariamente organizaciones surgidas en el mismo período
así como algunas más antiguas. Comparten el espacio y el proyecto del mercado asambleas
populares, cooperativas, ONGs, grupos de pequeños productores beneficiarios de progra-
mas sociales y fábricas recuperadas. Su trayectoria como conjunto de organizaciones reco-
rre casi una década e incluye conflictos con autoridades gubernamentales así como a su inte-
rior. Tres rasgos salientes de este colectivo son: a) que congrega a las múltiples expresiones
de la creciente economía social (seguridad alimentaria, producción agroecológica, autoges-
tión, consumo responsable y comercio justo, lucha contra el trabajo esclavo), b) a diferen-
cia de muchas otras experiencias, perdura y prospera a pesar de la indiferencia u hostilidad
del gobierno local, y c) se encuentra localizado, paradójicamente, en una de las zonas de
mayor transformación y valorización residencial, comercial y gastronómica de la ciudad de
Buenos Aires. Este artículo analiza la trayectoria del mercado desde sus orígenes y, asimis-
mo, describe cada una de las organizaciones de la economía social que congrega.
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El presente artículo ofrece el análisis de datos inéditos del

Censo de Información Económica Sectorial de Cooperativas y Mutuales.
Sector Agropecuario, 2007 realizado por el INAES. En primera
instancia se presenta una breve retrospectiva del origen y la evo-
lución del cooperativismo agropecuario comparando en forma
agregada los registros estadísticos del año 1998 con los datos
obtenidos en el Censo de 2007. En segundo lugar, se procede
al análisis específico de la información censal de 2007 para las
cooperativas agropecuarias de primer grado, focalizando sobre
datos generales tales como el número de entidades y asociados
por región, las actividades y servicios ofrecidos, el personal
empleado, la situación económica y el nivel de participación en
la comercialización agropecuaria. Finalmente, se reseña el
panorama general de la actividad cooperativa agropecuaria que
permite realizar algunas reflexiones en torno del peso de la acti-
vidad cooperativa en la economía nacional.



Los cambios ocurridos en los últimos años han puesto en entredicho con-
ceptos que se consideraban consolidados en el campo de la Administración
y las Políticas Públicas. Tanto en la perspectiva de las acciones concretas,
como en el ámbito académico, están en disputa aspectos muy básicos acer-
ca de cuál es la mejor forma de trabajar sobre el ámbito de la
Administración Pública. El artículo que a continuación se presenta toma
partido en esta discusión, describiendo las que, a juicio del autor, son las
notas esenciales de una Gestión Pública “Nacional y Popular”.

Po l í t i c a s  p ú b l i c a s  

Cuatro tesis acerca de una Gestión PúblicaCuatro tesis acerca de una Gestión Pública
Nacional y PopularNacional y Popular

Horac io  Cao
123



Este trabajo se centra sobre examinar dos elementos esenciales para generar
conocimiento en la industria naval: competencias y vinculaciones. El examen de
ellas se enmarca en un área de la investigación en ciencias sociales que considera
que la creación de conocimiento es parte inseparable del desarrollo económico y
que, a su vez, la creación de conocimiento al interior de las firmas es un complejo
proceso que se apoya sobre competencias y vinculaciones.

Desde este punto de partida, el trabajo caracteriza el patrón de competencias y
de vinculaciones de los astilleros relevados. En particular se fundamenta sobre las
competencias respecto de un pequeño grupo de dimensiones: calidad (control de
procesos, cultura hacia la calidad y herramientas para la mejora y la innovación),
organización del trabajo (competencias requeridas a los trabajadores, grado de fle-
xibilidad y tareas realizadas por el personal operativo) y existencia de grupos de
I+D. Se analiza el número y calidad de las vinculaciones con agentes comerciales,
con instituciones empresarias y con entes estatales, de educación y de ciencia y tec-
nología.

El artículo tiene por objeto brindar una contribución al interdisciplinario campo
de la economía de la innovación al mismo tiempo que persigue avanzar en un más
ajustado diagnóstico de la industria naval argentina.

La metodología y el sistema de análisis de tramas productivas fue desarrollado no
sólo para la industria naviera sino que forma parte de un trabajo interdisciplinario
de creación de conocimiento.

I n d u s t r i a  n a va l  a r g e n t i n a  

Creación de conocimiento, competencias Creación de conocimiento, competencias 
y vinculacionesy vinculaciones

Her nán Morhor lang  -  Jo s é  A.  Bor e l l o
135
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ActividadesActividades 158
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Adolfo y el IADEAdolfo y el IADE
y algo másy algo más

Aniversarios

* Escritor

Menciono todo esto (y callo tanto más), porque ahora que
el IADE celebra su medio siglo de existencia, estoy seguro
de que a mi padre le hubiera encantado estar presente en
las festividades, preparando otro artículo, otra conferencia,
otra tertulia, otros consejos, otras críticas. Pero no hubiera
podido decir -porque era él tan reservado con sus emocio-
nes como yo las dilapido en forma pública- lo que ahora
quisiera yo puntualizar: cuando el Instituto le dio a mi
padre un espacio para pensar y escribir y aportar estaba
estableciendo un modelo de trabajo patriótico e intelectual
autónomo en tiempos difíciles.

Y por eso su trabazón íntimo con el IADE fue tan funda-
mental. 

Acogieron a mi padre, recibieron su sabiduría y su senti-
do del humor y su deseo de dar todo y más que todo a la
causa de la liberación de nuestros pueblos, y lo ayudaron
a derrotar, en las últimas décadas de su vida, esa soledad
que nació de ser digno y recto y correcto. 

Arie l  Dor fman*
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No recuerdo bien cuándo mi
papa me habló por primera vez
del IADE. Voy a escoger una
fecha, , por lo tanto, una que no
sea inevitablemente arbitraria,
puesto que evoca un momento
que hace sentido con lo que sé de
la historia de nuestra familia y de
la historia de Adolfo. 

Digamos, entonces, que fue a
principios de los ochenta, antes
de que la dictadura militar argenti-
na cayera, durante alguna visita
que mis padres nos hicieron a los
Estados Unidos donde habíamos
recalado Angélica y yo y nuestros
hijos después de años vagando
por un exilio europeo en espera
de que Pinochet fuera derribado
por una insurrección popular.
Aunque esa conversación pudo
haberse verificado a fines de los
años setenta y en Amsterdam.

Fue durante un período, en todo
caso, complicado para mi papá,
así como para las ideas que
defendió toda su vida y complica-
do también para el país argentino
que tanto amó. Adolfo no podía
vivir, no podía respirar, no podía
levantarse en las mañanas y
hacer su inolvidable gimnasia
(hasta unos días antes de su
muerte en 2003 seguía estirando
las piernas y gesticulando con los
dedos y fortaleciendo los bíceps),
Adolfo no podía concebir la exis-
tencia sin trabajar. Pero cuando,
después del golpe contra Allende
en 1973, retornó con mi madre a
su Buenos Aires tan ferviente y
rememorado (donde ya vivía mi

hermana Eleonora), se encontró
con un clima político que tenía
poco interés en sus talentos y
menos en su visión de un país y
una industria independientes y
soberanos y justicieros. Algunas
misiones por América Latina
agenciadas con la CEPAL (orga-
nismo que ayudó a fundar con
Prebisch y a la que había servido
con tanta devoción) no bastaron
para su pródiga energía ni tampo-
co colmaron su deseo de contri-
buir a crear una alternativa en la
Argentina diferente a los modelos
prevalecientes y, por qué no decir-
lo, francamente retrógrados. 

Las circunstancias laborales
eran, entonces, adversas para un
hombre que ya había cumplido los
setentaicinco años de edad, pero
yo lo noté, en aquella visita que
quiero recordar -pongamos que
fue en 1982- , bastante más ani-
mado que de costumbre.Siempre
nos dábamos, con mi papá, tiem-
po para sostener largas y anchas
conversaciones (en las que solía
participar Angélica), siempre bus-
cábamos infinitos interludios en
que él me hablaba de sus activi-
dades y, por cierto, opinaba acer-
ca de todo lo que andaba mal en
el mundo y cómo arreglarlo, y pro-
fetizaba lo que iba a pasar econó-
mica y políticamente en tal o cuál
lugar del globo. Y, claro, rara vez
se equivocaba en sus pronósti-
cos. En esta ocasión, él me contó
que se había vinculado con el
Instituto Argentino para el Desa-
rrollo Económico, un grupo de
“gente macanuda”,  y que estaba
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escribiendo algo sobre la crisis de
la ocupación industrial para su
revista Realidad Económica. Esto
de que tuviera la palabra Realidad
en el título le gustaba mucho, ya
que la parecía que demasiados
“expertos” vivían en la más peren-
toria “irrealidad” -cargados de ilu-
siones y espejismos, decía, que
desafortunadamente producían
efectos sumamente reales en las
vidas y sufrimientos también rea-
les de los trabajadores y sus fami-
lias-. Los compañeros del IADE,
en cambio, buscaban otro tipo de
análisis sobre la nación y el
mundo, entendían que la ciencia
económica estaba para servir a
las grandes mayorías. 

En los años que siguieron, su
ligazón con el IADE se fue profun-
dizando. Cuando pude, ya en
1984, ir a ver a mis padres al
departamento de la Avenida
Callao, visita posible porque ya no
vendrían a buscarme los escua-
drones de la muerte que casi me
encontraron en el departamento
de mi abuela en el verano de
1974,encontré a mi papá trabajan-
do asiduamente detrás de su
inmenso escritorio, atiborrado
(tanto él como el escritorio mismo)
de papeles y recortes y rumas de
datos. A esas alturas, ya era ase-
sor del gobierno de Alfonsín y pro-
fesor en la Facultad de Ingeniería
de la UBA, pero el motor central
de su dinamismo provenía de su
relación con los amigos del IADE
y los ensayos que iba producien-
do para la revista.  Una conexión

que se cimentó aún más cuando
lo nombraron Presidente
Honorario y, finalmente, con un
número de homenaje para sus
noventa años, que tenía en la por-
tada una caricatura suya por
Hermenegildo Sábat (cuyo origi-
nal desplegó en la casa, pese a
que  el dibujante le había adosado
una nariz aún más prominente de
la que la naturaleza y los genes le
habían legado).

Menciono todo esto (y callo tanto
más), porque ahora que el IADE
celebra su medio siglo de existen-
cia, estoy seguro de que a mi
padre le hubiera encantado estar
presente en las festividades, pre-
parando otro artículo, otra confe-
rencia, otra tertulia, otros conse-
jos, otras críticas. Pero no hubiera
podido decir -porque era él tan
reservado con sus emociones
como yo las dilapido en forma
pública- lo que ahora quisiera yo
puntualizar: cuando el Instituto le
dio a mi padre un espacio para
pensar y escribir y aportar estaba
estableciendo un modelo de tra-
bajo patriótico e intelectual autó-
nomo en tiempos difíciles. Ya lo
sé: mi viejo era una eminencia,
había escrito aquellos textos cru-
ciales sobre la industria en la
Argentina y en América latina,
había sido el adalid del petróleo
para la nación y no para los con-
sorcios, para la educación y el
sembrado y no para los que poní-
an el capital, había sido de los pri-
meros que entendió cómo las
cuencas hidrográficas podían ser
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un espacio de desarrollo y eman-
cipación, había advertido antes de
que nadie se diera cuenta cómo la
computación iba a cambiar el
mundo, fue de los que tuvieron la
premonición de los desastres eco-
lógicos que nos esperaban si no
creábamos otro tipo de mundo y
otro tipo de ética. Pero ¿quién lo
reconocía, quiénes fueron capa-
ces de entender lo mucho que
todavía podía entregar? ¿Quiénes
aparecieron en el velatorio? ¿Qué
organismo gubernamental o inter-
nacional se hizo presente? Pero
los amigos y discípulos y hermo-
sos del IADE, ellos sí. 

Lo que mi papá no pudo decir en
esa ocasión, porque la muerte es
precisamente la incapacidad de
hablar por la boca propia y la
necesidad de hablar, desde ahora
en adelante, por boca de otros, es
que había pasado él su vida en
una cierta soledad. Debido a su
intransigente defensa de sus idea-
les políticos, debido a su negativa
a colocarse al servicio de los
poderosos, debido a su desprecio
por los aduladores y los cómplices
y los acomodaticios, no pudo
Adolfo acceder a puestos de
suma influencia, ser ministro, por
ejemplo, algo que sin duda ambi-
cionaba y que también sin duda
merecía. Presencié, a lo largo de
mi vida y la suya, como una y otra
vez rechazó todo compromiso,
toda prebenda que significara trai-
cionar su lealtad a los principios
en que creía, la liberación con que
soñaba. 

No hablaba de su soledad. No se
quejaba de ella. No hubiera admi-
tido su existencia  si alguien la
hubiese mentado. 

Pero no por ello era menos real.
Real. Parte de su realidad.

Y por eso su trabazón íntimo con
el IADE fue tan fundamental. 

Acogieron a mi padre, recibieron
su sabiduría y su sentido del
humor y su deseo de dar todo y
más que todo a la causa de la
liberación de nuestros pueblos, y
lo ayudaron a derrotar, en las últi-
mas décadas de su vida, esa sole-
dad que nació de ser digno y recto
y correcto. 

Tal vez a él no le gustaría que yo
enfatizara este aspecto de su
enlace con el Instituto. 

Probablemente preferiría que yo
acentuara la trascendencia pri-
mordial del esfuerzo colectivo,
cómo un pensador más otro más
otro más, organizados en torno de
un proyecto pueden ir aportando
análisis sobre la realidad, un
enjambre de ideas alternativas
que vamos a necesitar si quere-
mos de veras ser libres. 

Pero se construye ese mundo
posible, se sueña ese mundo
posible, se va creando poco a
poco ese mundo posible, no sólo
con la mente y los informes y los
antecedentes, sino también con el
cariño y el respeto y la compren-
sión de lo mucho que pueden
seguir dando de sí aquellos que
comenzaron la lucha mucho antes
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de que el IADE se fundara hace
cincuenta años, sólo se puede
construir ese futuro con una gran
ola de solidaridad. 

Y recordar todo esto en el ani-
versario del IADE no debe enten-
derse únicamente como el home-

naje que mi padre no puede hacer
ahora, pero que llevó a cabo
durante tanto tiempo, sino tam-
bién, para mí, una manera de con-
tinuar una conversación con él
que jubilosa y pausadamente
nunca quiero concluir. 
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El poder financiero en laEl poder financiero en la
desregulación y desregulación y 
liberalización de las finanzasliberalización de las finanzas

Especulación y crisis

* Economista y periodista. Profesor Titular de Economía Internacional II y de Integración
Económica de la FCH-UNICEN; profesor en la Maestría en Historia Económica de la
FCE-UBA; editorialista del diario Clarín.

1 Cabe aclarar que la categoría de capitalistas financieros incluye, además de las enti-
dades específicamente financieras, muchas empresas que teniendo una actividad
comercial y productiva principal, poseen empresas que ofrecen servicios financieros a
clientes (Walmart) o a terceros (General Motors) o holdings que tienen tanto empre-
sas del sector real como financiero (General Electric). Estas empresas tuvieron un
papel activo en los lobbies contra la reforma financiera del Gobierno de los Estados
Unidos. 

La crisis que estalló en 2008 es la culminación de un proceso de
desregulación y liberalización de los mercados, iniciado en los
años setenta y que no es producto de una evolución “natural” de
éstos, sino, básicamente de la evolución de las relaciones de
poder entre sectores sociales y entre países o regiones. Los
representantes del capital financiero presionaron primero para la
desregulación de los sistemas y ahora contra las regulaciones
que se discuten para reducir los riesgos de nuevas crisis.1 En este
proceso, el Estado tuvo un papel contradictorio: por una parte
redujo las regulaciones para el capital financiero facilitando la
emergencia de especulaciones y crisis, pero, por otra, retuvo
potestades para rescatar al capital de sus crisis periódicas, que
utilizó ampliamente en la crisis actual.

Ju l i o  Se var e s*
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“La rica y bien conectada gente de
Wall Street, buenos ciudadanos y

donantes generosos, generalmente
logran lo que quieren”

The Economist, 22-6-09

“Lo que está en juego es simple-
mente si la democracia de los presi-

dentes Washington y Lincoln se frus-
tra por las montañas de dólares que

los lobbystas están poniendo para
hacer oposición a las medidas hete-

rodoxas centristas. El capitalismo
desregulado ha llevado a derrotas

autocausadas en todas partes”. 
Paul Samuelson iEco, 4-10-2009

El antecedente de la crisis
asiática

La crisis asiática de 1997 fue un
punto dramático en la escalada
iniciada a fines de los años seten-
ta, como consecuencia de la
especulación desatada por la libe-
ración de los tipos de cambio y del
inicio de la liberalización de los
movimientos de capital y de los
mercados financieros.

Luego de la crisis, tanto los orga-
nismos financieros internaciona-
les (particularmente el Fondo
Monetario Internacional y el
Banco de Pagos Internacionales)
y la academia económica, inclusi-
ve la ortodoxa, produjeron una
abundante literatura de análisis de
las falencias de la regulación fren-

te a las enormes transformacio-
nes de los mercados financieros y
a los peligros desestabilizantes de
las mismas. Como consecuencia
se formularon numerosas pro-
puestas de reforma de la arquitec-
tura financiera internacional. 2

Sin embargo,  sólo se avanzó en
una modificación de la regulación
bancaria del BPI (Basilea II), par-
cial, insuficiente y procíclica,
según numerosos análisis. Y, por
otra parte, continuó la desregula-
ción en los mercados financieros,
que incluyó la del mercado de
hipotecas y la de los mercados de
commodities. Ambas estimularon
una escalada especulativa que
derivo en la crisis de las subprime
y el derrumbe de los mercados de
commodities. 

La falta de respuestas regulato-
rias no se debió, por lo tanto, al
desconocimiento del problema
sino a las presiones del mundo
financiero para mantener la liber-
tad del mercado financiero.

Esa libertad es defendida ape-
lando a la teoría económica liberal
pero, en términos prácticos, res-
ponde a una de las características
básicas del capitalismo financiari-
zado de los últimos treinta años: la
difusión de la lógica de obtención
de renta financiera por parte de
agentes financieros y no financie-
ros, fenómeno evaluado especial-
mente en los estudios marxistas y

2 Sobre la composición y transformaciones del mercado financiero, Julio Sevares, El
imperio de las finanzas. Sobre las economías, las empresas y los ciudadanos. Grupo
Editorial Norma. Buenos Aires, 2005.
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heterodoxos de la economía esta-
dounidense.3

Como respuesta a la crisis
actual, gobiernos de países ricos
y organismos financieros interna-
cionales plantean reformas en las
regulaciones de los mercados
para evitar o cuanto menos redu-
cir el riesgo de nuevas crisis. El
Congreso y el Gobierno de
Estados Unidos aprobaron una
ley de reforma del sistema finan-
ciero (Financial Regulatory
Reform) y la Unión Europea deci-
dió algunas restricciones a los
operadores financieros.

Estas reformas no modifican
sustancialmente las posibilidades
especulativas de los agentes y por
lo tanto no revierten la situación
que dio origen a las crisis y, no
cumplen con el requisito básico de
establecer un acuerdo para la
regulación global de un mercado
global. Aun así las medidas
comentadas dieron lugar a una
fuerte presión de los agentes del
mercado financiero y corporativo y
de sus representantes en los sis-
temas políticos.

LSD: Lobbies in the Sky
with Dollars

La resistencia al proyecto de
reforma del Gobierno estadouni-

dense, expresión de quienes
luchan por la renta financiera, se
vehiculiza en la acción de los lob-
bies, en el financiamiento de los
legisladores contrarios a la refor-
ma y en una vasta campaña de
intimidación de medios de difusión
sobre los supuestos peligros que
un aumento de los controles al
mercado financiero tendría sobre
la economía. 

Según la investigación de una
organización de defensa y educa-
ción del consumidor de los
Estados Unidos, en la última
década las organizaciones finan-
cieras invirtieron 5.100 millones
de dólares en comprar influencia
política. De éstos,  1.700 millones
de dólares fueron “contribuciones
de campaña” a congresistas y
candidatos presidenciales y el
resto como pago a los lobbystas
del sector financiero en el
Congreso y en otras instancias del
Estado.4

Los principales aportantes a con-
gresistas y funcionarios fueron los
bancos de inversión y las compa-
ñías de seguro, seguidos por los
bancos comerciales. También
hicieron fuertes aportes las firmas
de auditoría.

Las investigaciones sobre el
tema muestran, además, que los
congresistas que apoyaron las

3 Sobre la crisis actual, Julio Sevares, El estallido de la superburbuja. (I) Causas de la
crisis económica. (II)El fin del capitalismo de las finanzas. Colección Claves para
Todos. Capital Intelectual. Buenos Aires, 2009

4 “ Sold Out: How Wall Street and Washington betrayed America”. Publicado en
Essential Education y Consumer Education Foundation, marzo de 2009. www.walls-
treetwatch.org/reports/sold_out.pdf. 
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medidas favorables al sistema
financiero recibieron mucho más
dinero que los que no las apoya-
ron. 

Además, de los miles de lobbys-
tas empleados entre 1989 y 2008,
142 fueron ex altos funcionarios o
empleados del Congreso.

Las “puertas giratorias”

Otra investigación señala que,
tan sólo durante el debate sobre la
reforma financiera, el sector finan-
ciero ha gastado 1,4 millones de
dólares por día para influenciar el
Congreso y contratar 70 miem-
bros del Congreso y 940 ex
empleados del Estado para hacer
lobby contra diferentes aspectos
de los proyectos de reforma.5

Los seis bancos más grandes,
Goldman Sachs, Bank of America,
JPMorgan Chase, Citigroup,
Morgan Stanley y Wells Fargo,
tuvieron una participación rele-
vante en esa actividad. En los dos
años desde el primer rescate de
un banco grande (Bear Sterns),
esos bancos y sus principales
asociaciones, han contratado más
de 240 ex funcionarios de gobier-
no como lobbystas y gastaron
centenares de millones de dólares
para influenciar a congresistas y
funcionarios vinculados con los
proyectos de reforma.

Para ese trabajo, los grandes

bancos montaron una red sin pre-
cedentes formada por grupos de
lobbystas registrados en el
Congreso, asociaciones del sec-
tor financiero, grupos y personas
con conexiones en el Congreso y
en el Gobierno de Obama, inclu-
yendo líderes del Comité de
Servicios Financieros de la
Cámara de Representantes, el
Comité Bancario del Senado, el
Departamento del Tesoro y agen-
cias reguladoras clave.

Además, debido a que la acción
de los lobbystas ha comenzado a
ser vista como “tóxica” en
Washington, los bancos han deri-
vado parte de su actividad hacia
“lobby en las sombras”, lo cual
incluye la actividad de grupos
como la Cámara de Comercio de
los Estados Unidos.

Muchos de los lobbystas que
actúan para los bancos, sostiene
el trabajo, fueron arquitectos del
régimen bancario que llevó a la
crisis, cuando eran empleados en
el Congreso o en puestos del
gobierno federal, lo cual incluye
normas desreguladoras como la
ley de Modernización de Servicios
Financieros (Gramm-Leach-Billey
Act) de 1999, y la ley de
Modernización de Futuros de
Commodities de 2000. (La prime-
ra revirtió la separación entre ban-
cos comerciales y de inversión
estatuida en 1932 y la segunda
admitió el ingreso de grandes

5 Kevin Connor. “Big bank takeover. How Too-Big-To-Fail´s Army of Lobbyists Has
Captured Washington” Publicado por el Institute for America´s Future http://www.our-
future.org/report/2010051911/big-bank-takeover
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inversores al mercado de futuros
de commodities, lo cual vehiculizó
la burbuja especulativa en ese
mercado en los años previos a la
crisis).

En el conjunto de lobbystas de
los 6 grandes bancos y sus aso-
ciaciones, 243 trabajaron en el
Gobierno federal, 202 en el
Congreso y el resto en la Casa
Blanca, el Tesoro o en agencias
gubernamentales de relevancia y
representan 40 lobbystas por
banco.

Este grupo incluye 33 ex altos
funcionarios, 54 ex miembros del
Comité de Servicios Financieros
de la Cámara de Representantes
y 28 ex legisladores.

Desde el rescate de Bear Stearn,
en marzo de 2008, los seis gran-
des bancos y las asociaciones a
las que pertenecen gastaron
cerca de 600 millones de dólares
en lobby y contribuciones políti-
cas. Esa suma fue subsidiada por
el Gobierno mediante aportes de
fondos públicos y de la Reserva
Federal. 

El principal empleador de “revol-
ving door lobbyists” es el
Citigroup, con 55 personas con-
tratadas. Cabe recordar que, des-
pués de la crisis, el Citigroup reci-
bió una fuerte ayuda del gobierno,
el cual se convirtió temporalmente

en el principal accionista del
Grupo.

La principal empresa de lobby es
Elmendorf Strategies, fundada por
Steve Elmendorf, ex jefe de equi-
po del diputado Dick Gephardt. En
su staff figuran, ex miembros de
los grupos de trabajo del líder de
la mayoría del Senado, Harry
Reid, del senador Paul Sarbanes6

y Dick Gephardt. La firma repre-
senta a los bancos y asociaciones
más poderosas, incluyendo
Citigroup, Goldman Sachs, el
Financial Services Forum y la
Securities Industry and Financial
Markets Association.

Un dato destacado es que el
equipo del cual salieron más
lobbystas, cinco en total, es el del
senador demócrata Christopher
Dodd, titular del Comité Bancario
del Senado y uno de los autores
del proyecto de reforma financie-
ra, Dodd-Frank Bill, aprobado en
julio pasado. 

Otra investigación sobre las
“puertas giratorias” en la “industria
del lobby” señala que, desde
comienzos de 1999, organizacio-
nes del sector financiero (bancos,
firmas de inversión, compañías de
seguros e inmobiliarias) contrata-
ron 1.447 ex empleados federales
para hacer lobby en el Congreso y
en las agencias federales.7

6 Sarbanes es coautor de una ley que refuerza el control de la contabilidad de las cor-
poraciones, dictada luego del fraude de Enron, a raíz del cual se puso en discusión la
colusión de intereses entre auditoras externas y corporaciones auditadas

7 “Banking on Connections” 2 de junio 2010. OpenSecrets.org. Center for Responsive
Politics www.opensecrets.org
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El grupo incluye personas que
trabajaron en el Congreso o tie-
nen conexiones cercanas con
organismos del Congreso que
intervinieron en la formulación de
normas financieras que luego fue-
ron incluidas en la discusión de la
reforma aprobada por el
Congreso en julio de 2010.

Estos incluyen al ex presidente
de la Cámara de Representantes,
el republicano Dennis Hastert, los
ex líderes de la mayoría republica-
na del Senado Bob Dole y Trent
Lott, y los ex líderes de mayorías
en la Cámara de Representantes,
el republicano Dick Armey y el
demócrata Dick Gephardt. El ex
parlamentario que tiene más
clientes (13) es el ex representan-
te (diputado) republicano Vin
Weber. 

La investigación detecta 17 ex
miembros del Congreso que tra-
bajaron en los comités bancarios
del Senado y la Cámara de Re-
presentantes. Por lo menos otros
66 lobbystas financieros trabaja-
ron para legisladores que pertene-
cieron a esos comités. Otros 42
lobbystas financieros trabajaron
en puestos de alguna relevancia
en el Departamento del Tesoro y
al menos 7 en la Office of The
Comptroller of the Currency,
encargada de supervisar los ban-
cos nacionales, incluyendo dos ex
controladores.

Troyans Inside

La influencia de las finanzas
sobre las regulaciones financieras

se canalizó, también, a través de
los hombres del sector que partici-
paron o participan en los gobier-
nos.

George W. Bush tuvo como
Secretario del Tesoro, a Hank
Paulson, quien trabajó en
Goldman Sachs desde 1974 y era
su director cuando ingresó en el
Gobierno, en 2006. Dos años
antes de convertirse en funciona-
rio, Paulson encabezó un grupo
de grandes bancos de inversión
que abogó por la reducción de los
requerimientos de capital propio a
las entidades. Ese pedido fue con-
cedido por la SEC, el organismo
que regula la Bolsa de Valores, y
les permitió a los bancos de inver-
sión aumentar su exposición al
riesgo y el volumen de sus opera-
ciones especulativas.

El Jefe de Gabinete de Barak
Obama es Rahm Emanuel, ex
asesor de Bill Clinton. Entre 1998
y 2000, Emanuel fue directivo del
banco de inversión Wasserstein-
Perella, ahora Dresdner-Klein-
wort. En 2000 fue nombrado por
Clinton en el consejo de
Directores de la Federal Home
Loan Mortgage Corporation
(Freddie Mac), donde estuvo
hasta 2001.

En 2008 fue uno de los activos
abogados del salvataje de Freddie
Mac, una compañía creada como
estatal y privatizada durante la
presidencia de George Bush. 

El presidente del Consejo Na-
cional Económico de Obama es
Larry Summer. Como Secretario
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del Tesoro con Bill Clinton, promo-
vió la desregulación del sistema
financiero, incluyendo la elimina-
ción de la separación entre ban-
cos comerciales y bancos de
inversión. Esta medida fue esta-
blecida en 1932 por la Glass-
Steagall Act, como consecuencia
de la crisis y fue eliminada me-
diante la Gramm-Leach-Bliley de
1999. Summers se opuso también
al aumento de las regulaciones en
el mercado de derivados y a los
topes a los pagos a ejecutivos
bancarios. Los elevados pagos
jugaron un papel crucial en la cri-
sis porque establecieron estímu-
los a la obtención de ganancias
especulativas. Investigacio-nes
periodísticas encuentran que en
los años previos a las medidas
desregulatorias había recibido
importantes retribuciones de fir-
mas financieras.8

El actual Secretario del Tesoro
de Estados Unidos, Tim Geithner
fue economista del FMI y presi-
dente de la Reserva Federal de
Nueva York. No trabajó directa-
mente en el sistema financiero,
pero su cercanía con el mismo se
prueba por el hecho de que en
noviembre de ese año el Citigroup
le ofreció incorporarse como
CEO, Chief Executive Officer, lo
cual rechazó.

A esto se suma, la posición
“finance friendly” de los regulado-

res, muy bien señalada por el
semanario liberal The Economist,
según el cual, “los reguladores
viven en el mercado financiero.
Muchos de ellos ven el mundo en
la misma forma que los que están
encargados de controlar. Antes
que dudar de sus propios juicios
anunciando que una práctica sos-
tenida por mucho tiempo terminó
en humillación, los reguladores
están tentados a sostenerla por
un tiempo más”9.

El lobby y los Troyanos, en
Europa

En Europa la información sobre
lobbies financieros es muy reduci-
da: la UE tiene desde hace dos
años un registro de lobbystas,
pero es de inscripción voluntaria.10

En el caso del sector financiero,
el registro de lobbystas no mues-
tra, por ejemplo, qué compañías y
grupos de lobby son los principa-
les jugadores, quiénes son los
reales lobbystas y cuánto dinero
está gastando el sector financiero
para influir sobre el sistema políti-
co.

Muy pocas de las grandes firmas
de servicios financieros aparecen
mencionadas en las actividades
realizadas por lobbystas y las aso-
ciaciones de entidades financie-
ras exhiben bajos presupuestos
propios, por lo que no se puede

8 The New York Times 3-4-2009
9 The Economist, “A special report on the future of finance”, 22-6-2009.
10 Blog Brusselssunshine. http://blog.brusselssunshine.eu/2010/06/two-years-anniver-

sary-is-there-hope-for.html
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evaluar el nivel de su actividad.
No obstante la presencia del

lobby financiero es sensible. En la
actualidad, el Parlamento Euro-
peo discute un conjunto de medi-
das regulatorias que prometen ser
más estrictas que las manejadas
por la Comisión o el Consejo de la
Unión Europea. En el curso de las
discusiones, veintidós miembros
de la Eurocámara de diferentes
partidos, involucrados en la regla-
mentación financiera llamaron a
crear un contrapoder en esa ámbi-
to porque “constatamos todos los
días la presión ejercida por la
industria financiera y bancaria
para influir en las leyes que las
rigen” y recuerdan la “gran proxi-
midad de las élites políticas y
financieras” tanto en Estados
Unidos como en Europa.11

Un ejemplo es que, como señala
ATTAC de Madrid, el ECOFIN,
que reúne a los ministros de eco-
nomía y finanzas de la UE retiró
de su agenda una directiva de la
Comisión Europea para regular
los fondos de cobertura (hedge
funds) y rechazó una propuesta
del comisario del Mercado Interior
y Servicios de la Comisión,  para
imponer una tasa a las entidades
financieras para obtener fondos
destinados a afrontar futuras crisis
financieras.12

En Europa también se han
detectado los Troyanos en la dis-
cusión por la re-regulación. Luego
de la crisis, la Unión Europea creó
un Comité de Alto Nivel de
“Hombres Sabios”, dirigido por el
ex director del FMI, Jacques de
Larosiere, para formular recomen-
daciones de re regulación del sis-
tema. Varios de los miembros del
Comité pertenecen o han pertene-
cido a grandes corporaciones
financieras de Estados Unidos y
Europa.13

Siguen los éxitos

Según The Economist, “a pesar
de que están descontentos con
buena parte de la reforma, los
banqueros saben que podría
haber sido peor. No hay retorno a
la Glass-Steagall; no hay des-
membramientos forzosos. Los
mayores bancos son todavía
enormes y seguirán siéndolo aun
si el Congreso aprueba la pro-
puesta de Obama de una tasa
sobre los activos bancarios para
recolectar 90.000 millones de
dólares a lo largo de diez años,
con el propósito de desalentar la
concentración bancaria y a cubrir
los costos del TARP”14.

Efectivamente, durante la discu-
sión de la reforma los lobbies

11 Ambito Financiero, 21-6-2010
12 www.attacmadrid.org
13 Corporate Europe Observatory. http://www.corporateeurope.org/lobbycracy/news/

2009/02/25/eu-banks-insiders
14 TARP es el programa de ayuda a bancos implementado luego de la crisis y el impues-

to citado fue aprobado por el Congreso. The Economist, 1-7-2010
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lograron algunas victorias impor-
tantes, como el freno a la enmien-
da Brown-Kaufman, promovida
por los senadores Ted Kaufman y
Sherrod Brown, que proponía el
desmembramiento de los grandes
bancos poniendo límites al tama-
ño y el riesgo de los bancos. Esto
hubiera reducido el fenómeno de
los bancos “too big to fail” que, por
las consecuencias que podría
tener su quiebra, virtualmente
obligan al Estado a rescatarlos
cuando entran en problemas.
Entre los opositores a la enmien-
da se encontró Larry Summers.15

Antes de entrar en funciones, la
reforma financiera aprobada debe
atravesar un período de estudios
específicos y organización de ofi-
cinas de reguladores, durante el
cual los lobbies seguirán trabajan-
do, por lo cual pueden licuar parte
del alcance de las regulaciones
establecidas.

Un aspecto crucial de las nego-
ciaciones en torno de la re regula-
ción fue la falta de acuerdo entre
los países para revertir la red de
paraísos fiscales, en los cuales
actúan las grandes corporaciones
financieras y no financieras, y que
juegan un papel central en la
máquina de la especulación y el
ocultamiento de beneficios priva-
dos, al mismo tiempo que ejercen
presión sobre la capacidad impo-

sitiva de los estados, con costos
públicos.

Concentración es poder

Los éxitos del lobby financiero
ante el estado y la sociedad se
explican por el alto y creciente
nivel de concentración financiera.

Al mismo tiempo, la concentra-
ción agravó la situación de “too
big to fail” que obliga y/o justifica
los periódicos rescates de seg-
mentos financieros en crisis, a
costa de la sociedad.

De 105 países para los cuales
hay datos sobre concentración
bancaria en 2005, en 85 tres fir-
mas tienen más del 50% del mer-
cado, en 53 países, tres firmas tie-
nen más del 75% y en 31 países
tienen el 91%.16

Por otra parte, se observa un
fuerte crecimiento de los grandes
bancos en las últimas dos déca-
das. Las instituciones “top ten”
cambiaron significativamente a lo
largo del tiempo, reflejando la
suerte de cada una y las variacio-
nes de los tipos de cambio (en los
que se hace la valuación de los
activos y pasivos de cada merca-
do).

Entre 1985 y 2005, la proporción
de activos de los diez principales
bancos en relación con el PBI

15 Kevin Connor, op.cit. 
16 Kevin Davis. Banking Concentration, Financial Stability and Public Policy. Prepared

for Reserve Bank of Australia Conference, August, 2007. www.melbournecentre.
com.au
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mundial aumentó del 26% al 37%
(la participación cayó entre 1985 y
1995 y volvió a recuperarse des-
pués).

Conclusión

La dinámica de la acumulación
capitalista incrementó las oportu-
nidades de valorización financiera
del capital a través de diferentes
formas de especulación, en detri-
mento de la capitalización produc-
tiva y del crecimiento de las eco-
nomías.

También, promovió el enriqueci-
miento de la capa social más vin-
culada con la renta financiera, lo
cual, en el cuadro de un estanca-
miento de los ingresos reales, pro-
fundizó la brecha de ingresos en
el nivel global. Paralelamente, el
crecimiento de la capa social
beneficiaria de la renta financiera
es decir, de los beneficiarios de la
desregulación, consolida la plata-
forma de sostén económico y polí-
tico de los intereses del capital
financiero concentrado.

Así se ha manifestado tanto en
el proceso de desregulación ini-
ciado luego de la crisis del dólar
en 1973, como en la discusión por
la re regulación planteada a partir
de la crisis asiática de 1997.

En el mercado financiero, como
en el resto de los mercados priva-
dos, se produce la colisión entre la
racionalidad microeconómica y la

racionalidad macroeconómica y
social. La primera busca la liber-
tad para la maximización de las
ganancias aunque esa lógica con-
duzca a la crisis del sistema.

El Estado tiene la función de
mediar entre la racionalidad micro
con la macro, para contrarrestar la
tendencia a la crisis y sostener el
funcionamiento del sistema en el
largo plazo. O en otros términos,
cedió en su función de imponerse
a los capitalistas singulares con el
propósito de hacer prevalecer la
“voluntad capitalista genérica” y,
de ese modo, asegurar las condi-
ciones de reproducción17,

Pero, en la medida en que el
poder de los agentes del mercado
influye sobre el estado y lo aleja
de esta función, prevalece la
racionalidad micro, equivalente a
una irracionalidad macro. 

Como producto de la influencia
de los agentes financieros en los
estados, las políticas estatales
para la re regulación de los mer-
cados son muy débiles y parcia-
les. La reforma estadounidense
es menos profunda que la origi-
nalmente proyectada y puede ser
aún más diluida. La Unión
Europea no ha tomado medidas
significativas de conjunto y, a
pesar de que el mercado financie-
ro es global, los países ricos no
han acordado una regulación
internacional. Esto se ha debido
tanto a las diferencias en las orga-
nizaciones financieras y regulato-

17 Jürgen Habermas, Problemas de legitimación del capitalismo tardío, Amorrortu
Editores, Buenos Aires, 1991, página 70. 
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rias de cada país, como a la resis-
tencia de los países con merca-
dos más desregulados, especial-
mente el británico. 

Los juegos de presiones en la
formación de los mercados finan-
cieros -como del resto de los mis-
mos- muestra que, a diferencia de
lo que postulan las teorías meca-
nicistas, el mercado no es un
juego de variables abstractas,

sino una relación social, un campo
en el que los participantes luchan
por sus intereses.

La debilidad o la complicidad del
Estado con las finanzas, contribui-
rá a mantener el nivel de desregu-
lación y, por lo tanto, las posibili-
dades especulativas y la tenden-
cia a la crisis.

Buenos Aires, 25-9-2010
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La planificación emerge como una instancia técnica y política a partir de la
segunda guerra mundial. A este movimiento no es ajena la Argentina, donde
tal actividad va de la mano del desarrollo de la industrialización sustitutiva.
La última dictadura militar primero, y luego el primer gobierno democrático,
ponen fin tanto a las políticas sustitutivas como a la planificación. Durante la
Convertibilidad, se producen dos experiencias de alcance dispar: el Sistema
Nacional de Inversiones Públicas (SNIP) y el Plan Federal de Infraestructura.
El segundo es un ejercicio de alcance efímero (y básicamente mediático);
pero el SNIP constituye una propuesta institucionalizada, que apunta a la
calidad de la inversión y a la programación de la misma, a través de los
Planes Nacionales de Inversiones Públicas. El SNIP mantiene una posición
intrascendente hasta finales de la Convertibilidad, ganando a partir de enton-
ces alguna envergadura. A partir de 2003, la planificación no asume el rol
que podría esperarse, en vistas del proceso de reasunción de centralidad del
Estado verificado desde entonces. Esta es una tarea pendiente, donde el
SNIP podría cumplir una función relevante. 

Alber to  Mül l e r**
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Objetivo y fundamento

La planificación en las socieda-
des capitalistas consiste en el
desarrollo de un conjunto de acti-
vidades en el ámbito guberna-
mental, destinadas tanto a gober-
nar las decisiones dentro del sec-
tor público como a orientar 
-mediante instrumentos concretos
de intervención- las decisiones del
sector privado. La planificación,
siempre en economías capitalis-
tas, surge entonces como un ins-
trumento destinado a corregir y
reorientar los cursos de acción
que emergen de los mercados,
con el alcance propio de cada
experiencia. Ella no implica enton-
ces sustituir totalmente las deci-
siones adoptadas por agentes pri-
vados en contextos descentraliza-
dos, sino intervenir en las orienta-
ciones de tales decisiones; sólo
en casos específicos, se despla-
zan total o parcialmente a los
agentes privados (mediante por
ejemplo empresas estatales).

La planificación encontró un con-
siderable espacio a partir de la
segunda guerra mundial, en la
gestión gubernamental de econo-
mías capitalistas centrales. Diver-
sos factores han sido señalados
en la literatura como concurrentes
a este fenómeno.

Por un lado, la propia experien-
cia bélica -de escala nunca vista
anteriormente- motivó la moviliza-
ción centralizada y coordinada de
ingentes esfuerzos productivos,
los que mal podían dejarse al arbi-
trio de ámbitos descentralizados;
este esfuerzo organizativo en
gran escala brindó la percepción
de una posibilidad de gobierno
sobre la economía que nunca
antes se había percibido (particu-
larmente, en los Estados Unidos). 

En segundo lugar, el pobre
desempeño del capitalismo en el
período de entreguerra, en parti-
cular a partir de la Gran Depre-
sión, hizo que cediera la confianza
en las decisiones tomadas en
mercados, sin orientación estatal. 

Asimismo, la percepción de que
ciertas instancias fundamentales
para la calidad de vida de las per-
sonas no podían dejarse en
manos de mecanismos mercanti-
les incrementó el involucramiento
estatal en áreas sociales diversas,
tales como salud, educación,
vivienda y previsión, sentando las
bases para el modelo de Estado
del Bienestar, que se impone en
forma diferenciada en todas las
economías capitalistas centrales1.
La figura de William Beveridge es
una referencia obligada aquí2.

1 Hobsbawm (1998) destaca por ejemplo que los indicadores de salud mejoraron sig-
nificativamente durante la segunda guerra, por obra precisamente del mayor activis-
mo gubernamental en la materia.

2 En particular, véase su “Report to the Parliament on Social Insurance and Allied
Services (1942)” (http://news.bbc.co.uk/2/shared/bsp/hi/pdfs/19_07_05_beveridge.pdf).
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Por último, la emergencia de un
bloque político y económico rival
al capitalismo, que – luego de
soportar exitosamente el mayor
peso del esfuerzo bélico – surge
como triunfador de la guerra, pone
a éste último a la defensiva, por lo
que debe recurrir a instrumentos
que fortalezcan su legitimidad,
adoptando pautas y discursos de
su adversario, en una suerte de
mímesis. No está de más señalar
que el clima intelectual de la inme-
diata posguerra señalaba una
posible convergencia entre los
regímenes capitalista y socialista
“real”3.

Las economías periféricas reco-
gen este legado intelectual, pero
agregándole un importante com-
ponente, que es la cuestión del
desarrollo económico, que acom-
paña el proceso de descoloniza-
ción que se acelera durante la
posguerra. Aquí también la litera-
tura invocó la necesidad de la
movilización de esfuerzos por
parte del Estado, a partir de la
percepción de la incapacidad del
mercado para superar los obstá-
culos que representa el subdesa-
rrollo. Es típica en este punto la
mención a cuellos de botella por
no disponibilidad de tecnología,
ausencia de coordinación de
esfuerzos de inversión y círculos
viciosos  por insuficiencia de aho-
rro. Se propicia de esta forma un
papel movilizador para el Estado,
el que debe apuntar a superar

estas restricciones mediante
acciones conscientes y planifica-
das4. En el caso de América latina,
jugará en este punto un rol central
la Comisión Económica para
América latina (CEPAL), organis-
mo creado en el marco de la
Organización de las Naciones
Unidas. 

La Argentina incorpora la planifi-
cación como parte de sus prácti-
cas gubernamentales. Este movi-
miento se inicia, en paralelo con la
experiencia latinoamericana, en la
posguerra y culmina 40 años más
tarde. A partir de entonces, la pla-
nificación entra en un cono de
sombra, manifestándose en forma
esporádica. 

Este trabajo tiene como propósi-
to principal presentar algunas
notas y reflexiones en torno de las
prácticas de planificación en las
últimas dos décadas, centradas
sobre dos experiencias concretas:
el Sistema Nacional de Inversio-
nes Públicas (en adelante, SNIP)
y la elaboración del Plan Federal
de Infraestructura (en adelante,
PFI). El SNIP fue instaurado por
ley en el año 1994, y persiste
hasta el presente, en el ordena-
miento legal del Estado nacional,
y en su práctica. El PFI, por su
parte, fue una experiencia desa-
rrollada durante el gobierno del
presidente De la Rúa, y más cla-
ramente de su primer ministro de
Infraestructura y Vivienda, de
duración breve y acotada. 

3 Véase nuevamente Hobsbawm (1998 cap. 1); asimismo, Forte (1964, pág. 315 y sig.).
4 Una referencia clásica -por cierto que no la única-  aquí es Hirschman (1984).
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Asimismo, se brindan algunas
consideraciones acerca de la
actualidad de la planificación, a la
luz del patrón económico y social
que emerge del colapso del
Régimen de Convertibilidad, en
particular con referencia al SNIP,
precisamente por ser un instru-
mento aún vigente.

Dos son las razones que impul-
san la elaboración de este texto.
Por un lado, el interés en sistema-
tizar elementos para una historia
de este capítulo de la planificación
en la Argentina. Este aporte con-
tendrá un tinte personal, por cuan-
to el autor fue partícipe de ambas
experiencias incluidas en el análi-
sis; en tal sentido, este trabajo
puede considerarse una suerte de
testimonio de un “informante califi-
cado”. Por el otro, una vez con-
cluido esa suerte de sueño dog-
mático que representó el progresi-
vo endiosamiento del mercado 
–operado a partir de mediados de
los años ‘70 en la Argentina, y en
particular con la implantación del
régimen de Convertibilidad– la
cuestión de la planificación debe
ser objeto de una profunda recon-
sideración. Hasta el presente,
esto sólo se ha insinuado, pese a
que el régimen mencionado dejó
de existir hace más de ocho años.

El trabajo se estructura de acuer-
do con lo siguiente. En primer
lugar, se ofrece una brevísima
reseña de los antecedentes de la

planificación en la Argentina.
Luego, se encaran las experien-
cias del SNIP y del PFI.
Seguidamente, se presentan
algunas consideraciones acerca
de las políticas gubernamentales
posteriores al fin de la Convertibi-
lidad y su relación con una revalo-
rización (posible, pero no concre-
tada) de la planificación, en parti-
cular considerando la vigencia del
SNIP. Por último, se presentan
algunas conclusiones.

Auge y ocaso de la 
planificación en la
Argentina: un breve relato5

El Gobierno Justicialista iniciado
en 1946 crea el primer organismo
con funciones de planificación en
la Argentina: el Consejo Nacional
de la Posguerra; su propósito es
el de orientar el curso económico
tras el fin de la conflagración.
Asimismo, ven la luz por primera
vez dos ensayos formales de pla-
nificación, el Primer Plan
Quinquenal (1947-1951) y el
Segundo Plan Quinquenal (1952-
1956). 

El derrocamiento del peronismo
en 1955 lleva a que las activida-
des de planificación se desarro-
llen bajo nuevos marcos institucio-
nales. Surge así  el Consejo
Nacional de Desarrollo (CONA-
DE), que persiste con algunas
mutaciones a través de la intermi-

5 Reseñas más detalladas acerca de la experiencia de la planificación en la Argentina
entre la década de los ‘40 y la de los ‘70, pueden encontrarse en Cordone (2004),
Fiszbein (2010)  y Gómez (2008).
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nable sucesión de rupturas que
caracterizan el período que se ini-
cia en ese año y concluye en
1976. Un período que bien puede
considerarse como “época dora-
da” de la planificación, por la
envergadura institucional que ésta
asume y la jerarquía de los pro-
ductos obtenidos; éstos represen-
tan un estadio superior, en rela-
ción con los ensayos iniciales
materializados en los dos planes
quinquenales mencionados. Co-
rresponde señalar aquí como pro-
ductos sobresalientes el Plan
Nacional de Desarrollo 1965-
1969, el Plan Nacional de
Desarrollo y Seguridad 1971-1975
y el Plan Trienal para la Recons-
trucción y Liberación Nacional
1974-1977. Este último plan se
desarrolla ya una vez desapareci-
do el CONADE, cuyos cuadros
técnicos son transferidos al Ins-
tituto Nacional de Planificación
Económica (INPE).

Interesa destacar una importante
continuidad en determinados
aspectos que podríamos denomi-
nar “doctrinarios” en estos planes,
y que contrastan llamativamente
con la inestabilidad política del
período. En particular, todos ellos
suscriben en alguna medida la
estrategia de industrialización
sustitutiva, haciendo eje en parti-
cular en la necesidad de avanzar
hacia la “segunda etapa”, esto es,
en la provisión local de insumos
convergentes críticos, entre ellos
las prestaciones de infraestructu-
ra de transporte y energía. De
esta forma, y más allá de vaivenes

casi inverosímiles en las decisio-
nes, estos planes se asocian con
un conjunto importante de logros
en el período, tales como la pro-
ducción de algunos insumos bási-
cos (aluminio, acero, petroquími-
cos), el desarrollo de grandes pro-
yectos de generación y transporte
eléctrico y el impulso decisivo a la
red vial. Esto no significa que tales
planes hayan sido literalmente
implementados; de hecho, se ha
señalado reiteradamente que se
trató de ejercicios que concluye-
ron su existencia en anaqueles,
fruto precisamente de la conside-
rable inestabilidad política. Pero
ellos fueron consistentes con un
conjunto importante de decisiones
tomadas.

Corresponde también una men-
ción al Consejo Federal de Inver-
siones (CFI), una instancia institu-
cional de importancia, creada por
un acuerdo interprovincial, sin
participación del Gobierno Fede-
ral. Si bien su propósito no es el
de elaborar planes, el CFI se
constituye en un soporte impor-
tante para el desarrollo de iniciati-
vas gubernamentales desde una
perspectiva de planificación. De
hecho, el CFI integró los equipos
que dieron lugar a ensayos de pla-
nificación.

La dictadura militar instaurada
en 1976 -autodenominada Pro-
ceso de Reorganización Nacional-
adopta en lo discursivo una acti-
tud ambigua, en relación con la
planificación. Por un lado, crea el
Ministerio de Planeamiento, luego
degradado a Secretaría de
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Planeamiento. Poco es lo que
sobrevive de los cuadros anterior-
mente formados en el CONADE,
tanto por razones ideológicas
como por el impacto de la repre-
sión política, que lleva al exilio a
un conjunto numeroso de cuadros
técnicos. Esta estructura además
no plasma ninguna iniciativa rele-
vante, siendo neutralizada desde
el Ministerio de Economía y Obras
y Servicios Públicos por el pode-
roso titular de la cartera, José
Alfredo Martínez de Hoz, que,
como es sabido, es quien marca
la política económica del período,
nada proclive a asignar importan-
cia a la planificación6.

El retorno de la democracia se
ve acompañado por la creación ex
novo de una secretaría de
Planificación, dependiente de la
Presidencia de la Nación. Ella pro-
duce lo que puede considerarse el
último documento de planifica-
ción,  los “Lineamientos para una
Estrategia de Desarrollo – 1985-
1989”7. El mismo carece ya de la
profundidad que supieron tener
los Planes de la “época dorada”.
Lo más importante, empero, es
que se constituye en una expre-

sión fuertemente crítica de la
experiencia de la industrialización
sustitutiva, lo que socava la legiti-
mación de las políticas que dichos
planes propiciaron8. 

Es importante señalar que este
acto de condena al modelo indus-
trializador que había regido desde
la posguerra hasta mediados de la
década de los ’70 es producido
por el gobierno democrático ins-
taurado en 1983, el que en reali-
dad plasma con mayor claridad la
crítica a la industrialización susti-
tutiva que la propia dictadura mili-
tar, cuya política económica
muestra más los vaivenes propios
de una conducción oportunista y
cortoplacista9, de escaso vuelo
intelectual.

Este nuevo clima que se impone
en los años 80 -y que reconoce un
complejo de razones que no exa-
minaremos aquí10- sienta las
bases para el definitivo ocaso de
la planificación, como instancia de
la política gubernamental. 

La crisis hiperinflacionaria de
1989 y la adopción de un enérgico
y profundo programa de reformas
que enseñorean al mercado como
principio rector del funcionamiento

6 Sin embargo, en el ámbito de la Secretaría de Transporte y Obras Públicas, se desa-
rrolló en ese período el llamado “Plan Nacional de Transporte”, una iniciativa que más
allá de la generación de estudios y capacitación, no tuvo mayor impacto práctico.
Sobre la gestión Martínez de Hoz, véase Schvarzer (1987), Canitrot (1980), Müller
(2001) y más recientemente Rapoport (2010, cap. 6).

7 En rigor, la Secretaría de Planificación -ya bajo otra conducción- produjo luego el Plan
Nacional de Desarrollo 1987-1991; pero se trató de un documento que no tuvo tras-
cendencia pública.

8 Véase un análisis al respecto en Müller (2002)
9 Se remite al respecto a Müller (2001)
10 Véase al respecto Müller (2002) y la bibliografía allí citada.
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de la esfera productiva constitu-
yen el golpe final. La débil
Secretaría de Planificación creada
por la administración de Raúl
Alfonsín es así suprimida, dada su
falta de sentido en este nuevo
contexto. Muy imprecisamente,
puede ubicarse su casi nula
herencia en la entonces Secre-
taría de Programación Económica
del Ministerio de Economía, hoy
Secretaría de Política Económica.

En cuanto al CFI, subsiste hasta
la actualidad, aunque con bajo
protagonismo, y ya más volcado a
la gestión de financiamiento y al
apoyo técnico que soliciten las
administraciones provinciales.

Dos experiencias de (no)
planificación en la
Convertibilidad

El nuevo escenario económico
que se impone con la reformas
pro mercado y la instauración del
régimen de Convertibilidad liquidó
formalmente cualquier instancia
estatal que tuviera a la planifica-

ción como objeto de sus accio-
nes11.  

Sin embargo, la noción de Plan
tuvo algunas manifestaciones.
Entre ellas, podemos mencionar
algunos elementos constitutivos
del Sistema Nacional de Inversio-
nes Públicas (SNIP), y el Plan
Federal de Infraestructura (PFI);
otro ejemplo, ya de naturaleza
sectorial, es el Plan Federal de
Transporte Eléctrico12. 

Como se indicó, la reseña y aná-
lisis de las dos experiencias men-
cionadas en primer término es
uno de los propósitos del presen-
te ensayo; a ello nos abocamos a
continuación.

El Sistema Nacional de
Inversiones Públicas

Diseño normativo e 
institucional

El SNIP es creado por la ley
24.354, dentro de un conjunto de
normas que reforman los princi-
pios y procedimientos que adopta
el Estado Nacional13. Su eje cen-
tral es la reglamentación de las

11 Como ejemplo puntual, una repartición denominada “Dirección Nacional de
Planificación Energética”, dentro de la Secretaría de Energía, pasó a denominarse
“Dirección Nacional de Prospectiva”; ésta es la denominación que conserva aún hoy.
En la Secretaría de Transporte existió una Dirección Nacional de Planificación de
Transporte, que luego se convirtió en una simple Dirección de Estudios y Proyectos.

12 Este Plan se formula por primera vez en 1999, con el propósito de elaborar una pro-
gramación de inversiones destinadas a ampliar la red de transporte eléctrico, ante la
evidente insuficiencia del marco regulatorio sectorial para incentivar inversiones pri-
vadas para ampliar dicha red. El Plan moviliza recursos específicos creados a través
del Fondo Fiduciario de Transporte Eléctrico Federal (FFTEF), siendo responsable de
su implementación el Consejo Federal de Energía Eléctrica.

13 La ley 24.156 de Administración Financiera es el otro cuerpo legal sobresaliente ins-
trumentado en este período. Ambas leyes, en el caso de la segunda con algunas
modificaciones, se encuentran hoy vigentes.
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decisiones de inversión pública,
principalmente en las actividades
que se requiere desarrollar hasta
tanto se adopta la decisión de
inversión (lo que en la jerga del
SNIP se denomina “fase de prein-
versión”), y en menor medida en
las fases siguientes (ejecución y
operación).

Es oportuno mencionar que la
figura de Sistema de Inversiones
Públicas ha sido adoptada en
diversos países de América latina.
Ello ha contado  con el auspicio
de los organismos multilaterales
de crédito, que han colaborado en
su implementación (principalmen-
te, el Banco Interamericano de
Desarrollo). Hoy, estos sistemas
forman parte de la práctica diaria
en la Región14.

Los objetivos del SNIP quedan
establecidos en el artículo 1 de la
ley: “la iniciación y actualización
permanente de un inventario de
proyectos de inversión pública
nacional y la formulación anual y
gestión del plan nacional de inver-
siones públicas”.

El SNIP es definido de la mane-
ra siguiente, en el artículo 2 de la
ley 24.354: “El conjunto de princi-
pios, la organización, las normas,
los procedimientos y la informa-
ción necesarios para la formula-
ción y gestión del plan nacional de
inversiones públicas y el manteni-
miento y actualización del inventa-
rio de proyectos de inversión
pública”. 

Plan e inventario de proyectos
son entonces los dos objetos del
Sistema, entendido éste como el
conjunto de instituciones y proce-
sos relacionados con aquéllos.

La noción de inversión pública
de la Nación se extiende a toda
acción que ésta realice a los efec-
tos de constituir o reponer activos
físicos del Sector Público Nacio-
nal; pero los procedimientos del
SNIP alcanzan también a  las
acciones referidas a inversión de
provincias, municipios y sector pri-
vado, si para ello se emplea finan-
ciamiento del Estado Nacional.
Este alcance del Sistema no
surge en forma inmediata, sino

14 Los siguientes países de Latinoamérica han instrumentado sistemas de inversión
pública, algunos de ellos desde hace más de dos décadas: Bolivia, Chile, Colombia,
Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Perú y
República Dominicana. Paraguay encamina hoy tareas en este sentido. Las caracte-
rísticas de cada sistema difieren bastante, en cuanto a su diseño e implementación.
Una reseña no tan reciente de estas experiencias puede encontrarse en CEPAL
(2002). Sistemas nacionales de Inversión Pública en América Latina y el Caribe:
balance de dos décadas- Serie Seminarios y Conferencias 18 -Santiago de Chile-
2002. Brasil, por su parte, no ha instrumentado formalmente un sistema de esta natu-
raleza; pero se han implementado mecanismos de decisión que reposan en el análi-
sis de los proyectos de inversión, a través de una comisión interministerial, con apoyo
de la Secretaría de Planeamiento e Inversiones Estratégicas; cabe señalar que en
este caso, existe un Plan de Desarrollo como marco general (véase http://www.plane-
jamento.gov.br)
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que resulta de un texto legal algo
complejo (lo que sugiere que fue
objeto de diversas correcciones y
ajustes parciales, durante su tra-
mitación legal). En términos prác-
ticos, el caso de transferencias de
capital a otras jurisdicciones del
Estado o al sector privado tiene
que ser tratado en los términos
que establece la Ley, pese a que
no se trata propiamente de inver-
sión pública nacional. Igual tem-
peramento se debería adoptar,
incluso, en el caso de concesio-
nes al sector privado que no impli-
quen transferencias de recursos,
pero que sí afecten activos del
Estado Nacional (por ejemplo,
concesiones por peaje); pero esto
no ha sido instrumentado15.

El SNIP prevé un conjunto de
procedimientos para la gestión de
los proyectos de inversión, en par-
ticular en la etapa de preinversión.
Ellos hacen básicamente a las
pautas metodológicas que deben
seguirse para la formulación y
evaluación de los proyectos. 

Asimismo, determina el procedi-

miento para la inclusión de cada
proyecto de inversión en el
Presupuesto Nacional y el Plan
Nacional de Inversiones Públicas
(PNIP). Interesa destacar que la
ley establece que ambos instru-
mentos deben elaborarse en
forma paralela y simultánea. Esto
es, el Presupuesto, en lo que
atañe a inversión pública, debe
reflejar los contenidos del PNIP
(artículos 8, 9, 12 y 13). 

A los fines de este trabajo, con-
viene detenerse en la definición
de PNIP; no nos ocuparemos aquí
en lo referido a los enfoques
metodológicos a adoptar (tema
que por otra parte es tratado por
la ley dentro de cánones usuales),
ni tampoco entraremos en deta-
lles acerca de los procedimientos
de elaboración del PNIP y Pre-
supuesto, más allá del importante
señalamiento de que ambos
deben coincidir en sus conteni-
dos. 

Textualmente, el artículo 2 defi-
ne los contenidos del PNIP de la
manera siguiente: “el conjunto de

15 En términos de la ley, la inversión pública nacional es entendida como toda iniciativa
que responda a las características siguientes: “La aplicación de recursos en todo tipo
de bienes y de actividades que incrementen el patrimonio de las entidades que inte-
gran el sector público nacional, con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, modernizar, repo-
ner o reconstruir la capacidad productora de bienes o prestadora de servicios.”
(Artículo 2 de la ley 24354) Sin embargo, el alcance del SNIP se extiende, en otros
pasajes de la ley. El artículo 8 indica que están comprendidas “las construcciones por
administración, contratación, concesión y peaje”. Por su lado, el artículo 10 indica que
“las mismas disposiciones también serán aplicables a los proyectos de inversión de las
organizaciones privadas o públicas que requieran del sector público nacional transfe-
rencias, subsidios, aportes, avales, créditos y demás beneficios”; en igual sentido se
pronuncia el artículo 3 (además de otras menciones dispersas en el cuerpo de la ley).
Cabe señalar que en otros Sistemas de Inversión Pública, el concepto de inversión es
más amplio, abarcando la noción de “capital humano” (vgr., educación).
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programas y proyectos de inver-
sión pública que hayan sido pro-
puestos para su ejecución”. En
otros pasajes de la ley, se indica:
a. los proyectos a incluir en el

Plan deberán ser selecciona-
dos “sobre la base de la tasa
de retorno individual y social”
(sic - artículo 9), debiendo
encontrarse formulados de
acuerdo con principios meto-
dológicos establecidos por el
SNIP.

b. se deberá realizar una consul-
ta a las provincias involucradas
en los proyectos de inversión
seleccionados.

c. cada organismo del Sector
Público Nacional formulará
una propuesta de plan secto-
rial para el área a su cargo.

d. el Órgano Responsable del
SNIP -tal como se lo define en
el próximo párrafo-  interven-
drá en la selección de los pro-
yectos.

Por último, cabe mencionar algu-
nos aspectos referidos a la institu-
cionalidad del SNIP. 

La ley 24.354 establece que
deberá crearse una red de ofici-
nas responsables, en cada orga-
nismo del sector público nacional.
Dicha red será gestionada por un
Órgano Responsable, que deberá
residir en la secretaría de
Programación Económica del

entonces ministerio de Economía
y Obras y Servicios Públicos. El
PNIP será elaborado sobre la
base del trabajo de esta red. Cada
oficina responsable será el punto
de entrada de la información a
integrar al Banco de Proyectos de
Inversión, por lo que éste se ges-
tiona en un ámbito de centraliza-
ción normativa y descentraliza-
ción operativa.

El decreto 720/95, reglamentario
de la ley 24.354, establece que la
autoridad de aplicación será la
secretaría de Programación
Económica, al tiempo que indica
que el órgano responsable del
SNIP será la Dirección Nacional
de Inversión Pública y
Financiamiento de Proyectos.

Esta arquitectura institucional ha
mantenido su diseño hasta el pre-
sente, más allá de los cambios de
designación que han sufrido los
órganos mencionados. La autori-
dad de aplicación se denomina
hoy Secretaría de Política
Económica, al tiempo que el órga-
no responsable es la Dirección
Nacional de Inversión Pública
(DNIP)16.

En relación con ésta última, ha
habido rotaciones en el nivel
directivo. Un total de once gestio-
nes se han desempeñado en el
Órgano Responsable, en quince
años de existencia del SNIP; cabe
señalar que las últimas dos

16 Cabe agregar la conformación en 1996 de una Subsecretaría de Inversión Pública
(luego Subsecretaría de Inversión Pública y Gasto Social), siempre dentro de la
Secretaría de Programación Económica; pero ella fue disuelta en 1999. 
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corresponden a los últimos ocho
años; como se verá en seguida,
esta continuidad permitió un avan-
ce en las actividades del sistema.
También los cuadros técnicos han
sufrido modificaciones importan-
tes. No ha habido sin embargo
discontinuidades en cuanto a las
responsabilidades y funciones de
la DNIP, que ha desarrollado en
esencia las mismas tareas desde
la creación del Sistema17.

Visión de síntesis
Tal como ocurre en la generali-

dad de los Sistemas de Inversión
Pública, el SNIP de la Argentina
pone énfasis en la constitución de
un registro sistemático o banco de
proyectos, en los aspectos meto-
dológicos que deben cumplirse en
la formulación y evaluación de
proyectos y en la programación de
las inversiones. Para decirlo en
términos gráficos -aunque nece-
sariamente aproximados- se
exige que el proyecto tenga una
identidad definible (a través del
registro en el Banco de
Proyectos); y que pueda ser pro-
gramado para ejecutar sólo si
cumple con pautas metodológicas
determinadas.

Dos consideraciones son de
interés aquí. 

La primera hace a la efectiva
posibilidad de vetar la ejecución

de un proyecto por el Órgano
Responsable del SNIP. Esta atri-
bución está presente en otros
Sistemas de Inversión Pública,
pero no en el caso argentino; en
ningún punto, la ley 24354 esta-
blece la posibilidad de ejercerla.
La interpretación adoptada (en
rigor, a partir de la resolución SPE
175/2004) ha sido entonces que el
control de formulación que puede
realizarse se refiere únicamente a
aspectos metodológicos. Esto es,
en la medida en que un proyecto
cumpla con pautas determinadas
en cuanto a contenido y procedi-
miento, el mismo habrá cumplido
con la normativa del SNIP. Si los
guarismos que efectivamente
contiene el proyecto merecen
algún reparo, ello podrá ser objeto
de observaciones, las que no obs-
taculizarán la ejecución del pro-
yecto, de mediar una ratificación
expresa por parte del organismo
formulador18.

La segunda consideración hace
referencia a la noción de “Plan”
Nacional de Inversiones Públicas,
que se presta a más de una inter-
pretación. En el sentido más
amplio dado por la Planificación,
un “Plan” debe ser entendido
como un conjunto de acciones
coherentes y ordenadas a deter-
minados objetivos y metas. Tales
acciones son de naturaleza diver-
sa; se incluyen aquí – además de

17 El único cambio importante, aunque de relativa relevancia en lo que hace al SNIP, es
la pérdida de atribuciones con relación a la administración de financiamiento de prein-
versión.

18 Véase al respecto la resolución SPE 175/2004, artículos 9 y 10.
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proyectos de inversión – políticas,
incentivos económicos, subsidios,
acciones legales e institucionales,
etc. La definición adoptada por la
ley seguramente no encuadra en
esta acepción y el clima político
imperante en el período de su
sanción claramente no parece
favorable a la noción de “Plan” en
este sentido.

Si en cambio se utiliza el término
“Plan” en el sentido de ordenar
conjuntos de decisiones sobre la
base de determinadas reglas o
principios que aseguren con-
gruencia y viabilidad, el PNIP es
efectivamente un “plan”, aun
cuando esta acepción es práctica-
mente un sinónimo de “progra-
ma”. Notemos de todas formas
que la primera acepción del térmi-
no es considerablemente más
amplia que la segunda; un “plan”
en el primer sentido comprende (o
debería comprender) la progra-
mación específica de actividades;
estas actividades son propias de
la segunda acepción del término19.

Es quizá pertinente preguntar
cuál es la razón por la que se
establece por ley la obligación de
elaborar un “plan”, cuando el con-
cepto adecuado (y suficiente)
habría sido el de “programa”; el
mensaje de elevación del proyec-
to de ley no aporta mayores acla-
raciones al respecto (véase DNIP,
1995).

Al respecto, no caben sino con-
jeturas. Pero es interesante desta-

car que el concepto de “Plan”
como mera programación de pro-
yectos de inversión reaparecerá
en otras oportunidades, entre
ellas en el caso del Plan Federal
de Infraestructura, al que se hará
referencia más adelante.

El saldo en términos de normati-
va es que la ley obliga a la elabo-
ración de un Plan (en el sentido
de programación de proyectos de
inversión) que 
a. involucra, por su definición, a

la totalidad del Sector Público
Nacional

b. define una red institucional
para su elaboración

c. establece una conexión estric-
ta con el Presupuesto Nacional

Este último aspecto tiene impor-
tancia, por cuanto implica quebrar
la dicotomía que se había mani-
festado, en los anteriores ensayos
de planificación, entre Plan y
accionar concreto gubernamental.
Desde ya, que el PNIP sea en
definitiva un Programa -y no un
Plan en sentido amplio- ayuda a
que esta conexión pueda concre-
tarse, por cuanto el contenido de
aquél tiene traducción presupues-
taria inmediata; esto no ocurre
con igual automatismo cuando se
trata de implementación de políti-
cas, acciones institucionales, etc.

Por otro lado, la efectiva ingeren-
cia del SNIP es en principio más
fuerte (y así lo fue en la práctica)
en lo que se refiere a inversión

19 Puede ocurrir -y de hecho ha ocurrido- que un Plan entendido en el primer sentido del
término haya carecido de un programa de implementación.
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ejecutada directamente por el
Sector Público Nacional20 (en par-
ticular, en el caso de la adminis-
tración central y organismos des-
centralizados). Ya cuando se trata
de transferencias a provincias o al
sector privado regladas por otras
normativas legales, existe un con-
flicto de competencias que requie-
re resolución. Este es el caso de
las transferencias previstas en el
Fondo Nacional de la Vivienda
(FONAVI) o en la normativa sobre
Fondos Viales. Las mismas reco-
nocen una raíz legal propia, por lo
que debe dirimirse si recaen o no
en la normativa del SNIP, por
ejemplo, en cuanto al cumplimien-
to de pautas acerca de los pro-
yectos financiados21. Un caso aná-
logo plantean los planes de inver-
sión realizados por concesiona-
rios privados con recursos del
Estado Nacional, pactados en
contratos anteriores a la sanción
de la normativa del SNIP. En defi-
nitiva, el SNIP tiene sentido pleno
básicamente para aquellas deci-
siones de inversión sobre las que
el Sector Público Nacional tiene
efectivamente algún grado de
libertad en cuanto a decidir su eje-
cución.

Cabe por último un señalamiento
institucional de interés. La ley
24354 establece taxativamente
que el órgano responsable del
SNIP deberá residir en el ámbito
de la Secretaría de Programación
Económica. Si bien no existe evi-
dencia documental, puede conje-
turarse que la razón de esta dis-
posición es la de generar en el
ámbito propio del Ministerio de
Economía un sector con capaci-
dad técnica y de control sobre los
organismos inversores importan-
tes del sector público, básicamen-
te englobados en el ámbito del
antiguo Ministerio de Obras y
Servicios Públicos (en particular,
Secretarías de Obras Públicas,
Energía y Transporte). Este dispo-
sitivo institucional, de hecho, se
replica en otros Sistemas de
Inversión Pública22.

Implementación y productos
A partir de la sanción del decreto

reglamentario en 1995, se inicia-
ron las actividades del SNIP. Ellas
tuvieron como productos principa-
les la constitución del Banco de
Proyectos de Inversión y la elabo-
ración de sucesivos PNIPs. 

20 En la jerga presupuestaria, este rubro se denomina “Inversión Real Directa”.
21 En el caso específico del FONAVI y Fondos Viales, esta cuestión quedó zanjada de

alguna forma a partir del año 2007, cuando estos fondos pasaron a ser tratados con
igual carácter que los fondos coparticipables, por lo que virtualmente perdieron el
carácter de recursos nacionales transferidos, para convertirse en recursos recauda-
dos en nombre de las Provincias por parte de la Nación.

22 Es de destacar, además, que en la época de la sanción de la Ley de Inversión Pública
las áreas de Economía y Obras Públicas se encontraban bajo una única conducción
ministerial. De alguna forma, el dispositivo diseñado parecía anticipar la posibilidad de
que esto dejara de ocurrir más adelante (como de hecho ocurrió).
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Se constituyó la red de Oficinas
Responsables, aunque con un
bajo nivel de institucionalidad; de
hecho, virtualmente no existe nor-
mativa dictada por la Autoridad de
Aplicación al respecto23. En la
práctica, sin embargo, existe una
red operativa, que comprende
tanto a los Organismos compren-
didos en el Presupuesto Nacional
como a los extrapresupuestarios.

En lo referente a la definición de
las pautas metodológicas, los
avances en las líneas que marca
la ley han sido muy escasos; no
se ha ido más allá de definir un
marco general, y luego aceptar
como válidos abordajes particula-
res utilizados por los organismos.
Hay razones para argumentar, sin
embargo, en el sentido de que es
virtualmente imposible brindar un
instrumental metodológico gene-
ral que dé sustento a todas las
actividades de formulación y eva-
luación de proyectos, por más que
esta pretensión esté presente en
la generalidad de los Sistemas de
Inversión Pública. La definición de
precios de cuenta fue ensayada
en el año 1996; pero la normativa
correspondiente ha sido luego
derogada. De hecho, el SNIP no
fija hoy criterio alguno en términos
de tasa de descuento para los
proyectos de inversión; esto es,
no abre juicio acerca del umbral

de rentabilidad que éstos deberán
presentar.

Lo referido al control de calidad
en la formulación y evaluación de
proyectos vio avances significati-
vos recién a partir del año 2001,
cuando se formalizaron en
Resoluciones de la Secretaría de
Política Económica un conjunto
de pautas reglamentarias, sobre
la base de procedimientos ante-
riores de carácter incipiente. Esta
normativa ha sido modificada en
algunos aspectos, pero en lo sus-
tancial opera hoy en los mismos
términos24. 

El alcance práctico -esto es, el
efectivo control acerca del cumpli-
miento de las normas de formula-
ción y evaluación- se centró sobre
los organismos presupuestarios, y
no abarcó la totalidad de los pro-
yectos de inversión. En este
punto, no se logró coordinar con el
área de Presupuesto algún tipo de
filtro para impedir la incorporación
al presupuesto o el comienzo de
ejecución de los proyectos, de no
contar con la intervención del
Órgano Responsable del SNIP.
De todas formas, hubo un efectivo
avance desde 2001.

En cuanto a la producción de los
planes, a partir del año 1995 se
produjeron anualmente los PNIPs,
siempre con proyección trianual.
Hasta el PNIP 2000-2002 inclusi-

23 La constitución de esta red tampoco se menciona en la normativa acerca de respon-
sabilidades y acciones de la Secretaría de Política Económica.

24 No es propósito de este trabajo ingresar en detalles acerca de esta temática. El lector
puede remitirse a la resolución SPE 175/2004; se indican allí las resoluciones ante-
riores, que fueron derogadas por ésta, del año 2001.
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ve, los productos fueron más que
nada listados de proyectos, con
muy poco aporte conceptual. El
SNIP virtualmente no tenía inter-
vención alguna en las decisiones
de asignación de créditos presu-
puestarios, y la tarea se limitaba a
replicar para el primer año del
PNIP el contenido del presupues-
to, como así también las proyec-
ciones de ejecución para los años
siguientes realizadas por los orga-
nismos. Muy escaso era el avance
en lo referido a organismos no
presupuestarios. Tampoco se
cumplía con la obligación de reca-
bar opinión de las provincias.

Este panorama sufrió un cambio
gradual pero importante a partir
del PNIP 2001-2003, cambio que
fue consolidándose a partir del
PNIP 2004-6, una vez superado el
traumático período 2001-200225.
En buena medida, entonces,
estos avances corresponden al
período posterior al de la
Convertibilidad.

Sintéticamente, pueden señalar-
se como principales característi-
cas de la elaboración del PNIP las
siguientes, a partir del año 200426:
a. Se construye un cuadro amplio

y comprensivo de la inversión
pública nacional y subnacional,
delineándose los principales
flujos de ejecución y financia-
miento, para así determinar
cuánto representan proporcio-

nalmente la inversión nacional
y subnacional, y cuáles son los
flujos agregados de transferen-
cia entre niveles de gobierno.

b. Se elabora una estimación de
demanda de inversión de repo-
sición y ampliación para los
organismos presupuestarios, a
partir de una estimación total y
sectorizada del stock de capital;
ello permitió obtener un dimen-
sionamiento básico de la de-
manda de inversión; interesa
destacar que esta estimación
abarca los niveles nacional,
provincial y municipal, siempre
dentro del conjunto de organis-
mos presupuestarios.

c. Se instrumenta un procedi-
miento de relevamiento de la
demanda, a partir del banco de
proyectos de inversión.

d. Se informa a las provincias
acerca de la demanda recibida,
a fin de recabar opiniones; la
respuesta recibida fue relativa-
mente escasa.

e. Se elabora una priorización de
la demanda, siempre para la
Inversión Real Directa de los
organismos presupuestarios.
Ello permite proponer una asig-
nación de recursos transversal
a los organismos, y no basada
sobre criterios meramente iner-
ciales. Se definieron los
siguientes niveles de prioriza-
ción:

25 Concurrió a este cambio la implementación de un nuevo Banco de Proyectos de
Inversión, que permitió la carga de información on line por parte de los organismos.

26 Para más detalle, se remite a los correspondientes a estos años. Los más recientes
pueden encontrarse en www.mecon.gov.ar/peconomica.
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i. Provisión de Equipamiento
Básico

ii. Proyectos de reposición de
capacidad en curso

iii. Proyectos de ampliación de
capacidad en curso

iv.Proyectos no iniciados priori-
tarios

v. Proyectos no iniciados de
reposición de capacidad

vi.Proyectos no iniciados de
ampliación de capacidad

Dado que el corte en relación
con los recursos se produce
generalmente en el último nivel,
se formulan criterios de priori-
zación para esta categoría, a
fin de establecer un ranking.
Para ello se pondera mediante
puntajes la efectividad de los
proyectos, la contribución a po-
líticas gubernamentales, el es-
tado de avance del proyecto, la
contribución al empleo y el
impacto sobre el tejido produc-
tivo (desarrollo de proveedo-
res).

f. La demanda así priorizada es
remitida al área de presupues-
to, para contribuir a la formula-
ción de éste.

La traducción de la priorización
realizada en términos de asigna-
ción de recursos presupuestarios

no resultó completa, pero sí exis-
tió una razonable coincidencia. El
procedimiento descripto se centró
básicamente sobre la inversión
realizada directamente por los
organismos, no así en las transfe-
rencias, cuyo tratamiento siguió
siendo muy expeditivo. La cober-
tura de la inversión por parte de
organismos no presupuestarios
fue también expeditiva, y no sujeta
a priorización, por su naturaleza27.

Este desarrollo implicó una con-
solidación del SNIP. Sin embargo,
fue evidente la apatía del nivel
político, en el plano de la autori-
dad de aplicación; ésta virtual-
mente no tomó iniciativas relevan-
tes al respecto, siendo que ellas
correspondieron en su totalidad al
nivel técnico. Esta actitud fue per-
ceptible a lo largo de las diferen-
tes gestiones de la Secretaría de
Política Económica, y refleja pro-
bablemente el relativo interés de
sus responsables, por lo general
más volcados a la problemática
macroeconómica; tampoco en el
nivel ministerial el tema del SNIP
suscitó mayor interés28. 

Paradójicamente, la continuidad
de la gestión técnica que se
observó en los últimos años -y
que favoreció la implementación
del salto de calidad- parece res-
ponder a este desinterés29. En

27 Cabe señalar que en algunos países de Latinoamérica, todo el gasto público es eje-
cutado a través del Presupuesto Nacional; ello ocurre en Bolivia y Panamá, y con
algunas excepciones en Perú.

28 Esta constatación surge básicamente de la experiencia diaria del autor de este traba-
jo, durante su desempeño en la DNIP.

29 De hecho, se produjeron alteraciones importantes en los cuadros directivos en otras
áreas de la Secretaría de Política Económica.
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alguna medida, la apatía del plano
político parece haber favorecido el
crecimiento del SNIP.

Otra paradoja notable es que el
SNIP se desarrolla principalmente
luego del quiebre de la Converti-
bilidad, pese a que la normativa
correspondiente fue parte del pro-
grama de reformas que acompa-
ñó la implementación de ésta. Por
otro lado, el paulatino crecimiento
de la receptividad por parte del
área de Presupuesto -con las
insuficiencias ya mencionadas-
también contribuyó a este desa-
rrollo.

El Plan Federal de
Infraestructura

Características del PFI y del
proceso de su formulación

El comienzo de la presidencia
De la Rúa en 1999 fue acompaña-
do por una reforma ministerial,
que dio origen a la separación de
la cartera de Economía de las
áreas referidas a obras y servicios
públicos. Nació así el Ministerio
de Infraestructura y Vivienda
(MIV).

Desde el inicio de la nueva ges-
tión, el MIV promovió la realiza-
ción del llamado Plan Federal de
Infraestructura (PFI). Esta activi-
dad fue desarrollada en lo técnico
por una Subsecretaría creada con
tal propósito30. 

El PFI fue desarrollado en estre-
cho contacto con el Consejo
Interprovincial de Ministros de
Obras Públicas (CIMOP), entidad
que nuclea, como su nombre lo
indica, a los máximos referentes
políticos de los gobiernos provin-
ciales, en el ámbito del transporte
y las obras públicas. A un releva-
miento inicial de proyectos en el
ámbito nacional, se agregaron las
demandas de inversión de cada
una de las provincias, canalizadas
a través de reuniones del CIMOP
con autoridades del MIV y de una
red de vinculación en nivel técni-
co.

Sucesivos lanzamientos del PFI
tuvieron lugar en Chaco y La
Pampa; a ello siguieron nuevas
versiones, hasta que la iniciativa
se diluyó, primero con la salida de
la conducción ministerial en octu-
bre de 2000, y luego por la caída
del propio gobierno a fines del año
siguiente. 

El PFI tuvo una intensa repercu-
sión mediática, en función tanto
de la convocatoria a los gobiernos
provinciales como de la campaña
publicitaria de la que el mismo fue
objeto. Sin embargo, el PFI no
pasó de una enumeración de pro-
yectos, o mejor, de sus designa-
ciones y montos estimados. No
existió mayor tratamiento técnico
de esta demanda, ni mucho
menos alguna priorización31.

30 Se trata de la Subsecretaría de Planificación de Inversiones.
31 Hubo, estrictamente hablando, un conjunto de actividades desarrolladas posterior-

mente a la caída del titular del MIV, realizadas por parte del equipo técnico que había
tenido a su cargo la elaboración del PFI, en el ámbito del Ministerio de Economía; pero
ellas no tuvieron trascendencia pública alguna.
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Sencillamente, se procedió a acu-
mular las demandas de inversión
relevadas.

Desde lo institucional, el PFI no
se plasmó virtualmente en docu-
mento alguno, más allá de actas
firmadas en el ámbito del CIMOP.
El único saldo que dejó fue la
constitución del Fondo Fiduciario
de Desarrollo de Infraestructura,
un instrumento que se diseñó a
los efectos de ofrecer una garan-
tía a un eventual financiamiento
de los proyectos del Plan, ante la
negativa de la conducción guber-
namental de colocar deuda adicio-
nal32; pero a este tema no se hará
referencia aquí.

Apreciación
Claramente, el PFI no pasó de

una suerte de ensayo político-
mediático, que buscó el acuerdo
con las jurisdicciones provinciales
para generar consenso en torno
de la realización de inversiones. 

Al no haber interés, por parte de
la conducción política del MIV, en
priorizar proyectos en función de
algún criterio de efectividad  o
contribución a políticas sectoria-
les, la denominación de “Plan” es
claramente exagerada, dado que
ni siquiera puede hablarse de un
Programa de inversiones. Por otra
parte, el ahogo financiero en que
cayó el Estado en esos años, y
que en definitiva desembocó en el
quiebre de la Convertibilidad, le

quitó cualquier viso de viabilidad a
la ejecución de los proyectos del
PFI.

No caben otras apreciaciones
para un ensayo tan precario, que
de plan solo lleva el nombre.

Lo que (no) ocurrió en la
posconvertibilidad

Más allá de que se trata de dos
experiencias sumamente diferen-
tes, tanto los PNIPs como el PFI
mostraron el limitado alcance que
tuvo la planificación en la época
de la Convertibilidad.  Esto es visi-
ble en un aspecto común y es la
reducción de la noción de plan a
la de una mera compilación de
proyectos de inversión. Aun los
avances posteriores que se logra-
ron en el ámbito del SNIP no
lograron trascender este limitado
concepto. 

Este no es sino el desenlace
esperable de un proceso de pro-
gresivo abandono de los concep-
tos que abonaron la “época dora-
da” de la planificación, abandono
iniciado como vimos en la dictadu-
ra militar y profundizado en el pos-
terior período democrático. La
noción de “Plan” resultante -asimi-
lable como vimos a la de
Programa- empobrece significati-
vamente el alcance del proceso
de planificación.

Debería esperarse que la rever-
sión del modelo económico y
social instaurado en los ‘90, a par-

32 Véase al respecto el decreto 1299/2000.
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tir del quiebre de la Convertibili-
dad, habría de abrir espacio a una
revitalización de la planificación. 

Sin embargo, esto no ocurrió. Se
reseñarán en este apartado algu-
nas evidencias que avalan esta
afirmación, y se desarrollarán
algunas reflexiones al respecto. 

Cabe señalar que en otros paí-
ses latinoamericanos existen
organismos específicamente vol-
cados a la planificación, algunos
de los cuales se han mantenido a
lo largo de estos años. Si bien
esta actividad ha perdido quizá
parte del brillo que supo tener, ha
quedado incorporada en forma
permanente a las prácticas guber-
namentales33.

Las prácticas 
gubernamentales 

El abandono de la Convertibili-
dad y el posterior redirecciona-
miento de las políticas económi-
cas se tradujeron en intervencio-
nes perceptibles en un espectro
no menor de actividades.

A título de enumeración somera

y no exhaustiva, pueden destacar-
se los tópicos siguientes, que
marcan una inflexión, en relación
con el discurso y las prácticas de
la década anterior (más allá del
juicio que merezcan en particular
tales acciones):
a. Políticas monetaria y cambiaria

activas, volcadas sobre todo a
asegurar un tipo de cambio ele-
vado, a la vez que diferenciado
según tipo de exportación, a
través de la imposición de
retenciones.

b. Política fiscal orientada a ase-
gurar superávit en relación con
el gasto primario y al pago de
intereses, lo que quitó presión
al mercado financiero y llevó
las tasas reales de interés a
niveles muy inferiores a los
vigentes durante la Convertibi-
lidad

c. Estatización del sistema previ-
sional, lo que reforzó la posi-
ción fiscal del Estado y permitió
acceder a un fondo para finan-
ciamiento de inversiones.

d. Cuasi universalización de los

33 Chile cuenta, desde los tiempos de la dictadura militar, con un Ministerio de
Planificación (heredero de la antigua Oficina de Planificación-ODEPLAN), que es el
ámbito precisamente desde donde opera el Sistema de Inversiones Públicas.
Colombia realiza lo propio desde el Departamento Nacional de Planeación
(Presidencia de la República), donde se ha elaborado el Plan Nacional de Desarrollo
2006-2010. En Bolivia existe un Ministerio de Planificación para el Desarrollo (donde
también reside el Sistema de Inversiones Públicas), que ha elaborado el Plan
Nacional de Desarrollo en 2008, el que se ha traducido en un Programa de Gobierno
2010-15. Brasil ha tenido históricamente una Secretaría o Ministerio de Planeamiento,
con gran ingerencia en las decisiones gubernamentales, que ha dado a luz diversos
ensayos de planes de desarrollo. Panamá – bajo un gobierno fuertemente conserva-
dor – ha elaborado un Plan Estratégico de Desarrollo en 2009. Debe señalarse que
esta práctica se verifica en gobiernos de variadas orientaciones políticas.
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beneficios jubilatorios, extendi-
dos así a casi toda la población
que no realizó contribuciones
durante la vida activa.

e. Implementación de la Asig-
nación Universal por Hijo

f. Implementación de medidas de
incentivo a la actividad produc-
tiva, a través de créditos a bajo
costo.

g. Intervención en diversos mer-
cados, con el fin de corregir dis-
torsiones (típicamente, en el
sector agropecuario)

h. Iniciativas estatales en el sector
energético, en lo que hace a ta-
rificación e iniciativas de inver-
sión, dando lugar a una expan-
sión de la capacidad de gene-
ración y transporte liderada por
el Estado.

i. Iniciativas estatales en el sector
transporte, en particular en el
ferrocarril y transporte aéreo,
incluyendo reestatizaciones,
apoyo financiero a la inversión
e identificación de proyectos de
gran alcance, en grado muy
variable de implementación.

j. Agresiva política fiscal en mate-
ria de inversión pública, en par-
ticular en vivienda, sistema vial
y provisión de agua y sanea-
miento.

Es motivo de discusión el grado
en que el ciclo de crecimiento ini-
ciado en 2003 obedece a estas
políticas; también lo es la cuestión
acerca de si esta expansión repre-

senta un quiebre en relación con
el modelo económico de la déca-
da pasada. Si bien no se visuali-
zan cambios estructurales profun-
dos -mal podría haberlos, cuando
buena parte de la expansión entre
2003 y 2008 fue mera recupera-
ción luego de una depresión de
cuatro años- algunos indicadores
sugieren mutaciones importantes.
Quizá lo más expresivo en este
sentido sea la duplicación en tér-
minos reales de las exportaciones
industriales no vinculadas con el
complejo agropecuario tradicional
entre 1998 y 2008, frente a un
producto industrial que creció en
términos netos en el orden de
20%, entre esos años; parece
claro que el nivel de tipo de cam-
bio real ha jugado un rol importan-
te. Asimismo, se visualizan algu-
nas mejorías en las condiciones
de la infraestructura, típicamente
en la red vial nacional (hoy mayor-
mente en buen estado) y en la
expansión de la capacidad del sis-
tema energético. 

No es este el lugar para aden-
trarse en la cuestión acerca del
alcance y naturaleza de los cam-
bios que se produjeron34; pero por
cierto las acciones estatales han
contribuido, y seguramente su
influencia no ha sido menor. 

Podría esperarse que este nue-
vo escenario de involucramiento
estatal consciente y asumido insu-
flaría nueva vida a la planificación.
Sin embargo, como dijimos, esta

34 Véase al respecto Müller y Lavopa (2009), y la bibliografía allá citada, y Tavosnanska
y Herrera (2010).
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reinstalación no se produjo (más
allá de algunos ensayos parciales
a los que se hará referencia más
abajo). 

La única manifestación institu-
cional explícita se encuentra en el
área de obras y servicios públicos.
El Ministerio correspondiente ha
adoptado la designación de
“Planificación Federal, Inversión
Pública y Servicios”. Esto amerita
algunos comentarios.

En primer lugar, hay cierto dejo
de los ‘90, en la mención de la
“Planificación Federal”, algo que
parece apuntar precisamente al
ensayo del PFI, de escasa reper-
cusión práctica, como vimos, pero
de gran impacto mediático.
Ignoramos si hubo algún propósi-
to en este sentido; pero quizá la
intención haya sido la de aludir al
mecanismo de consenso entre
Nación y Provincias que el PFI
instrumentó35. La mención “Inver-
sión Pública” remite al SNIP, tam-
bién una creación de los ‘90. 

Pero no debe sobreestimarse el
peso efectivo de estos nexos;
ambos aspectos han tenido esca-
sa repercusión posterior. Ni la

práctica del Ministerio se ha orien-
tado a la formación de los consen-
sos mencionados, ni tampoco ha
habido intentos ostensibles por
parte de éste en avanzar sobre el
SNIP (ni tampoco de ignorar su
existencia).

Lo peculiar de este “Ministerio de
Planificación” es que, con una
única excepción a la que se hará
referencia enseguida, no cuenta
con área alguna que asuma espe-
cíficamente funciones de planifi-
cación. Ni las áreas sectoriales
sustantivas tradicionales, repre-
sentadas por sendas Secretarías
(Obras Públicas, Transporte, E-
nergía y Comunicaciones), cuen-
tan con unidades dedicadas a la
planificación, ni tampoco existe un
área específicamente dedicada al
tema.  Se trata de un Ministerio de
Planificación que virtualmente no
planifica, en la acepción técnica
del término.

La única excepción a este pano-
rama, siempre dentro de este
Ministerio, es la Subsecretaría de
Planificación Territorial de la
Inversión Pública. En línea con lo
que sugiere su designación, esta

35 Nos permitimos aquí una breve sugerencia de carácter político, que, por provenir de
un autor no especialista en el tema, dejamos para una nota al pie. La crisis de 2001-
2 fue un fenómeno que afectó casi únicamente al Gobierno Nacional. Así, frente a
gestiones presidenciales cuya duración se midió en meses o incluso días, las gober-
naciones provinciales se mantuvieron estables (con la única excepción de la provin-
cia de Buenos Aires). Esto hizo que la viabilidad de la gestión presidencial dependie-
ra como nunca del apoyo de las gobernaciones. Tal vez esta configuración fue la que
aconsejó adoptar inicialmente una tesitura que recogiera el mecanismo de consenso
Nación-Provincia que se adoptó para el PFI. De todas formas, esto no parece haber-
se prolongado, dado que el fortalecimiento tanto fiscal del Estado Nacional y la con-
siderable recuperación económica operados a partir de 2003 le devolvió a aquél una
importante capacidad de asumir iniciativas.
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Xul Solar, Proyecto Pan Klú Delta, 1954
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Subsecretaría ha desarrollado
una tarea de planificación, pero en
el sentido que se le da al término
en el ámbito del urbanismo y la
territorialidad, un sentido no muy
alejado pero claramente diferente
al que tiene el concepto de planifi-
cación utilizado en el campo de la
Economía y la Ingeniería36. El prin-
cipal producto de esta Subsecre-
taría ha sido un Plan Estratégico
Territorial, que establece linea-
mientos para una política de orde-
namiento territorial de actividades,
con relativa vinculación con cues-
tiones referidas al modelo o
patrón general de desarrollo.

Fuera de ello, la noción de Plan
suele asociarse actualmente, en
la práctica de diversas áreas del
Estado, a la mera enumeración de
listados de proyectos de inver-
sión37 (con las escasas excepcio-
nes ya señaladas).

Esto no quita, sin embargo, que
existan algunos ejercicios de
carácter sectorial que revisten
interés. Es el caso del Plan Fe-
deral Estratégico de Turismo
Sustentable 2016 y el Plan Na-
cional de Desarrollo Deportivo
2008-2012 (además del referido
Plan Estratégico Territorial de la
Subsecretaría de Planificación
Territorial de la Inversión Públi-

ca)38. También debe mencionarse
una iniciativa que está dando sus
primeros pasos, el Plan
Estratégico Industrial Argentina
2020, del Ministerio de Industria.

Pero quizá el ensayo más ambi-
cioso sea el Plan Estratégico
Agroalimentario y Agroindustrial
Participativo y Federal, 2010 –
2016 (PEA2), actividad en curso
por parte del Ministerio de
Agricultura, Ganadería y Pesca39.
El PEA2 surge como una respues-
ta al conflicto suscitado por la apli-
cación de retenciones a las expor-
taciones agropecuarias, cuyo clí-
max fue en el año 2008. Pretende
así construir una respuesta desde
el Estado, a partir de una visión
que combina elementos políticos
y técnicos, desde una metodolo-
gía participativa. En tal sentido,
esta iniciativa – que se encuentra
en pleno desarrollo – merece un
análisis y seguimiento en profun-
didad, algo que trasciende a este
trabajo. De todas formas, se trata
de un abordaje sectorial, que sin
embargo demandará tarde o tem-
prano definiciones de conjunto
acerca del patrón de acumulación
y distribución de la economía y
sociedad argentinas.

36 De hecho, en el staff de la Subsecretaría tienen importante presencia profesionales del
urbanismo (incluyendo a la titular del área).

37 Un ejemplo paradigmático de esto es el “Plan Obras para todos los Argentinos”, del
Ministerio de Planificación Federal (véase www.minplan.gov.ar/html/plan_obras/).

38 En el nivel provincial, existen experiencias de formulación de Planes de Desarrollo.
Véase por ejemplo Santa Fe (2009).

39 Ver http://www.minagri.gob.ar/SAGPyA/areas/PEA2/index.php
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Reflexión
La situación actual se caracteri-

za entonces por el recurso más
bien retórico a la noción de planifi-
cación, por la reducción de la
noción de plan a la de listados
indicativos de proyectos de inver-
sión sin un marco estratégico, y
por la poca predisposición a brin-
dar sustento técnico a este tipo de
decisiones. 

Esto no es en realidad una
excepción, dentro de la tónica
general que ha asumido el ciclo
gubernamental iniciado en 2003.
Más allá de los avances efectivos
que ha dado en términos del
accionar estatal -tal como se rese-
ñó en el apartado anterior- y de
invocaciones generales a un
modelo de desarrollo industrializa-
dor e inclusivo, se ha carecido de
vocación para explicitar un marco
doctrinario que dé sentido y uni-
dad a sus decisiones, algo en lo
que la planificación precisamente
tiene capacidad de aportar en
forma sustancial. 

Esta ausencia de interés tiene su
correlato en el relativo interés en
construir capacidad de gestión del
Estado; pero también en la esca-
sez de reformas institucionales
que reflejen los cambios de orien-
tación que de hecho se han ins-
trumentado. Se aportan a conti-
nuación algunos ejemplos:
a. Moneda y crédito: más allá de

la supresión de la regla cambia-

ra instaurada en 1991 (la equi-
valencia entre un peso y un
dólar estadounidense), la ley de
Convertibilidad sigue vigente,
como así también la Carta
Orgánica del Banco Central de
la República Argentina (por no
hablar del marco legal para la
actividad financiera, cuya ley
data de la dictadura militar).

b. Previsión Social: la generaliza-
ción del beneficio jubilatorio ha
implicado en los hechos pasar
a un sistema de asignación uni-
versal a población de la tercera
edad, que cambia la lógica
estrictamente contributiva que
regía anteriormente en el siste-
ma previsional, tanto para el
segmento de reparto como
para el de capitalización. Sin
embargo, no ha sido plasmado
en una normativa que reconoz-
ca esta modificación estructu-
ral40.

c. Energía: a partir de la fuerte
intervención operada a raíz del
quiebre de la Convertibilidad, el
sector eléctrico ha visto modifi-
cada de raíz su lógica. La gene-
ración eléctrica pasó a ser una
actividad con regulación estatal
e iniciativa también estatal en
cuanto a ampliaciones de capa-
cidad, cuando el marco regula-
torio diseñado en oportunidad
de las privatizaciones la definía
como una prestación de oferta
libre, plenamente a cargo del
sector privado. Este marco no

40 Si tal reforma institucional se hubiera concretado oportunamente, el debate sobre el
pago del 82% habría encontrado al Gobierno Nacional en una posición más sólida.
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ha sido modificado, lo que pro-
duce ambigüedades en la per-
cepción de los agentes; esta
vía no está exenta de riesgos a
futuro, puesto que la no refor-
ma del marco regulatorio abre
la posibilidad de generación de
acreencias, que surgen de la
aplicación del sistema de pre-
cios ligado con el costo margi-
nal, fijado por aquél.

d. Transporte automotor de la Re-
gión Metropolitana de Buenos
Aires: el fuerte crecimiento de
los subsidios al sector (que en
parte no menor benefician a los
usuarios y a los trabajadores
del sector, es bueno aclararlo)
pone al Estado en posición de
rector del sistema, a la vez que
debería representar un cambio
en la lógica de la remuneración
a los operadores, la que pasa-
ría a basarse más sobre el
costo incurrido que en el volu-
men de pasajeros transporta-
dos. Sin embargo, nada se ha
hecho para formalizar este
cambio y superar el laxo marco
regulatorio vigente; ello permiti-
ría redefinir las funciones de
Estado y operadores, generan-
do un poderoso instrumento de
planificación y ordenamiento
del sector41.

No se aventurará en este trabajo
una explicación para esta caren-
cia de vocación por los temas doc-

trinarios e institucionales, porque
ello excede sus pretensiones.
Pero no debe sorprender la au-
sencia de un auténtico interés por
la planificación en un equipo
gubernamental que ha parecido
hasta ahora poco proclive a avan-
zar en tales temas42.

Cabe señalar que esto no puede
sino jugar en contra del proyecto
gubernamental, porque si los mar-
cos legales vigentes correspon-
den a una época diferente, será
más fácil regresar hacia ella,
cuando se abra la oportunidad
política en tal sentido. Es ejempli-
ficadora, en este aspecto, la
importancia que los impulsores de
las reformas neoliberales de la
década pasada otorgaron a la
generación de un marco legal e
institucional acorde (más allá de
las eventuales liberalidades que
se hayan tomado en cuanto a su
cumplimiento). 

Conclusiones 

Un accionar efectivo del Estado
debe verse acompañado por la
revitalización de la planificación. A
través de ella -y de otras acciones
acordes- será posible dar pleno
sentido a un modelo económico
que pretenda no reposar en el
endiosamiento del mercado.

41 El principio de remunerar el servicio por la prestación y no por el volumen de pasa-
jeros transportados se ha implementado en diversos sistemas en Brasil; ello también
ha sido instituido para el transporte urbano de la ciudad de Salta.

42 De hecho, el ensayo de planificación que parece tener mayor trascendencia – el Plan
Agrario y Agroalimentario – surge como una reacción a un conflicto sectorial.
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Además de la voluntad política
en este sentido, la tarea requiere
construir capacidad técnica secto-
rial, pero también capacidad de
reunir, estudiar y dar coherencia a
las iniciativas sectoriales; a la vez,
este estudio concentrado permiti-
rá identificar iniciativas que involu-
cran a más de un sector.

Quizá se argumentará que los
ejercicios de planificación de la
“época dorada” fueron en realidad
inútiles, por cuanto se tradujeron
en productos cuyo mayor impacto
se mide en términos político-
mediáticos (o, más corrosivamen-
te, en el espacio que ocuparon en
anaqueles), porque el curso eco-
nómico y social se apartó sistemá-
ticamente de lo previsto en los
planes. 

No puede negarse al respecto
que existió una marcada insatis-
facción, en relación con el relativo
impacto que tales planes tuvieron,
en términos de la práctica guber-
namental. 

Algunas apreciaciones, sin
embargo, sugieren una evalua-
ción menos pesimista. 
- En primer lugar, no debe olvi-

darse que la “época dorada” se
caracterizó por una notable
inestabilidad política; entre 1960
y 1975, se contabilizan un total
de diez gestiones presidencia-
les, lo que arroja una duración
media de un año y seis meses,
cuando el plazo constitucional
establecía seis años. En este

contexto (que, como veremos,
no encuentra razón de ser en la
evolución económica) difícil-
mente un proceso de planifica-
ción encuentre la continuidad
que requiere, en cuanto ejerci-
cio de mediano-largo plazo. Aun
así, y más allá del impacto
específico que hayan tenido los
planes, sin duda tuvieron un
papel importante en cuanto a la
generación de consensos bási-
cos acerca de la orientación a
seguir, en términos de modelo
de desarrollo (aun con las limita-
ciones que en cada caso se pre-
sentaron). Es interesante cons-
tatar que -pese a la mencionada
inestabilidad política-  existieron
consensos básicos que atrave-
saron la mayor parte de los
gobiernos. De hecho, la Argen-
tina de mediados de los ‘70 era
un país políticamente conflicti-
vo; pero en términos económi-
cos, había logrado situarse en
una senda de crecimiento razo-
nablemente sostenible. La dé-
cada más exitosa para la econo-
mía argentina, en la segunda
mitad del siglo XX, es la que va
de 1964 a 197443. Los planes
mencionados sin duda dieron
una contribución intelectual
importante, en este sentido.

- Por otro lado, las oficinas de
planificación fueron un semillero
de formación de recursos huma-
nos capacitados, que aportaron
una perspectiva de largo plazo a
la gestión del sector público,

43 Se remite para una fundamentación de esta afirmación a Müller (2001).
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cuando aquéllos pasaron a ocu-
par otras funciones. Esto repre-
sentó un aporte de difícil medi-
ción, pero que por cierto contri-
buyó a jerarquizar la gestión
estatal de la época. Esta heren-
cia técnica fue destruida a partir
de la represión política y el des-
mantelamiento de cuadros ope-
rado a partir de mediados de la
década de los ‘70, y nunca fue
revertida.

Ahora bien, es real que el Estado
Nacional carece ahora de recur-
sos técnicos e institucionales
acordes con este propósito. La
reseña presentada acerca del
SNIP lleva a preguntar si dicho
organismo puede ser apto como
eventual soporte de este proceso,
máxime considerando que éste ha
tenido un efectivo avance a partir
del quiebre de la Convertibilidad,
más allá de cuál haya sido el efec-
tivo interés de la conducción polí-
tica a este respecto. 

En opinión del autor, el SNIP
puede efectivamente constituir
una base en tal sentido, por las
razones siguientes:
- Además de la red de oficinas

presupuestarias (de carácter
mayormente operativo en la
actualidad), el SNIP constituye
la única herramienta institucio-
nal con llegada orgánica y efec-
tiva a la totalidad de los organis-
mos del Estado Nacional. Por
ejemplo, virtualmente todas las
oficinas se encuentran directa o
indirectamente vinculadas con
el Banco de Proyectos de In-
versión.

- El SNIP ha logrado un lugar res-
petable, dentro de la administra-
ción, sobre la base de un traba-
jo de razonable base técnica

- La ley de Inversión Pública pro-
porciona hoy un primer para-
guas legal a un proceso de pla-
nificación, al obligar a la elabo-
ración del PNIP.

- Se ha acumulado experiencia
en el SNIP en el análisis de pro-
yectos de inversión, un compo-
nente esencial de cualquier plan
de desarrollo.

- El SNIP ha acumulado un cono-
cimiento básico acerca de las
actividades de los distintos sec-
tores que integran la Adminis-
tración Nacional, una circuns-
tancia solo compartida por la ofi-
cina a cargo de la elaboración
del presupuesto.

- Existe hoy una mayor concien-
cia acerca de la necesidad de
vincular la planificación con la
gestión, y en particular con las
decisiones en el nivel presu-
puestario. El propio SNIP así lo
ha hecho, al establecerse una
intensa relación con la elabora-
ción del Presupuesto. Este nexo
institucional es un logro, si bien
parcial (por los limitados alcan-
ces del propio SNIP), que sienta
las bases para dar carácter más
operativo a un eventual proceso
de planificación con mayores
ambiciones.

Pero está claro que el SNIP en
su estado actual se encuentra
lejos de poder dar sustento a un
proceso integral de planificación,
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por diversas carencias, algunas
de las cuales se indican a conti-
nuación:
- El conocimiento acumulado en

el SNIP se refiere básicamente
a las actividades de inversión de
las propias reparticiones públi-
cas, y no a los sectores donde
ellas desarrollan sus activida-
des44. 

- El cumplimiento de la normativa
establecida en la ley de Inver-
siones Públicas es aún incom-
pleto, en el caso del control de
calidad de la preinversión y en
lo referido a transferencias de
capital.

- El SNIP, además, no cuenta con
conocimientos ni experiencia en
lo que atañe a la macroecono-
mía de un plan de desarrollo, un
abordaje indispensable para
asegurar coherencia. 

- Los recursos técnicos y huma-
nos en cantidad y calidad exis-
tentes no son suficientes. 

- Su dependencia institucional se
ha revelado muy inadecuada
(tanto durante la Convertibilidad
como después). 

En definitiva, el SNIP puede sen-
tar las bases para un sistema de
planificación, pero no puede hoy
asegurar su existencia y sosteni-
bilidad; se requiere imprimirle un

conjunto de elementos que trans-
formarán considerablemente su
naturaleza y alcance. 

Esto invita a diseñar una estrate-
gia de mediano plazo, que permi-
ta reconvertir al SNIP en un
Sistema Nacional de Planifica-
ción, que involucre a todos los
organismos del Sector Público
Nacional, en un esquema en red
análogo al actual. Parece claro
por otra parte que la Autoridad
Responsable de este nuevo
Sistema deberá tener una ubica-
ción institucional diferente a la
actual; parece adecuado localizar-
la en el ámbito de la Presidencia,
tal como ocurría con la antigua
Secretaría de Planificación, en
1983.

En definitiva, el abandono de
que ha sido objeto la planificación
en la Argentina desde hace ya
más de tres décadas debe ser
superado, si se trata de construir
un patrón de crecimiento sosteni-
ble y socialmente inclusivo, algo
que es sabido que el mercado no
es capaz de constituir por sí
mismo. Este desafío no es sólo
político, sino técnico: ya no hay
una agenda industrializadora pre-
fijada a cumplir; y además, la pla-
nificación no puede responder a
cánones tecnocráticos rígidos
(como los que imperaron sobre

44 En términos de un ejemplo, el conocimiento acerca del transporte vial en el SNIP se
limita al de los proyectos de inversión vial; solo colateralmente, y en forma muy par-
cial, logra un entendimiento de la problemática del sector (por ejemplo, acerca de la
cuestión de la distribución intermodal de tráficos, un tema clave). Este desconoci-
miento se acentúa en aquellas áreas de la Administración donde la inversión tiene un
papel marginal, pero que involucran una masa considerable de recursos; el ejemplo
paradigmático de este caso es el del Sistema Previsional.
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todo bajo el régimen militar de
1966-1973), sino que debe fun-

darse sobre un esfuerzo participa-
tivo y convocante.
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Introducción

El Estado de Bienestar -conjunto
de instituciones públicas que ofre-
cen servicios para la reproducción
de la población en general y de
los asalariados en particular, sus-
trayéndolos total o parcialmente
de la esfera mercantil- es un
modelo de gobernabilidad que
instauró la protección estatal
como resguardo de la cohesión
social en simultaneidad con la
promoción la acumulación de los
capitales privados que se desarro-
lló entre fines del siglo XIX y
mediados del siguiente con varia-
das características según los paí-
ses (Esping-Andersen; 1993). Su
conceptualización debe en conse-
cuencia considerar, más allá de
cualquier definición formal, el
marco histórico que lo ubica den-
tro de una formación social espe-
cífica por haber alcanzado incluso
a países capitalistas de menor
desarrollo relativo, tal como lo
mostraron las discusiones sobre
el achicamiento del gasto público
y la privatización de los servicios
estatales hacia finales del siglo
pasado en la Argentina. Si la
noción pudo ser retomada en la
periferia del mundo capitalista,
debe no obstante subrayarse su
naturaleza diferente a la de los
países centrales donde surge el
modelo original, lo que se traduce
en un alcance generalmente más
limitado en la cobertura de los ser-
vicios garantizados. Las reformas
neoliberales de las que fue objeto
el peculiar Estado de Bienestar

argentino -en gran parte reverti-
das por las gestiones de los
Kirchner al comenzar el siglo XXI-
nos ocuparán en las páginas
siguientes en la medida en que
encontraron diversos grados de
resistencia, motivo por el cual
tuvieron un impacto relativamente
moderado en los sectores donde
sus instituciones eran histórica-
mente más sólidas, como la
Educación y en menor medida la
Salud. Pero en las áreas más
débiles, como la Previsión Social
y sobre todo la Vivienda, esas
reformas introdujeron un giro
comunitario que la posterior refor-
mulación tendiente a otorgarle un
mayor protagonismo al Estado
sigue sin embargo fortaleciendo. 

Trataremos de mostrar entonces
que los ataques neoliberales al
trunco Estado de Bienestar argen-
tino no fueron por lo tanto sin con-
secuencias perdurables. Si bien
no concretaron la pretensión de
máxima de que la reproducción de
las masas se realizara totalmente
en el mercado, introdujeron con
todo un giro crucial hacia lo que
llamaremos la Comunidad
Asistencial. Nuestra argumenta-
ción es que este modelo, alterna-
tivo al Estado de Bienestar, se vin-
cula estrechamente con la inter-
vención en el territorio y el desa-
rrollo urbano desde donde se des-
pliegan diversas estrategias de
asistencia a la reproducción de las
masas no integradas al mercado
de trabajo. La Comunidad
Asistencial urbana encontrará la
adhesión de muy diversos secto-
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res, desplegando su devenir en un
abanico de posibilidades sobre las
cuales nos detendremos un
momento. Pero antes de ello nos
interesará precisar la naturaleza
sui generis del Estado de
Bienestar argentino para identifi-
car las condiciones que en algu-
nas áreas redujeron el impacto de
las reformas neoliberales mien-
tras que, en otras, lo facilitaron
posibilitando la emergencia de la
Comunidad Asistencial. Sólo des-
pués podremos acercarnos al
nudo de la cuestión referido a la
peculiar manera que ésta tiene de
integrar el tejido social incidiendo
en la construcción del espacio
urbano y abriendo desde allí un
nuevas perspectivas políticas. 

1. El inconcluso Estado de
Bienestar argentino

Al constituir un país periférico las
políticas sociales aparecen en la
Argentina más tardíamente y con
menor amplitud que en los países
centrales1. En éstos los “salarios
indirectos” -ingresos por cláusulas
colectivas de los convenios y
leyes de contrato de trabajo o,
más generalmente, conjunto de
bienes públicos garantizados a

todos los ciudadanos- fueron el
fundamento del Estado de
Bienestar. Los aportes patronales
y el necesario incremento de los
sueldos para que se contempla-
ran los propios aportes de los asa-
lariados junto, a veces, a otras
políticas fiscales tuvieron una inci-
dencia significativa en su cons-
trucción en aquellos países.
Comparativamente, debido en
gran parte a la informalidad y al
fraude pero más generalmente a
una menor expansión del consu-
mo como palanca de la acumula-
ción de capitales, la reproducción
de los trabajadores en la
Argentina se apoyó más en el
salario directo, en los recursos
domésticos e incluso, y última-
mente de manera creciente, en
los comunitarios2. Que esta última
característica no fue exclusiva de
las poblaciones rurales, lo mues-
tra la extendida autourbanización
de sus ciudades. Estas diferen-
cias con los países centrales se
deben a que las políticas adopta-
das en la Argentina tuvieron su
origen en causas generalmente
no tan vinculadas con la demanda
interna ni con las necesidades del
capital de asegurar una reproduc-
ción de la fuerza de trabajo acor-
de con su dinamismo tecnológico.

1 Esto más allá del hecho de que la Argentina pueda eventualmente clasificarse entre los países
latinoamericanos que más tempranamente se dieron formas de protección social y alcanzaron las
más altas coberturas (Mesa-Lago y Bertranou; 1998).

2 La comparación de los salarios indirectos entre distintos países comporta dificultades que la res-
tringen fuertemente. No obstante se puede afirmar que, aunque más no fuese por la extensión
que siempre tuvieron las relaciones laborales informales, los salarios indirectos no pudieron tener
en Argentina una incidencia comparable a la que tuvieron en los principales países capitalistas
y, en particular, entre los europeos que conocieron las formas más desarrolladas de Estado de
Bienestar.
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El desarrollo del mercado también
tuvo entre nosotros alguna
influencia como lo muestra la
expansión de los servicios públi-
cos durante el proceso, sobre
todo inicial, de sustitución de
importaciones (Torrado, 2004).
Las políticas sociales se dieron
más como respuestas a conmo-
ciones políticas, fluctuaciones
económicas, crisis presupuesta-
rias o presiones de ciertos grupos,
que por la necesidad de ampliar el
mercado interno. 

Probablemente no podía ser de
otra manera en una sociedad en
la cual, aún primando las relacio-
nes capitalistas de producción,
hubo un desarrollo tardío, escaso
y en buena medida exógeno de la
industria, mientras el comercio y
el agro de exportación mantuvie-
ron un lugar primordial.
Semejante estructura, donde ade-
más gravitaba el patrimonialismo
pequeñoburgués como realidad o
aspiración ampliamente comparti-
da, no necesitaba de un “régimen
de acumulación” que socializara
la reproducción de la fuerza de
trabajo mediante formas masivas
de consumo colectivo. Si bien las
estadísticas muestran que el asa-
lariamiento representó alrededor
del 70% de la PEA desde media-
dos del siglo pasado, esa cifra no
puede ocultar una estructura pro-
ductiva escasamente desarrolla-
da, por lo que resulta imposible
hablar en la Argentina de un
“Estado de Bienestar” desde los
marcos aplicables a los países
centrales. En todo caso, las cate-

gorías de análisis que se recupe-
ren de ese concepto deberán
pasar por una resignificación
acorde con sus características.

En un primer momento, las polí-
ticas sociales se determinaron por
la necesidad que tuvieron las eli-
tes del siglo XIX de afirmarse
enarbolando las banderas de la
modernidad. Se trataba para ellas
de construir instituciones de
gobierno acordes con la gestión
de un capitalismo todavía en cier-
nes. A partir de las primeras déca-
das del siglo siguiente, la misma
dinámica de las relaciones pro-
ductivas dio lugar a nuevas condi-
ciones y a la necesidad de gestio-
nar los efectos de la lucha de cla-
ses que aquel proceso necesaria-
mente conllevó, quedando así las
medidas sociales vinculadas con
la legitimación política (Isuani,
1985). Si algo parecido puede afir-
marse en un comienzo para los
países centrales, donde también
hubo que esperar hasta mediados
del siglo XX para encontrar ase-
guradas las instituciones propias
del Estado de Bienestar (aunque
países como Alemania, Inglaterra
o Suecia ya habían transitado
buena parte del camino), el desa-
rrollo de la gran industria y el lugar
ocupado en la división internacio-
nal del trabajo aportaron allí ras-
gos diferenciales que no son sólo
de matiz. Los Estados de
Bienestar de esos países -que
remontan sus antecedentes al
régimen bismarckiano, a la New
Deal y al finalizar la Segunda
Guerra a figuras como W.
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Beveridge o P. Laroque- tuvieron
sus raíces en las necesidades de
la reproducción del capitalismo
maduro que debía impulsar sus
propios mercados. En la
Argentina fue sólo con los prime-
ros gobiernos peronistas que “la
dirección del gasto se transformó
en una de las condiciones ineludi-
bles [del proceso de valorización
del capital], en una fase donde el
capital ya se encuentra intensa-
mente concentrado, para acen-
tuar la propia dinámica de la acu-
mulación” (Villaruel, J: 1994:392).
Pero fue el único período en el
cual tal vez podría hablarse de
una política keynesiana y de un
cabal Estado de Bienestar, aun-
que aún en construcción. Los
gobiernos desarrollistas posterio-
res, al estar mucho más vincula-
dos con la radicación de monopo-
lios transnacionales -atraídos por
las ganancias extraordinarias que
permitía la superexplotación del
trabajo y un nicho de mercado
protegido, antes que por el volu-
men del mismo- no expandieron el
empleo y el consumo de manera
similar. Se consolidó así un capi-
talismo cada vez más ajeno al
desarrollo interno, que no necesi-
tó promover “compromisos institu-
cionalizados” para expandir los
salarios indirectos a la manera de
los verdaderos “regímenes fordis-
tas”. De todos modos, todavía
hasta comienzos de los años ‘70,
atravesados por la conflicitividad
que produjo la proscripción del
justicialismo, siguieron rediseñán-
dose las instituciones de la seguri-

dad social y negociándose conve-
nios laborales aunque de efectos
generalmente acotados a los sec-
tores más concentrados y forma-
les del mercado. El “movimiento
obrero organizado” hegemoniza-
do por el sindicalismo peronista
supo en esas circunstancias
negociar cierta paz política a cam-
bio de sostener la protección
social que era, sin embargo, nece-
sariamente ajena a un “sector
informal” que comenzaba a
expandirse rápidamente. Fue
sobre todo por eso que nuestro
país mantuvo su peculiar Estado
de Bienestar, dando lugar a lo que
algunos autores denominan “for-
dismo periférico” (Lipietz, 1986). 

En cambio, en los países centra-
les resultó indispensable para los
nuevos sectores de la producción
que la expansión de servicios
como la salud, la educación y,
más notoriamente aún, la previ-
sión social y la vivienda apuntala-
ran el crecimiento del poder
adquisitivo de los trabajadores. En
Europa el extraordinario desarro-
llo de la construcción de viviendas
públicas a partir de los años 50
produjo un salto en el nivel de vida
de los trabajadores que modificó
radicalmente sus pautas de con-
sumo y expandió la producción.
Las políticas de redistribución del
ingreso que fueron acompañadas
por la construcción masiva de
viviendas indujeron un aumento
del presupuesto obrero en ese
rubro y en el del equipamiento
para el hogar, retroalimentando la
inversión y el empleo. “Si este cre-
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cimiento del alquiler, aspecto con-
tradictorio estructural del desarro-
llo de la construcción nue-va por
causa de la existencia de la pro-
piedad del suelo, no obstaculizó ni
detuvo la construcción por insol-
vencia de la demanda, fue porque
la reproducción de la relación
salarial implicaba un crecimiento
del poder adquisitivo condición de
una acumulación in-tensiva en la
escala mundial que ne-cesitaba
de la extensión de los mercados
internos en los países desarrolla-
dos” (Pialoux y Théret, 1979:52). 

Contrariamente, la persistencia
en la Argentina de rasgos del
modelo de finales del siglo XIX y
comienzos del XX en los sectores
de la educación y en menor medi-
da de la salud, así como el esca-
so desarrollo de la previsión social
y aún más de la vivienda, mues-
tran -al igual que las orientaciones
recientes hacia la asistencia
social como contención del
desempleo estructural- que los
factores inte-vinientes estuvieron
más vinculados con los imperati-
vos de gobernabilidad que con el
desarrollo de las fuerzas producti-
vas. Por eso tanto la matriz origi-
nal como las transformaciones
que conocieron las políticas socia-
les desde la última década del
siglo pasado no pueden interpre-
tarse con las categorías de los

países centrales. Proposición
nada original, pero que conviene
enfatizar porque cuando el pero-
nismo dejó, con la llegada de
Menem, de ser “el hecho maldito
del país burgués”, se dieron final-
mente las condiciones para adop-
tar el modelo asistencial que los
“organismos multilaterales” consi-
deran más adecuado a nuestra
condición periférica. 

Sin duda, también hubo pro-
puestas neoliberales en los paí-
ses centrales ya desde finales del
siglo pasado dado que las trans-
formaciones recientes en la divi-
sión internacional del trabajo tor-
nan secundarios algunos seg-
mentos de sus mercados internos.
Incluso hasta es posible encontrar
allí iniciativas de gestión social
comunitaria que retoman, aún
parcialmente, modalidades ensa-
yadas en el “Tercer Mundo” bus-
cando una solución al crecimiento
de la “underclass”3. Pero esos
mercados siguen siendo funda-
mentales dado que radican en
ellos funciones productivas neu-
rálgicas y existen además impera-
tivos de gobernabilidad que impi-
den demoler tan fácilmente el muy
estructurado Estado de Bienes-
tar. De modo que las propuestas
de nuevas políticas sociales pare-
cen desembocar en dos vías que
no son, ni la una estrictamente

3 Cabe señalar que el desarrollo comunitario, estrategia por excelencia del trabajo social en las
colonias europeas, empezó a ser aplicado en los países centrales por lo menos desde la déca-
da de los 90, aunque a una escala por supuesto incomparable con respecto a lo que se viene
dando en el Tercer Mundo desde hace medio siglo. Al respecto se pueden consultar los diver-
sos artículos que aparecen en la revista británica Community Development Journal, Oxford
University Press, así como otras publicaciones (Nogueiras Mascareña, 1996; Martí, Pascual y
Rebollo, 2005).
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comparable a nuestro comunita-
rismo periférico, ni la otra real-
mente viable en nuestras econo-
mías más pobres. Una reside en
el reemplazo del welfare por un
workfare apoyado en un “volunta-
riado” inserto en asociaciones
civiles sostenidas con fondos
públicos y de fundaciones priva-
das. Con ello se buscaría imple-
mentar una asistencia comunitaria
que reduciría la presión sobre las
actuales estructuras de los servi-
cios sociales públicos (Rifkin,
1996). Pero esta alternativa se
orienta hacia lo que los europeos
llaman la “reintegración social”
(réinsertion sociale; social integra-
tion) de sus excluidos y no hacia
la autogestión de la pobreza como
en nuestro caso. La otra vía, más
radical, consistiría en instaurar un
ingreso universal básico que le
permita a la burguesía desenten-
derse absolutamente de la finan-
ciación de esos servicios.
Ninguna de esas alternativas es
demasiado factible en los países
periféricos, donde el comunitaris-
mo se plantea como la opción
principal más que como un com-
plemento de la disminución del
gasto social y de una mayor liber-
tad administrativa y el ingreso uni-
versal básico no cuenta con las
condiciones de necesarias desde
las perspectivas de los detentores
del capital.

Es luego bastante obvio que en
general la crisis del Estado de Bie-
nestar se plantea en términos
diferentes en uno y otro lado. Con
todo, la presencia bien instalada

en la Argentina de algunos servi-
cios universales también introdujo
dificultades en la aplicación gene-
ralizada del modelo comunitario y,
después de los fracasos neolibe-
rales, el siglo XXI abrió nuevos
interrogantes sobre el rol del
Estado y su eventual relación con
ese comunitarismo social. Pero,
antes de detenernos en ello -y de
hacer hincapié en sus aspectos
territoriales, uno de los rasgos
más originales de nuestro comuni-
tarismo- corresponde recordar a
grandes trazos la gestación del
Estado de Bienestar argentino
para entender su evolución
reciente y la proyección que
actualmente toma el nuevo para-
digma.

2. Las transformaciones
desde finales del siglo XX

Las instituciones sociales argen-
tinas evolucionaron desde la fun-
dación del Estado Nacional a fina-
les del siglo XIX, hasta el discuti-
do reconocimiento al terminar el
siglo XX de la imposibilidad de
asegurar todos los derechos que
la Constitución otorga a los ciuda-
danos. Parábola que va desde el
principio de servicio público uni-
versal -ciertamente más pregona-
do que realizado- al de asistencia
focalizada, que sinceró la transfor-
mación mercantil de los derechos
y la consecuente diferenciación
entre “usuarios” y “beneficiarios”.
En esas nuevas condiciones, y
dada la existencia de una masa
subintegrada al mercado, las polí-
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ticas sociales fueron encaradas
desde la óptica de la focalización,
tal como era prescripto por los
organismos internacionales. Un
mandato tan-to más viable siendo
que el sector privado siempre
había tenido alguna presencia en
los servicios públicos mientras
que además, y sobre todo, existí-
an arraigadas formas de autoasis-
tencia por la ausencia de un
Estado de Bienestar desarrollado.
Si bien el Estado es oferente prin-
cipal en educación, en buena
medida en salud y en gran parte
en la previsión social por vía de la
jubilación pública, en el resto de
los sectores como la vivienda o el
seguro de desempleo (de muy
reciente aparición y aún más
escasa incidencia), siempre parti-
cipó de forma circunstancial,
cuando no estuvo directamente
ausente. Esas vacantes las ocu-
paron por lo general las “estrate-
gias de subsistencia” basadas
sobre las relaciones familiares y
ocasionalmente comunitarias. 

De ese modo era factible intentar
adoptar las directivas que apunta-
ban a la renuncia al principalismo
del Estado en todos los dominios,
hasta que en los años ‘90, con el

peronismo debidamente asimila-
do, la subsidiariedad alcanzó su
expresión más extrema4. Aparecía
así, tal como también ocurría en
otros países de la región, el famo-
so trípode de las nuevas políticas
sociales de la era neoliberal: foca-
lización, privatización o desestati-
zación, y descentralización
(Isuani,1992; Draibe,1994; Repe-
tto,1998; Repetto y Andrenacci,
2005). Una serie de reformas
transferirían gran parte de las
competencias y responsabilida-
des de la jurisdicción nacional
hacia niveles territoriales más
bajos, intentando disolver la ma-
triz histórica que vinculaba las
políticas sociales con la construc-
ción del Estado nacional. La cues-
tión de la descentralización apare-
ció entonces no tan relacionada
con una gestión más democrática
del Estado -tal como se la plante-
aba formalmente por ese enton-
ces en Europa-, sino con una
estrategia de desvinculación de la
Nación del gasto social y, al
menos tendencialmente, de des-
compromiso respecto de las con-
diciones de vida de la población.
La focalización, con programas y
fondos destinados a la población

4 Robert Castel ya constataba esto a mediados de los 90 al afirmar que “Una de las paradojas del
progreso es que las sociedades más ‘desarrolladas’ son también las más frágiles. Ciertos países
(por ejemplo la Argentina neoperonista) han sufrido el efecto de desregulaciones salvajes al pre-
cio de inmensos sufrimientos pero sin desmoronarse. Sin duda, bastaría mucho menos para que
se desgarrara un país como Francia, pues no podría replegarse a la línea de defensa de la forma
más antigua de protección” (Castel, 1997:443). Pocos años después la Argentina pasó por la
insurrección de diciembre de 2001. Si bien es discutible que el desencadenante de esa crisis haya
sido la reestructuración y privatización de los servicios públicos y, en particular, de la protección
social, estos fueron elementos que tuvieron una innegable incidencia en el descontento popular
y, de hecho, los gobiernos posteriores se vieron obligados a revisar gran parte de lo realizado
hasta entonces.
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subintegrada al mercado, fue a su
vez la opción ante la escasez de
recursos producto del endeuda-
miento y de la mediocridad de la
recaudación (resultado en gran
parte de la expansión del empleo
no registrado), de la evasión tribu-
taria y de una estructura impositi-
va de sesgo regresivo. Pero se
enunciaba que esos programas
serían transitorios: la desregula-
ción debía generar más tarde los
empleos para satisfacer las nece-
sidades desde el mercado. La pri-
vatización de actividades produc-
tivas y servicios estatales, entre
los cuales se incluyen los socia-
les, que destinaba los fondos
obtenidos al pago de la deuda
externa, implicaría por su parte
una mejor asignación de recursos,
dada la ineficiencia atribuida a la
gestión pública. La focalización y
la privatización deberían verse
facilitadas por las adhesiones
políticas que, se esperaba, nece-
sariamente suscitarían. En un
sentido similar, la descentraliza-
ción agregaría un mejor control de
los servicios, dada la mayor proxi-
midad entre los beneficiarios y los
administradores que deberían
rendir cuentas (accountability).
Esa proximidad serviría además
para cernir la focalización y evita-
ría de paso que los conflictos des-
bordasen hacia niveles superiores
afectando el clima de seguridad
necesario para las inversiones pri-
vadas. Se justificaron así los cré-
ditos del Banco Mundial para
reformar el Estado, generar ingre-
sos de subsistencia y, de paso,

construir el hábitat para las pobla-
ciones marginales objeto de estra-
tegias de desarrollo comunitario.

Sin embargo hubo al cabo efec-
tos no deseados y se debió refor-
mular la orientación que, acorde
con el “Consenso de
Washington”, ya se venía adop-
tando desde los años 80. La edi-
ción revisada y ampliada al finali-
zar el milenio -“el Consenso de
Washington con rostro humano”-
señalaba ahora que las políticas
económicas en el Tercer Mundo
no podían prescindir de una insti-
tucionalización de la protección
social que apuntara a “luchar con-
tra la pobreza” en forma perma-
nente (Guillén Romo, 2008:52).
Como la inversión privada no
había resuelto las necesidades
sociales, se concedió la posibili-
dad de eventualmente aplicar un
universalismo básico: “…conjunto
limitado de prestaciones llamadas
esenciales que responderá a las
particularidades y niveles de
desarrollo propios de cada país”
(Molina, 2006:vii) . Pero, al mismo
tiempo que se reconocía la impo-
sibilidad de prescindir completa-
mente del Estado en la materia,
se siguió enfatizando en la centra-
lidad del recurso al “capital social”
comunitario como forma de movi-
lizar la participación democrática
de los excluidos y, sobre todo, de
reducir los gastos. En rigor el
Banco Mundial venía promovien-
do el desarrollo comunitario en el
Tercer Mundo desde varias déca-
das atrás -por lo menos desde
1968 cuando Robert McNamara
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se hizo cargo de su presidencia-
pero recién al terminar el siglo
logrará diseñar cabalmente,
mediante programas de transfe-
rencias condicionadas de ingre-
sos, la plataforma susceptible de
aplicar esa estrategia desde las
administraciones nacionales arti-
culadas con la gestión local. El
Estado debería finalmente involu-
crarse más de lo que el proyecto
neoliberal encontraba original-
mente deseable, ya sea por vía
del universalismo básico o de su
función promotora de las poten-
cialidades del capital social comu-
nitario, pero no tanto como para
renunciar completamente a la pre-
misa de la subsidiariedad.

En la Argentina el modelo neoli-
beral colapsó al comenzar el siglo
y el posterior desprestigio que le
produjo la crisis financiera mun-
dial de 2008 apuntaló su caída.
Pero, aún si procediendo a impor-
tantes reconsideraciones, la ges-
tión posneoliberal salvaguardó la
centralidad del principio de la par-
ticipación del ciudadano en la
satisfacción de las necesidades
colectivas, manteniendo las políti-
cas de asistencia a la producción
para autoconsumo. Con las refor-
mas neoliberales se había modifi-
cado la concepción de la gestión
de los servicios sociales marcán-
dose así el terreno para las nue-
vas alternativas. La focalización,
la descentralización y la desestati-
zación instalaron un estilo que en
el fondo se mantuvo en el tiempo
y cuyas consecuencias aún resul-

tan ambiguas, ya que si por un
lado ponen en cuestión muchos
principios igualitarios, también
dejan lugar para un discurso
democratizador a través del cual
se instala el dilema entre el recla-
mo y el participacionismo. Una de
las consecuencias más duraderas
de este proceso tiene que ver con
la modificación del terreno donde
participan -y eventualmente se
enfrentan- los jugadores, porque
no sólo se reformularon los linea-
mientos generales de las distintas
áreas sociales sino que también
se replantearon, junto con la des-
localización de las competencias
hacia la comunidad, los espacios
territoriales en donde se gestio-
nan las políticas. Se fortalecieron
de ese modo nuevos actores que
enfatizan los territorios provincia-
les y, sobre todo, municipales
dejando abierta una serie de
cuestiones no sólo referidas a sus
efectos geográficos sino también
a la incidencia de este “reescala-
miento” en las formas de resolver
el mencionado dilema entre el
reclamo y la participación. 

Tenemos por lo tanto dos series
de cuestiones vinculadas pero
que analizaremos separadamen-
te: por un lado, las flexibilidades y
rigideces que presentaron las ins-
tituciones del sistema de gestión
social durante la fase de transi-
ción hacia la nueva orientación y,
por otro lado, los efectos que ésta
tiene en la organización y hasta
en la construcción física del terri-
torio, soporte de una nueva socia-
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bilidad política potencialmente
enfrentada a aquellas mismas ins-
tituciones.

3. Los impactos 
diferenciales de las 
reformas neoliberales

Las reformas introducidas tuvie-
ron impactos diferentes en los dis-
tintos sectores del Gasto Social
(Educación, Salud, Previsión
Social y Vivienda), lo que se expli-
ca por las historias particulares de
cada uno de ellos. Fue en Salud y
sobre todo en Educación 
-sector éste originalmente más
vinculado a la construcción del
Estado Nación que al Estado de
Bienestar- donde el Estado tuvo
participación más temprana, lle-
gando a ser el principal prestador
de esos servicios concebidos
como de alcance universal. Más
allá de la importancia que alcan-
zaron los Patronatos de
Beneficencia en la gestión de hos-
picios y nosocomios públicos y las
mutuales de inmigrantes o las tra-
dicionales instituciones religiosas
en el socorro social, el Estado fue
progresivamente avanzando, ya
desde finales del siglo XIX, en la
creación y administración de los
hospitales y más aún en los esta-
blecimientos educativos. Diferente
fue la situación en Previsión
Social y Vivienda. Si bien hubo
algunos episodios anecdóticos de
construcción de viviendas a princi-
pios del siglo XX, el Estado sólo

se limitó durante mucho tiempo a
regular el mercado de alquileres
(Lecuona, 1992) y recién a media-
dos de ese siglo inició una promo-
ción del crédito hipotecario y, en
mucha menor medida, la produc-
ción directa de viviendas cedidas
en propiedad individual (Gaggero
y Garro, 1996). La misma inexis-
tencia de un sector locativo social
señala que la oferta pública no
tenía las pretensiones de univer-
salidad que tuvo en educación y
salud. Esto, como veremos, se
repite aunque de otra forma, en la
evolución reciente. 

También fue menor el desarrollo
en la Previsión Social, término tra-
dicionalmente utilizado en la
Argentina para referirse al sistema
jubilatorio ya que, en rigor, fue su
componente casi exclusivo. Pero
deberían incluirse allí también
otros derechos ligados con los
aportes del trabajador y a ciertos
impuestos patronales: retiro por
invalidez, indemnizaciones por
accidentes, asignaciones familia-
res y seguro de desempleo. Existe
además una prestación médica
supeditada a estos aportes, la de
las Obras Sociales, pero que, por
una cuestión institucional propia
del país, no forma parte del sector
propio de la seguridad social sino
que ha quedado incluida en el
sector de Salud. La centralidad
del sistema jubilatorio se debe a
que fue el primer componente en
aparecer y es la retribución más
importante entre las del sector.
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Las asignaciones familiares ocu-
paron un lugar marginal5, mientras
que las indemnizaciones por acci-
dentes de trabajo durante mucho
tiempo se resolvieron en términos
estrictamente judiciales y el segu-
ro de desocupación es reciente y
de escaso alcance. Vivienda y
Previsión Social son pues las
patas atrofiadas de aquel inaca-
bado Estado de Bienestar, aun
cuando el sistema jubilatorio 
-más allá de sus penosas vicisitu-
des- logró constituirse en un régi-
men público obligatorio desde
mediados del siglo XX y compartió
rasgos de universalidad con la
salud y la educación. Pero así
como es posible distinguir diferen-
tes grados de desarrollo en las
distintas entidades de la
Previsión, tampoco el principalis-
mo estatal y la universalidad son
similares en cuanto a su alcance
entre la Salud y la Educación. 

3.1 El viejo núcleo duro de
las políticas sociales:
Educación y Salud

En la instrucción elemental la
obligatoriedad se relaciona con la
famosa ley 1.420 del año 1884
que respondía a las aspiraciones
modernizadoras del nuevo Estado
Nación y que debía, además,

enfrentar el problema de una inmi-
gración masiva que era necesario
asimilar. El analfabetismo alcan-
zaba en esa época  el 75% y la
inmigración europea, mayormente
iletrada, no ayudaba a reducirlo
mientras en cambio contribuía a
inquietar ideológicamente a la oli-
garquía nacional. El Estado toleró
que los colegios religiosos siguie-
ran instruyendo a las elites, pero
procuró que la mayoría de los
establecimientos primarios y
medios y la totalidad de los de
nivel superior quedaran en sus
manos. En 1905 la “Ley Láinez”,
vigente hasta 1970, habilitó a la
Nación, que hasta ese momento
sólo tenía establecimientos pro-
pios en los territorios no provincia-
lizados, a ofrecer enseñanza en
los estados provinciales, produ-
ciendo una torcedura al federalis-
mo y simultáneamente la prepon-
derancia de las escuelas naciona-
les en las provincias más pobres.
Se abriría así una brecha legal
para las futuras descentralizacio-
nes. En realidad aquella ley puso
de manifiesto que la universali-
dad, pasadas varias décadas
desde la sanción de las leyes pro-
vinciales, era todavía una aspira-
ción para más de la mitad de la
población en edad escolar.

5 Las asignaciones familiares conocieron un largo proceso de deterioro con anterioridad a la déca-
da de los ‘90: de haber representado más del 15 % del gasto público social antes del golpe del
76, apenas llegó a superar el 5 % a fines de los ‘80 (Chebez, 1992). Las Cajas de subsidios que
administraban la recaudación del sector privado fueron subsumidas en los 90 al Sistema Único
de Seguridad Social, lo que permitió utilizar sus recursos para sostener otros gastos del área. En
1996 varias asignaciones se redujeron y otras se eliminaron y su incidencia en el salario pasó a
ser todavía más marginal. Durante la posconvertibilidad comenzó una recuperación de las asig-
naciones contributivas que sobrevivieron que, aunque casi cuatriplicándose desde 2004 en pesos
constantes, no alcanzan todavía niveles demasiados significativos.
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Setenta y cinco años más tarde, el
Censo de 1980 registraba que
todavía el 5 % de la población de
más de 14 años nunca había asis-
tido a la escuela. Así y todo la
educación elemental fue el servi-
cio público más universal de la
Argentina.

Luego de la crisis mundial de la
deuda de 1980, el Banco Mundial
recomendó focalizar esfuerzos en
los países pobres: recuperar los
costos “en educación superior y
reasignar el gasto (...) a favor de
los niveles que ofrezcan mayores
beneficios sociales”, o sea la ins-
trucción primaria (Banco Mundial,
1987:2). Se exhortaba también a
la “descentralización de la admi-
nistración [y al] fomento de la
expansión de las escuelas priva-
das y de las financiadas por las
comunidades” (Id.Ib). Se conside-
raba ventajoso llevar la descentra-
lización hasta la comunidad
misma y si fuese posible hasta el
establecimiento, lo que “permite la
movilización de más recursos
locales para la educación”. Estas
recomendaciones fueron confir-
madas (Banco Mundial, 1991 y
1992), retomadas por otros orga-
nismos internacionales (CEPAL-

UNESCO:1992) y desarrolladas
por el sector empresarial para ser
aplicadas en la Argentina
(Cámpora y otros, 1996; FIEL,
2000). Pero como se advertía, “las
medidas sugeridas no serán fáci-
les de aplicar, al menos en algu-
nos países” (Id.:5) y, en efecto, en
la Argentina no se pudieron llevar
esas indicaciones hasta el final.
De todas maneras, la difusión de
la enseñanza privada, creciente-
mente subsidiada por el Estado
desde fines de los años 506, así
como las tensiones producidas
por la vieja ley Láinez, abonaron
el terreno para que se comenzara
el recorrido.  

En 1992 todos los establecimien-
tos de nivel secundario y dos años
después los del terciario pasaron
a las provincias, completando lo
comenzado ya en 1978 con las
escuelas primarias. Como se ve la
transferencia tenía antecedentes,
incluso otros más lejanos, pero la
escala de las operaciones de
1992 fue mucho mayor ya que
además se extendieron los años
de obligatoriedad y se modificó la
estructura curricular7. Las dificul-
tades de las provincias para asu-
mir ese proceso dieron lugar a

6 Con la “Revolución Libertadora” de 1955 los establecimientos privados se fueron multiplicando.
En 1957 se crearon las cinco primeras universidades y un instituto universitario privados; hoy
existen 46 y 12 respectivamente. Desde entonces también se promovió la enseñanza privada en
los otros niveles. A fines de los ‘50 uno de cada diez  alumnos de nivel primario -entonces de 7
años de duración- asistía a un establecimiento privado, mientras que al terminar el siglo, el sec-
tor privado ya daba cuenta de casi la cuarta parte de la matrícula de instrucción obligatoria.

7 Hubo con anterioridad otras dos efímeras reformas curriculares. En 1916  se creó una Escuela
Intermedia (“reforma Saavedra Lamas”), intercalada entre una Primaria más breve y la
Secundaria que sería derogada apenas un año después. Reaparecería en 1970 (“reforma
Astigueta”), pero sólo empezó a aplicarse en la provincia de Buenos Aires y desapareció tres
años más tarde.
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una fragmentación que entornó
algunas (pocas) puertas a expe-
riencias de desregulación que la
crisis del 2001 se encargaría de
cerrar en la mayoría de los casos
(Grupo Sophia,1999; Váz-
quez,2003). A pesar del apoyo del
Banco, la reforma no se completó
como estaba previsto en el año
2000 y para entonces sólo
Buenos Aires y Córdoba lo habían
logrado, mientras Ciudad de
Buenos Aires y Río Negro mante-
nían la antigua estructura. La
mayoría de las provincias lo logra-
ría de tres a cinco años después,
terminando algunas con ambas
estructuras y con distintas organi-
zación y localización de ciclos,
introduciendo una gran heteroge-
neidad geográfica y situaciones
institucionales diversas incluso al
interior de las mismas provincias.
Finalmente en 2007, ya debilita-
dos los lazos con los organismos
internacionales, las provincias vol-
vieron a la antigua estructura aun-
que extendiendo la obligatoriedad
a 13 años. La descentralización
finalmente se realizó, al menos
hasta el nivel provincial, pero la
Nación tuvo que destinar recursos
por el 6 % de su presupuesto. 

En el caso de la Salud, la pre-
sencia estatal nunca alcanzó nive-
les comparables y la permeabili-
dad a las reformas fue algo
mayor. Junto al hospital público8,
existen un sector privado y otro

llamado de Obras Sociales –de
afiliación obligatoria desde 1970
para los asalariados- dependiente
de los sindicatos y, en el caso de
los empleados públicos no nacio-
nales, de los gobiernos provincia-
les. Durante las épocas de mayor
asalariamiento formal, este siste-
ma alcanzó con coberturas varia-
bles a más de dos tercios de la
población. Así, se combina la uni-
versalidad del hospital estatal con
la modalidad corporativa del segu-
ro social que funciona general-
mente subcontratando prestado-
res privados. Como la universali-
dad del sector estatal garantizaba
la gratuidad desde fines del siglo
XIX, recayó en él la atención de
los indigentes, aunque atiende
también emergencias, es escuela
de medicina y único oferente en
muchos lugares. El mismo se revi-
gorizó con los primeros gobiernos
peronistas y sólo por su posterior
debilitamiento presupuestario y el
desarrollo de las otras modalida-
des, junto al impacto de la deso-
cupación y la informalización labo-
ral, se convirtió cada vez más en
“asistencial”. Un sesgo promovido
por la focalización de los ‘90 y la
descentralización que fomentó al
mismo tiempo el autofinancia-
miento parcial del hospital público.

Las prescripciones, menos extre-
mas que en educación, igualmen-
te retomaban el financiamiento
privado y la focalización (Banco

8 Hasta la década de 1980 los hospitales públicos se repartían entre las administraciones nacional,
provinciales e incluso en ocasiones municipales. La posterior transferencia a las provincias hizo
desaparecer al hospital nacional quedando en la actualidad bajo su órbita sólo parcialmente un
establecimiento pediátrico de alta complejidad e, indirectamente, los hospitales universitarios.
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Mundial, 1993), inspirando una
serie de programas del Banco
para controlar, desregularizar y
descentralizar el sistema y para
privatizar servicios e introducir
prestaciones mínimas (el
Programa Médico Obligatorio) en
las Obras Sociales, (OPS/OMS,
1998). Las líneas adoptadas ante-
ceden en realidad a la última
década del siglo. El “polimorfismo”
del sistema produjo superposicio-
nes y sesgos que merecieron
intentos de reforma desde antes
de los ‘90 (Katz y col., 1993). Ya
en 1974 se propuso un sistema
único, resistido por sindicatos y
corporaciones médicas. Se insis-
tió diez años después, pero por
las mismas razones el ensayo ter-
minó en el actual Seguro Nacional
de Salud que sólo reserva al
Ministerio de Salud la autoridad
del sistema sin modificarlo sustan-
cialmente. Las reformas de los ‘90
tampoco introdujeron cambios
estructurales y aunque desde el
Banco se orientaron nuevos
modelos de gestión (Banco
Mundial, 1990), que también reto-
maban iniciativas de años anterio-
res, el sistema continuó fragmen-
tado, tanto más que se abrió la
posibilidad a las empresas priva-
das de salud (“prepagas”) de
acceder a los afiliados de mayo-
res recursos de las Obras
Sociales mediante la diferencia-
ción del aporte (Belmartino,
2004). Además el Banco financió
la transferencia de treinta estable-
cimientos nacionales a las provin-
cias; proceso que había comenza-

do años antes y que se completó
en 1992 dando lugar, en algunos
casos, a traspasos posteriores
hacia los municipios. Esto, a su
vez, estimuló el Programa de
Hospitales de Autogestión que
introdujo la arancelización. De
modo que a la mayor fragmenta-
ción de las obras sociales con la
diferenciación de la atención por
sobre el Programa Médico
Obligatorio, se agregó el hospital
público descentralizado con auto-
financiación para que sólo se
haga completamente cargo de la
población indigente. Así logró
sobrevivir de alguna manera el
principio de universalidad aunque
acotado a una expresión cada vez
más “básica”, en un sector donde
sin embargo, producto de su pro-
pia fragmentación corporativa,
nunca alcanzó un grado semejan-
te al que tuvo en la Educación.

3.2  Los sectores 
embrionarios: previsión
social y vivienda

La fragilidad era mucho mayor
en Previsión Social y aún más en
Vivienda y las reformas encontra-
rían allí un campo fértil. Además,
un curioso destino entrelaza a
estos sectores, tal vez porque
mientras la Educación y la Salud
pública están financiadas por ren-
tas generales, la Previsión Social
y la Vivienda lo hacían común-
mente con impuestos al salario.
Aquí fue donde se produjeron las
reformas más radicales y las evo-
luciones más paradójicas, debido
quizás a una menor consolidación
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histórica y a la necesidad de solu-
cionar situaciones que se hicieron
insostenibles. Pero los resultados
tampoco fueron siempre definiti-
vos ya que el sistema jubilatorio,
el instituto más consolidado de
estas áreas, logró finalmente
revertir la privatización de 1994.
Por entonces el sistema había
entrado en un colapso terminal
(Feldman, Isuani y Golbert, 1988;
Lo Vuolo y Barbeito, 1993). Un
déficit crónico -producto tanto de
la evasión y el fraude como del
desfinanciamiento a que fue
sometido por diversas gestiones-
que a partir de la crisis de 1989 se
cubrió con fuentes no propias,
generó tensiones que terminaron
estallando bajo el corset de la
deuda pública. Las condiciones
estaban dadas para la privatiza-
ción que buscó con ello generar
un mercado de capitales (Banco
Mundial, 1994)9. A pesar de todo,
trece provincias, 28 municipios y
algunas profesiones mantuvieron
sus Cajas y regímenes especiales
y la nueva ley contempló un
modelo mixto que dejaba la posi-
bilidad a los aportantes de perma-
necer en el sistema público aun-
que sin poder volver a él si se
optaba por una administradora pri-
vada. Entre la manipulación de la
información y de las afiliaciones,
la mayoría de los trabajadores se
volcaron al régimen privado. Las
erogaciones de quienes estaban
jubilados debieron entonces

afrontarse mayormente con recur-
sos del Tesoro, las privatizaciones
y la deuda, generando un déficit
fiscal aún mayor. Además, el
deterioro del empleo y de los
ingresos, junto con los altos cos-
tos de las administradoras, obligó
al Estado a  hacerse cargo de
quienes, habiendo optado por
ellas, no alcanzaban el ingreso
mínimo legal. La capitalización fue
derogada con la crisis mundial de
2008, cuando las cuentas de los
aportantes estaban amenazadas
de licuación y se transfirieron sus
fondos al sistema nacional. 

El rescate de la jubilación estatal
revalorizó la gestión pública y
mostró que no sólo las más anti-
guas instituciones resistieron
mejor el embate neoliberal, sino
que hasta se podían recuperar
aquellas que parecían definitiva-
mente perdidas (Beccaria y
Danani; 2009). Claro que no se
podía recuperar lo que nunca se
tuvo, como el seguro contra el
desempleo, la institución tal vez
más típica de los Estados de
Bienestar. La Argentina casi no
cuenta con este pilar ya que su
primera aplicación es de fines de
1982, en plena debacle de la últi-
ma dictadura y duró apenas seis
meses (Bour y Susmel, 1999).
Otro decreto lo devolvió en 1985
rigiendo hasta 1990 con pocos
beneficiarios. Sólo en la crisis de
1989 alcanzó cierta magnitud
(Chébez y Salvia, 2001). En 1991

9 En América latina acompañaron a la Argentina en la privatización del sistema otros once países,
la mayoría de ellos con modelos sustitutivos, algunos mixtos -como en nuestro caso- y otros
pocos paralelos. El Brasil también realizó reformas pero sin introducir la gestión privada.



se lo reemplazó por el régimen
actualmente vigente que se finan-
cia con el aporte patronal del sec-
tor privado del 1,5% de la masa
salarial que se sustrajo de las
asignaciones familiares. Pero las
condiciones de acceso son tan
restrictivas que su cobertura, de
montos y lapsos muy reducidos,
apenas alcanza al 5% de los
desocupados. Por eso se recurrió
a programas de asistencia a los
pobres en general. Si bien esto no
corresponde a la Previsión Social
se lo vincula por la incapacidad
del mercado laboral de desempe-
ñarse bajo relaciones formales
que den acceso al seguro de
desempleo. Hasta los años 80 las
políticas asistenciales se limita-
ban a sostener algunos asilos y a
otorgar pensiones no contributi-
vas desde los distintos niveles
territoriales del país. Pero a partir
de entonces aparecieron los pri-
meros programas alimentarios del
Ministerio de Desarrollo Social de
la Nación aplicados desde los
municipios. Se introducía así un
nuevo estilo que involucraría en la
gestión asistencial a los poderes
locales y más tarde, en otros pro-
gramas, al Ministerio de Trabajo,
progresivamente abocado a
“luchar contra la pobreza” entre
quienes no tenían empleo. Fueron
asomando de ese modo las pri-
meras transferencias monetarias
con contraprestaciones de los
beneficiarios en trabajo comunita-
rio. La descentralización munici-
pal, la delegación de funciones a
las ONGs y la focalización hacia

dicho sector de la población se
enhebraron a partir de entonces
con la construcción de obra públi-
ca local y de viviendas populares. 

Estos programas fueron suce-
diéndose en una serie cuya enu-
meración detallada sería tediosa
pero que va desde el primero de
los provinciales con mayor tras-
cendencia, el Fondo de
Reparación Histórica del
Conurbano Bonaerense a
comienzos de los ‘90, hasta los
últimos nacionales como el
Programa de Mejoramiento
Barrial (Promeba). Luego sobre-
vendrían otros, como  los Planes
Trabajar, el Programa Jefes y
Jefas de Hogar, el Manos a la
Obra o el Argentina Trabaja,
dando continuidad a la menciona-
da estrategia, aun excediendo
entre los dos últimos los objetivos
originalmente vinculados sólo al
desarrollo urbano y la vivienda y a
la respuesta inmediata al desem-
pleo. Con la crisis de 2001 y la
retirada neoliberal, sus perfiles se
fueron haciendo más amplios y
participativos: los Consejos
Consultivos Municipales del
Programa Jefes y Jefas reempla-
zaron a las Unidades Ejecutoras
del Banco Mundial de los
Programas Trabajar, y más tarde
se impulsarían cooperativas de
trabajo extendiendo su objetivo a
promover un “sector social” de la
economía. La recuperación del
empleo desde 2003 permitió que
el Programa Jefes y Jefas -salida
de emergencia a la crisis de 2001
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que sextuplicó a los beneficiarios
de los anteriores Programas
Trabajar- fuera reemplazado en
2005 por un Plan de Capacitación
y Empleo, mientras que a las
madres solas y sin educación se
las derivaba a un Plan Familias
que remontaba a un Programa de
Atención a Grupos Vulnerables de
mediados de los ‘90 inscripto en la
línea de los “programas de trans-
ferencia condicionada” del Banco
Mundial. La ampliación del perfil
asistencial se consolidó con la
posterior  asignación llamada
Universal por Hijo para todas las
familias que no recibieran salario
familiar (desocupados que no
gozaran de otros beneficios, tra-
bajadores informales y tempora-
rios registrados.). Los recursos
para ello provinieron justamente
del fondo de garantía de las jubi-
laciones constituido con los apor-
tes al antiguo sistema privado.
Con esta asignación, que al finali-
zar el año 2010 alcanzaba a cerca
de 3,5 millones de menores, y con
el incremento de la cobertura jubi-
latoria a casi el 90 % de los ancia-
nos mediante una moratoria a
quienes no habían completado
sus aportes -e incluso, gracias a la
jubilación a las amas de casa y
hasta a quienes no pudieron certi-
ficar ninguna actividad remunera-
da-, la fusión entre Previsión y
Asistencia quedaba sellada. 

El Programa Jefes y Jefas de
Hogar, independientemente del
escaso monto del subsidio o del
clientelismo al que eventualmente
dejó lugar, permitió experiencias

interesantes con las organizacio-
nes de desocupados que ya habí-
an surgido. Su estilo más partici-
pativo y su modalidad workfare,
se reproducirían en los programas
posteriores a 2005, enfatizando
desde entonces la promoción a
microemprendimientos y a coope-
rativas de trabajo y haciendo de la
vivienda popular y la infraestructu-
ra local sus ámbitos privilegiados.
Hasta los años 70 la vivienda
social apenas había sido objeto
de atención: créditos del Banco
Hipotecario Nacional entre 1946 y
1959, modestos planes de erradi-
cación de villas miseria en Buenos
Aires y algunas regulaciones a los
sistemas de ahorro y préstamo,
conformaban lo poco hecho al
respecto. También hubo algunos
programas de la Agencia de
Cooperación de EUA de auto-
construcción asistida, inspirados
en el desarrollo comunitario pro-
pulsado por la Alianza para el
Progreso (Yujnovsky, 1988). Pero
recién entre 1970 y 1972 se eje-
cutaría el Plan Viviendas
Económicas Argentinas, del
Banco Hipotecario, que inauguró
la etapa de las grandes operacio-
nes que se mantuvieron durante
más de dos décadas y que sirvie-
ron al desarrollo de la construc-
ción industrial. Las unidades adju-
dicadas, a precio vil por la licua-
ción inflacionaria y destinadas a
sectores medios asalariados, se
financiarían a partir de 1972 con la
institución que alcanzó mayor sig-
nificación: el Fondo Nacional para
la Vivienda (FONAVI). Éste, cons-
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tituido con un impuesto a los
empleadores del 2,5% sobre el
salario y el 1,5% del faenamiento
vacuno, nació apuntando en pri-
mer lugar a los habitantes de las
villas miseria que no calificaban
en el BHN pero tenían ingresos
regulares. El Fondo, que crecería
al recuperarse los montos inverti-
dos, debía ser el instrumento que
resolviera el déficit habitacional.
En 1976 la dictadura le dio impul-
so al aumentar el impuesto al 5%,
al agregarle el 20% del aporte
jubilatorio de los autónomos
(comenzando el entrelazamiento
entre las áreas previsional y de
vivienda) y al centralizar la opera-
toria en la Secretaría Nacional de
la Vivienda. A pesar de eso,
comenzaría su languidecimiento y
esa gestión, con menos de 100
mil viviendas, apenas alcanzó la
mitad de las unidades construidas
por el breve gobierno anterior. El
primer gobierno posdictadura
relanzó entonces el Banco
Hipotecario Na-cional, pero al no
captar depósitos ni recuperar sus
créditos, el Banco Central dejó de
financiarlo. En 1997 pasó a ser
una sociedad mixta donde el
Estado poseía casi la mitad de las
acciones y los socios privados,
con votos que valían el triple, con-
trolaron la institución dando lugar
a manejos sospechosos. Fue así
que en 2006 el Estado aumentó
su injerencia y crecieron los crédi-
tos financiados, nuevamente, por
el sistema previsional. Pero el
Banco ya no sería el instrumento
de acceso a la vivienda para los

sectores medios asalariados
como lo fue en la lejana posgue-
rra.

Por su parte el FONAVI no se
recuperó de su crisis, aunque
intentó mantener el ritmo de cons-
trucción entregando unidades con
terminación a cargo de los adjudi-
catarios. A partir de la
Convertibilidad, que hizo surgir un
mercado hipotecario privado que
absorbió su demanda más solven-
te y cumplidora, pasó por transfor-
maciones drásticas: vaciamiento
financiero, descentralización
administrativa, injerencia de nue-
vos actores (ONGs, cooperativas)
y, con todo ello, adquirió un giro
cada vez más focalizador. En
1990 el sector público dejó de
hacer sus aportes y al año
siguiente el sistema previsional
remedió su propia crisis tomándo-
le los aportes privados. Los recur-
sos de reemplazo vinieron del
impuesto a los combustibles que
en 1992 quedó limitado a un
monto mínimo -garantizado por
giros de aportes del Tesoro- y a
otro máximo 
-condicionado por las obligacio-
nes con el exterior-. El colapso
validó la descentralización a las
provincias quedando la Secretaria
Nacional de Vivienda como simple
fiscalizadora. La descentralización
bajaría en ocasiones hasta el nivel
municipal y en algunos casos el
recupero de los créditos fue mejo-
rando con mecanismos que antes
eran inaplicables por la Nación,
como la retención a las comunas
de la coparticipación  provincial.
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Finalmente, para darse un marco
legal acorde, en 1995 se creó un
Sistema Federal con los Institutos
Provinciales y el Consejo
Nacional de la Vivienda. Pero los
recursos siguieron disminuyendo:
primero se eliminó el mínimo pac-
tado y se autorizó a que el 50%
fuera utilizado para los gastos
corrientes de las provincias y más
tarde, con la crisis de 2001, esa
proporción fue del 100% (Cuenya,
1997; Fidel, 2004), con lo cual el
rol fiscalizador de la Secretaría de
Vivienda se volvió abstracto. Con
la reducción de la cantidad de
viviendas producidas a una dece-
na de miles por año, la construc-
ción pasó entonces a depender
directamente, desde mediados de
la primera década del siglo, de
fondos nacionales, al principio con
montos no reintegrables y luego
con un fideicomiso reembolsable
por las provincias con respaldo
del Fondo. A través de estos
Planes Federales se reactivaron
fuertemente las obras y se abrie-
ron programas focalizados a los
más bajos ingresos, construyén-
dose en promedio desde 2003
alrededor de 50 mil unidades
anuales; cifra importante, aún
insuficiente para reabsorber el
déficit. 

Los Planes Federales tomaron
un estilo más redistribucionista y,
hasta cierto punto, también más
centralizador ya que si bien los
programas se ejecutan localmen-
te, la Nación se encarga de apro-
bar los proyectos. Pero subsistió
lo más importante de la descen-

tralización de los ‘90, que va bien
más allá de la más amplia tipolo-
gía arquitectónica a lo largo del
país y que es la mayor fragmenta-
ción de la oferta acorde con las
capacidades de pago de la
demanda. La autoconstrucción
asistida de “soluciones habitacio-
nales” fue el mecanismo para ello.
Surgidas en 1992, se trata por lo
general de “viviendas básicas”
que se distinguen generalmente
de las clásicas viviendas “llave en
mano” por su edificación parcial
(por ejemplo, una sola habitación
con “núcleo húmedo”) y que se
presentan como una apuesta a
una progresiva autoconstrucción
futura (a lo que también se llama
“casa semilla”). Con este tipo de
operaciones destinadas a la
población de más escasos recur-
sos se movilizaría crecientemente
a la comunidad englobando al
mismo tiempo a los programas de
“ingreso social”, puesto que la
mano de obra empleada es a
menudo la de los mismos benefi-
ciarios. Las “soluciones habitacio-
nales” ya tenían su antecedente
en un convenio con el Banco
Mundial de 1988 que no llegó a
ejecutarse (Catenazzi y Kullock,
1995). Responden a la idea del
“self help housing” pregonada
desde los años ‘70 por el Banco
que otorgaba préstamos al Tercer
Mundo destinados a “sites and
services projects” (Foucher, 1980)
o, como se los llamaría luego en
Argentina a “proyectos de lotes y
servicios”, para desarrollar siste-
mas de autoconstrucción asistida.
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El FONAVI, que nunca les había
destinado más del 20 % de su
producción, después de la salida
de la Convertibilidad las incre-
mentó hasta alcanzar alrededor
de la mitad y, lo que más nos inte-
resa, mediante la autoconstruc-
ción remunerada y cooperativas
creadas ad hoc, instituyendo así
nuevas formas de gestión donde
la comunidad pasó a ser un copro-
tagonista imprescindible.

4. La emergencia de la 
ciudad de la Comunidad
Asistencial

En los sectores más consolida-
dos, la Educación y la Salud, la
descentralización, unida en el
segundo caso a una cuota de pri-
vatización que ya venía expan-
diéndose desde fines de los años
60, dejó una impronta en el territo-
rio. La fragmentación entre provin-
cias y hasta al interior de las mis-
mas que introdujo la implementa-
ción de la ley Federal de
Educación de los 90 (Beker,
1995), revertida con posterioridad
por las gestiones de los Kirchner,
también se reproduce aunque con
modalidades diferentes en la
Salud. Pero en ninguno de estos
casos la descentralización implicó
una fuerte transferencia de res-
ponsabilidades hacia la comuni-
dad. Sin duda, al instalarse la
asistencia social en los municipios
y al abrirse a la participación de
las ONGs, las áreas más propi-
cias en estos sectores, como la
educación no formal (Baraldo,

2009) y la atención sanitaria pri-
maria, encontraron un margen
para cierta descentralización de la
gestión apoyándose en soportes
tales como los centros de salud y
los comedores comunitarios. No
obstante, la mayor profesionaliza-
ción y la menor “focalizabilidad”
de la Educación y la Salud -dada
su mayor difusión como servicios
públicos- hicieron que los ensayos
de transferencia a la comunidad
no alcanzaran allí los niveles que
hoy tienen en la construcción del
hábitat popular y en las instancias
supletorias de la Previsión como
son los programas de ingreso
social. En estos últimos sectores
se recuperan y reorganizan las
formas espontáneas de autocons-
trucción de las áreas urbanas
marginales al tiempo que se distri-
buyen ingresos monetarios inten-
tando integrar al proletariado
desasalariado en alguna forma -
aún en esbozo- de  “economía
social”. Por cierto que la construc-
ción de viviendas e infraestructura
deja una huella inmediatamente
visible en el paisaje que ayuda a
hacer más perceptibles las nue-
vas modalidades de intervención
social, pero lo destacable es que
su giro comunitario permite una
gestión asistencial sui generis
que, y esto debe ser subrayado,
puede fácilmente articularse con
los otros sectores, tal como está
ocurriendo hoy en cuestiones que
en un Estado de Bienestar clásico
atañen a la previsión social. 

En definitiva, es la naturaleza
misma del proceso de desarrollo
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urbano que se verifica en países
como el nuestro lo que abre la
posibilidad de intervenir en la
reproducción cotidiana de la
población excedentaria en el mer-
cado de trabajo mediante un siste-
ma que se encuadra en la focali-
zación y  racionalización del gasto
social. Al haber sido desde siem-
pre la vivienda popular resultado
del esfuerzo individual -que tradi-
cionalmente se costeaba por vía
del salario y del trabajo directo-, el
rol activo de la población en la
construcción de la ciudad ya se
expresaba desde antes de la difu-
sión de estas políticas. Agotado el
periodo de sustitución de importa-
ciones, la novedad residirá en el
pasaje de la autoconstrucción y
autourbanización espontáneas de
los asalariados -que a su vez
estaban diferenciados entre la
villa miseria y el loteo suburbano
según el grado de inserción labo-
ral de sus habitantes-, a su encua-
dramiento público entre los deso-
cupados estructurales.
Justamente, porque nunca existió
en toda su expresión como
Estado de Bienestar, sólo ahora el

Estado empieza a involucrarse
más francamente en el problema
del hábitat popular destinando
fondos como jamás había ocurri-
do antes. Pero en rigor lo hace
más como promotor de la
Comunidad Asistencial de la
masa marginal que como garante
del “derecho a la ciudad” capitalis-
ta. Progra-mas como el Promeba
o Argentina Trabaja -para nom-
brar los más importantes entre los
vigentes- impulsan soluciones
habitacionales y autourbanización
asistida aportando, de paso,
mano de obra no establemente
asalariada para la construcción de
infraestructura urbana10. El nivel
de  desarrollo del capitalismo peri-
férico facilita, e incluso impone, un
workfare que tiene en la vivienda y
la obra pública local un soporte
fundamental y si bien la construc-
ción del hábitat urbano no es el
ámbito exclusivo de la Comunidad
Asistencial, es seguramente la
que mejor lo expresa por el hecho
de que fue allí donde la interven-
ción pública resultó históricamen-
te más débil11. 
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10 Muy probablemente una parte significativa de la coparticipación a los municipios, por vía de las
provincias, del 30 % de los derechos de exportación de la soja que el gobierno nacional decidió
en 2009 en plena disputa sobre la distribución de la renta sojera y que, según el decreto, debe
destinarse “a la mejora de infraestructura sanitaria, educativa, de vivienda o vial”, terminará finan-
ciando operaciones que van en este sentido.

11 La prestación de servicios de infraestructura urbana como agua potable, saneamiento, energía y
comunicaciones está vinculada con la construcción de viviendas. Ambos elementos conforman el
“hábitat” ya que los servicios de infraestructura son los que introducen las condiciones de urba-
nización y permiten la construcción de las viviendas “normales”. En la Argentina, esa infraestruc-
tura tuvo un desarrollo dispar según los servicios y las ciudades, pero en rasgos generales fue-
ron relativamente deficitarios. No obstante el Estado tuvo en ellos siempre un rol, en algunos
casos como simple regulador y en otros cediendo la explotación por concesión, pero cuando
mantuvo la propiedad prestó generalmente el servicio en forma directa. Esto último ocurrió sobre
todo en las grandes ciudades y a veces -tal el caso a menudo del agua potable- la prestación



De hecho, en ninguno de los
otros sectores concurren tan cla-
ramente los tres ejes de la nueva
concepción de las políticas socia-
les. Con el giro comunitario, los
municipios empezaron a jugar un
rol activo en los proyectos habita-
cionales y esa descentralización
permitió que dirigentes locales y
movimientos sociales, comprome-
tidos con sus particulares estrate-
gias políticas, desplegaran esfuer-
zos para captar recursos de los
planes estatales que, simultánea-
mente, los transforma en agentes
privados de esos mismos progra-
mas públicos. De ello se despren-
de naturalmente una pregunta:
¿Hasta dónde la comunidad pasa
de ser objeto a ser sujeto de las
políticas sociales –tal como se lo
suele presentar- o sirve a una
estrategia que supera el horizonte
de sus propios intereses?
Cuestión que debe formularse no
sólo en cuanto el mercado político
electoral sino también, y más fun-
damentalmente, en lo que toca a
la estabilización misma del siste-
ma de dominación. A su vez, la
nueva modalidad se focaliza en
paliar la desocupación y sobre
todo en sus manifestaciones más
estrucuturales, como lo hacían los
programas que en los 90 invertían
en desarrollo urbano con mano de

obra desempleada, tales el Fondo
de Reparación Histórica del
Conurbano Bonaerense y los
Planes Trabajar o, más tarde, los
proyectos del Plan Jefes y Jefas
que contemplaban la construcción
y refacción de viviendas e infraes-
tructura. En las soluciones habita-
cionales del FONAVI, de los
Fondos Provinciales para la
Vivienda que se fueron creando
en base a impuestos inmobiliarios
y de algunos programas con fon-
dos externos o de recursos gene-
rales, se encuentra una preocupa-
ción similar. Los Promeba (ex
Programa 17) financiados en un
60% por el Banco Interamericano
de Desarrollo desde la década de
los 90, con una operatoria que se
repite en varios países de
América Latina, y los programas
de Emergencia Habitacional,
Federal de Solidaridad
Habitacional, de Inversión Social y
Argentina Trabaja, creados duran-
te la posconvertbilidad, proceden
de igual manera. Y lo mismo ocu-
rre con los programas de “auto-
gestión habitacional” de la Ciudad
de Buenos Aires o los impulsados
por las Comi-siones Municipales o
Institutos de Vivienda (vg.
Rosario, Buenos Aires, Chaco,
Neuquén, etc.) 

La nueva orientación comunita-
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pública puede remontarse hasta fines del siglo XIX apoyada en las mismas consideraciones higie-
nistas que justificaron el desarrollo del hospital público. Durante la última década del siglo XX
esos servicios se privatizaron, aunque el Estado siguió subsidiando las tarifas. De cualquier forma
es significativo que, al modificarse los criterios neoliberales dominantes, el servicio tradicional-
mente más vinculado a la gestión pública -el del agua potable- haya regresado en muchas ciu-
dades a manos estatales, yendo así en el sentido ya observado de que a mayor presencia histó-
rica del Estado en un área determinada, menor es la probabilidad de verla abandonada a la ges-
tión privada.



ria satisface finalmente a un
amplio abanico de interesados:
los que no pueden sustraerse de
la intervención pública para resol-
ver su problema habitacional, los
que intermedian en esa relación,
los mentores de la descentraliza-
ción y la participación popular y
los que entienden que el Estado
sólo debe tener un rol subsidiario
y facilitador. En la intersección
entre la ciudad y el excedente
demográfico del capitalismo pros-
pera así un diversificado elenco
de agentes que van desde las
iglesias hasta los partidos políti-
cos, pasando por las asociaciones
profesionales, las universidades,
las ONG y hasta las empresas
con label de “responsabilidad
social”. Naturalmente, ante la
amplitud de perspectivas e intere-
ses que concurren a sostener esta
estrategia es esperable que sur-
jan contradicciones. Sin embargo,
la territorialización que implica
este abordaje de la problemática
social puede tener consecuencias
muy distintas a las que se mani-
fiestan en otros temas políticos.
Así, por ejemplo, en las cuestio-
nes ambientales, aun locales, los
conflictos tienen resonancias glo-
bales perceptibles en un espectro
social más amplio que las reivindi-
caciones de clase y, en cierta
forma, lo mismo sucede con las
cuestiones de género que alcan-
zan más inmediatamente una legi-
timación universal. Esto hace muy

probable que las luchas vincula-
das con la marginalidad queden
encerradas en los ámbitos locales
y en las discusiones de cada caso
particular, evitando hasta donde
sea posible que desborden en un
cuestionamiento global sobre el
rol del Estado en la redistribución
de la riqueza y la generalización
de los derechos. Quizá también
por eso, y  no sólo por la necesi-
dad de desbaratar los clientelis-
mos municipales, aparece a
veces entre los dirigentes de las
organizaciones de desocupados
la voluntad de negociar directa-
mente con el gobierno nacional
antes que con las  administracio-
nes locales. Bien podría estar
jugando allí la sospecha de que,
bajo el paraguas de la economía
social, las luchas terminen disol-
viéndose en un participacionismo
municipal abocado a atender la
supervivencia cotidiana que al fin
y al cabo no tenga nada que dis-
cutir en un plano estructural más
allá del reclamo por los recursos
para satisfacer las necesidades
más elementales. Una perspecti-
va tanto más inquietante que bien
podría concurrir a realizar a la
larga los objetivos neoliberales
que no alcanzaron a concretarse
en las áreas más resistentes del
viejo Estado de Bienestar. Son los
riesgos o las ventajas, según
desde donde se lo mire, de la
territorialización que supone la
Comunidad Asistencial12.
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12 Es interesante detenerse en las acciones de las organizaciones de desocupados que pueden
ser interpretadas como un intento de no caer en un encapsulamiento territorial comunitario que
las aparte de su condición originaria de clase. Así fue posible observar como, en algunos casos,
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La aparición de lo “territorial” en
el vocabulario político argentino
data de los años 80 y práctica-
mente coincide con la inaugura-
ción de este giro de las políticas
sociales. En el lenguaje militante
el “territorio” aparecía entonces
vinculado con las “luchas por la
tierra” mediante ocupaciones de
terrenos y organización de asen-
tamientos, reproduciendo un
mecanismo que en el resto de
América latina se venía produ-
ciendo desde, por lo menos, la
década anterior. Pero, al mismo
tiempo, implicaba la cuestión del
control del poder local en el con-
texto de un replanteo de las
luchas que imponía la transforma-
ción de la estructura social luego
de los años ‘7013. Un replanteo
que al cabo iría articulando lo
comunitario con lo tutelar pero a
veces también con la organiza-
ción popular susceptible de even-
tualmente servir a la acumulación
política a escalas más amplias.
Este movimiento se vinculaba ori-
ginalmente sobre todo con el
peronismo bonaerense que, luego
de la llegada de Antonio Cafiero a
la gobernación en 1988, se abocó
a ordenar los nuevos asentamien-
tos y a producir tierra para “urba-
nizaciones de interés social”. La

tierra, y en general el hábitat
popular urbano, permitió a esa
militancia, desligada del movi-
miento obrero a causa de la desin-
dustrialización, generar un espa-
cio de desarrollo mediante la
estrategia de “bajar al territorio”.
Las dirigencias locales establece-
rían entonces mecanismos de
acumulación política instalados en
el comunitarismo, una forma de
organización social finalmente
propuesta tanto por los organis-
mos internacionales de crédito
como por los encomiásticos de la
“participación en la construcción
autónoma de poder popular” que,
en el contexto de las transforma-
ciones de la estructura socioeco-
nómica argentina, empezó a
hacer camino. 

Conclusión

En la valorización política del
“territorio” -de escala eminente-
mente local- se cristaliza la transi-
ción desde el Estado de Bienestar
trunco que con sus limitaciones
supo construir la Argentina, al de
la Comunidad Asis-tencial en pro-
gresivo desarrollo. Un pasaje del
cual es difícil prever todas las con-
secuencias al anidar allí una
ambivalencia irreductible. Desde

presionaban a las empresas locales para la contratación de mano de obra, apoyaban activa-
mente a la recuperación de fábricas por sus obreros e incluso intervenían en la negociación local
de condiciones salariales (Dinerstein et al., 2008).

13 Es muy sugerente recordar al respecto los ensayos comunitaristas y “territoriales” de la dictadu-
ra militar de 1966 como alternativa al avance ideológico y político del movimiento obrero y la eva-
luación que  merecían de un sociólogo peronista: “La experiencia comunitarista de Onganía,
nueva forma de representación e integración, con características sectoriales y localistas, no va
adelante porque la politización de las masas y la integración monopólica cierran todas las puer-
tas  al juego político municipal” (Carri, 1973: 282).



una visión autonomista la comuni-
dad llevaría, mediante la participa-
ción directa del pueblo en la ges-
tión pública, a una sociedad más
abierta y justa, al enfrentarse a la
tecnoestructura al servicio de las
elites. Por lo tanto, desde una
interpretación extrema, este
comunitarismo podría comportar
riesgos de enajenación a la sobe-
ranía del Estado. Por esa razón el
liberalismo en principio se le
opone prefiriendo una relación
directa entre el Estado y el indivi-
duo, donde las instituciones del
primero garanticen que el segun-
do se conforme a las reglas del
sistema; no casualmente la pro-
puesta de una renta básica uni-
versal es en su origen de Milton
Friedman. Pero a su vez la buro-
cracia que necesariamente supo-
ne la administración del Estado
implica, a más de gastos siempre
indeseables para la burguesía, un
aparato de poder que también
puede ser conquistado por quie-
nes intenten cuestionar los intere-
ses hegemónicos. Finalmente un
comunitarismo debidamente
encuadrado -como un renovado
corporativismo- podría ser, por
paradójico que parezca, lo que
más se acerque a aquella relación
lo menos mediada posible entre
Estado e individuo. Una serie de
comunidades locales que autoad-
ministren sus necesidades explo-
tando su propio capital social
mientras son coordinadas por los
programas (“puntuales y concre-
tos”) de una burocracia estatal
mínima, sería tal vez la versión

más realista y menos arriesgada
de una política social liberal.
Opción que sin duda daría lugar a
una urbanización dualista pero
siempre mejor integrada que la
que produjo el claudicante Estado
de Bienestar argentino, permitien-
do formas de control estatal hasta
ahora ausentes en la ciudad mar-
ginal. Un aparato central que
apoye la organización comunitaria
para asegurar la reproducción de
las masas puede efectivamente
dar lugar a en un paisaje urbano
física y socialmente más integra-
do y, fundamentalmente, dejaría
abierta la posibilidad de introducir
a futuro iniciativas que logren por
fin desestatizar los servicios
sociales profesionales y burocrati-
zados que resistieron a la embes-
tida neoliberal de fines del siglo
XX. El desarrollo urbano se podría
transformar así en la piedra angu-
lar indispensable a la gobernabili-
dad de una sociedad de clases,
necesariamente desigual pero
legitimada por la participación del
esfuerzo individual en la satisfac-
ción de las necesidades colecti-
vas de cada grupo social.

Lo comunitario, como todo espa-
cio político, puede en consecuen-
cia ser tanto un vector de movili-
zación popular para recuperar
derechos, como una estrategia de
gobernancia burguesa; tanto el
escenario de una pugna entre
intereses estructuralmente opues-
tos, como el lugar de una “demo-
cracia colaborativa” que endose al
esfuerzo de los ciudadanos orga-
nizados desde el Estado la tarea
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de resolver las necesidades
sociales. Pero, sea como fuese,
difícilmente podría consistir para
nadie en la única apuesta en ese
juego ya que inevitablemente
tiene sus propios límites, algunos
bastante evidentes. Por un lado,
al haberse ampliado el espacio
económico en escalas absoluta-
mente alejadas de lo local, resulta
muy improbable que las comuni-
dades puedan ser del todo viables
con sus propios y exclusivos
recursos, y muchísimo menos aún
que puedan discutir la hegemonía
económica de la sociedad. Por
otro lado, si el Estado busca ase-
gurar una mínima cohesión social
deberá necesariamente intervenir
donde no alcance con la inevita-
blemente aleatoria sociabilidad
comunitaria y de allí el ahora pre-
gonado universalismo básico. Es
por lo tanto imposible que la
Comunidad Asistencial logre por
sí sola ser más eficaz de lo que
fue el Estado de Bienestar en la
provisión de bienes públicos y,

desde otro ángulo, parece más
discutible aún que pueda ser el
vehículo privilegiado de alguna
transformación estructural de la
sociedad. En cambio resulta bas-
tante más plausible que, tal como
se deduce de las políticas de
“buen gobierno” pregonadas por
los organismos financieros inter-
nacionales, pueda tratarse de la
carta de triunfo que las estrategias
de dominación del capital echaron
en el tapete urbano en su fase de
desarrollo actual. Una carta que,
tal como viene ocurriendo en otros
lugares de América latina, ahora
también está en juego en las ciu-
dades argentinas disputando una
cuestión que va más allá del desa-
rrollo del espacio urbano o de la
subsistencia de las masas desa-
salariadas, en la medida en que
atañe a la reproducción del siste-
ma en general y al rol del Estado
como instancia última de poder y,
eventualmente, de transformación
social.
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El Mercado de Bonpland reconoce como idea de origen el ciclo de moviliza-
ciones y organización popular con epicentro en la crisis de 2001. Heredero
directo de la Asamblea de Palermo Viejo, lo integran mayoritariamente orga-
nizaciones surgidas en el mismo período así como algunas más antiguas.
Comparten el espacio y el proyecto del mercado asambleas populares, coo-
perativas, ONGs, grupos de pequeños productores beneficiarios de progra-
mas sociales y fábricas recuperadas. Su trayectoria como conjunto de orga-
nizaciones recorre casi una década e incluye conflictos con autoridades
gubernamentales así como a su interior. Tres rasgos salientes de este colec-
tivo son: a) que congrega a las múltiples expresiones de la creciente econo-
mía social (seguridad alimentaria, producción agroecológica, autogestión,
consumo responsable y comercio justo, lucha contra el trabajo esclavo),  b) a
diferencia de muchas otras experiencias, perdura y prospera a pesar de la
indiferencia u hostilidad del gobierno local, y c) se encuentra localizado, para-
dójicamente, en una de las zonas de mayor transformación y valorización resi-
dencial, comercial y gastronómica de la ciudad de Buenos Aires. Este artícu-
lo analiza la trayectoria del mercado desde sus orígenes y, asimismo, descri-
be cada una de las organizaciones de la economía social que congrega.
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Introducción

Un barrio de la Ciudad de
Buenos Aires que ha experimen-
tado grandes cambios en años
recientes es Palermo. En efecto,
la zona históricamente denomina-
da Palermo Viejo ha sufrido gran-
des transformaciones. Los talleres
mecánicos, pequeñas industrias y
depósitos han dado lugar en
menos de dos décadas a tiendas
de diseño, restaurantes y bares
que atraen a un creciente número
de turistas. Sobre la calle
Bonpland, el amplio frente de
ladrillos y arquitectura industrial
de casi un siglo remite a la historia
del barrio. Un viejo centro de
abastecimiento o mercado munici-
pal atrae la atención tanto de sim-
patizantes de la economía social
como de personas preocupadas
por el cuidado ambiental y el con-
sumo responsable, turistas o resi-
dentes europeos que comparten
estas preocupaciones, militantes
de movimientos sociales, miem-
bros de ONGs, artistas populares
y algunos cientistas sociales. Es
este contexto de mutaciones y
mixtura de actores sociales, el
que guía los interrogantes del pre-
sente trabajo.

A mitad de cuadra, entre Gorriti y
Honduras, encontramos el Merca-
do Bonpland. Acercándonos al
edificio vemos, en una de las
paredes laterales que dan a una

calle interna adoquinada, pintado
un colorido cronograma de varia-
das actividades culturales y recre-
ativas así como grafitis que alu-
den a asambleas, luchas y reivin-
dicaciones propias de los años
posteriores a la crisis de 2001. Al
ingresar al predio, macetas con
plantas aromáticas alternan con
zapatillas de una fábrica recupe-
rada, una pizarra con escritos pre-
sentando al Mercado Público
Bonpland de la Economía Social,
y bocetos de una propuesta de
reforma edilicia hechos por una
cátedra de la facultad de arquitec-
tura. Al caminar por el interior pue-
den observarse canastos con ver-
duras frescas, pilas de paquetes
de yerba mate orgánica, quesos,
frascos de dulce, conservas y
otros alimentos con etiquetas de
cooperativas y movimientos cam-
pesinos de diferentes regiones del
país, tejidos artesanales, libros
sobre la economía social, semi-
llas, frutas secas, bizcochos,
galletitas y otros alimentos case-
ros, todo junto a pancartas de tela
o carteles de madera de organiza-
ciones sociales y grupos de pro-
ductores.  De unos parlantes sue-
nan bandas de rock nacional de
los ochenta o bien orquestas de
tango de los cincuenta. Un rato
más tarde, desde el fondo del pre-
dio se oyen los ecos del ensayo
de un grupo de percusión. 

Así, en pleno “Palermo Holly-
wood”1, enfrente de un hotel bouti-

1 Palermo es el barrio porteño de mayor extensión de la ciudad (casi 16 km2) y com-
prende sectores diferenciados. El llamado Palermo Chico, es una zona de palacios y
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que y rodeado de flamantes res-
taurantes y bares, lo que resulta
más llamativo, al ingresar por pri-
mera vez al mercado, es descubrir
a tantas y variadas organizacio-
nes de la economía social com-
partiendo un mismo espacio y pro-
yecto. Entre ellas, asambleas
populares, cooperativas, ONGs,
movimientos campesinos, grupos
de pequeños productores benefi-
ciarios de programas sociales,
fábricas recuperadas de distintas
regiones del país, sea a través de
carteles de organizaciones o bien
de sus productos en un viejo mer-
cado y en una de las zonas más
cotizadas de la ciudad. Otro dato
curioso que aporta a la particulari-
dad del lugar,  es observar la nave
central del predio en plena refac-
ción gracias a una obra financiada
por el gobierno de la Ciudad de
Buenos Aires,  cuya gestión de
carácter neoliberal se muestra, al
menos, indiferente en sus funda-
mentos ideológicos a los postula-
dos de la economía social.

Al haber estudiado con anteriori-

dad los trabajosos procesos de
constitución de redes interorgani-
zacionales, e interesados por el
desarrollo y evolución de las orga-
nizaciones sociales surgidas a
raíz de la creciente exclusión
social de los años ´90 y la crisis de
2001; este mercado de la econo-
mía social se presentaba como un
caso estratégico para abordar
ambas temáticas. Asimismo, el
carácter socialmente ajeno del
emplazamiento y la al menos indi-
ferencia u hostilidad del gobierno
local le añadían interés. Las reite-
radas visitas, charlas y entrevistas
con feriantes del mercado nos
hicieron reorientar los interrogan-
tes iniciales de la investigación al
ir develando un proceso largo,
enredado y conflictivo hacia el
exterior y al interior del colectivo
del mercado. 

Este artículo analiza la trayecto-
ria del Mercado de Bonpland
desde sus orígenes hasta finales
de 2009, considerando las parti-
cularidades de su conformación y
las características de las organi-

residencias, donde vive parte de la clase alta de Buenos Aires. Palermo Viejo, en cam-
bio, fue un barrio de inquilinatos, construidos a principios del siglo XX con la estructu-
ra de la llamada “casa chorizo” (habitaciones contiguas que daban a una galería abier-
ta) y casas bajas de una o dos plantas. En los años ´80 del siglo pasado cundió en
esa zona la fiebre restauradora: muchas casas fueron recuperadas arquitectónica-
mente y hoy son habitadas por profesionales y artistas. En Palermo Viejo se encuen-
tran cafés, casas de diseño, salas de teatro “alternativo” y un gran número de restau-
rantes que le han dado una vida bulliciosa. Un pequeño sector del barrio, el que rodea
la Plaza Guadalupe, fue epicentro desde 1960 en adelante de un gran número de resi-
dentes relacionados con el ejercicio de la psicología, lo que dio origen al mote de “Villa
Freud” para referirse a este lugar. En otro sector del barrio, urbanísticamente deprimi-
do, se instalaron productoras televisivas y un canal de TV, lo que dio lugar a la aper-
tura de nuevos restaurantes y cafés, siempre poblados. Esa zona recibió el nombre de
“Palermo Hollywood”, ya que es frecuentada por la gente del medio televisivo y cine-
matográfico.
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zaciones de la economía social
que congrega.

Abordaje metodológico

El enfoque utilizado para la ela-
boración del presente trabajo ha
sido de tipo inductivo, a través de
la utilización de herramientas de
investigación cualitativa tales
como la observación  de campo y
la entrevista en profundidad. En
este sentido, se realizaron visitas
semanales durante los días de
apertura del mercado (viernes y/o
sábados) así como entrevistas
con referentes de las organizacio-
nes participantes (e incluidas en
este artículo) así como también
informantes clave del Mercado.2

La economía social 
solidaria como 
movimiento social: 
organizadores, recursos y
movilización

El Mercado Bonpland es un
colectivo social integrado por
variadas organizaciones vincula-
das con la economía social solida-
ria (ESS) en la Argentina. Sin
embargo, una mirada más de
cerca revela que el involucramien-
to de muchas de éstas es acota-
do, intermitente y/o por delega-
ción en otras organizaciones o
individuos. Podría decirse que es
un número muy reducido de per-

sonas el que ha mantenido el mer-
cado en funcionamiento. El surgi-
miento, constitución  y persisten-
cia en el tiempo se debe a las
estrategias, habilidades y recur-
sos de diferente índole puestos en
juego por un puñado de organiza-
dores o emprendedores que más
allá de sus diferencias están
imbuidos de los valores, ideales y
perspectivas de la economía
social. 

Economía social es un término
amplio que alude a un conjunto de
ideas, valores y formas asociati-
vas que han venido desarrollán-
dose desde los albores de la revo-
lución industrial y el advenimiento
de la economía capitalista. En tér-
minos contemporáneos abarca
las experiencias y tradiciones de
la economía social europea y las
de la economía popular latinoa-
mericana. (Defourny, 1992; Co-
raggio, 2000; Razeto, 2004) Es
por eso que asume la denomina-
ción de Economía Social Solida-
ria, incorporando así dichas tradi-
ciones.  

Desde el punto de vista de las
formas de la microeconomía, las
organizaciones de la economía
social están formadas por trabaja-
dores que se asocian para: a) pro-
ducir juntos para el mercado, no
orientados exclusivamente por el
lucro, sino por la generación de
trabajo e ingresos monetarios y no
monetarios para sus integrantes,

2 Durante el trabajo de campo y desgrabaciòn del material hemos contado con la cola-
boración de Leticia Lopresti, estudiante de sociología de la Facultad de Ciencias
Sociales, USAL.
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b) comprar juntos para mejorar su
poder de negociación en el mer-
cado; c) socializar riesgos y d)
producir unidos condiciones o
medios de vida para su propia
reproducción o el uso colectivo de
su comunidad. (Razeto, 2004;
Coraggio, 2007) El movimiento
cooperativo así como las mutua-
les cuentan con una larga y rica
historia en la Argentina. Desde los
años ‘80 diferentes ONGs en
muchos casos con apoyo de la
cooperación internacional inician
experiencias económicas asociati-
vas tanto entre pobres urbanos
como población campesina. La
creciente exclusión social fruto de
años de políticas neoliberales rea-
vivó el interés entre militantes
sociales, investigadores y funcio-
narios públicos llevando a la
adopción de sus principios por
parte de movimientos sociales de
desocupados y asambleístas así
como a su inclusión en políticas
públicas.  En años recientes, ha
venido creciendo la preocupación
por el medio ambiente y por los
alimentos orgánicos. 

En este sentido, entre las organi-
zaciones del Mercado Bonpland
se distingue dicha preocupación
en torno del discurso y tipo de pro-

ducción orgánica. Así, se intenta
introducir nuevas  prácticas de
consumo ligadas con productos
cultivados sin pesticidas, nocivos
para la salud, -propios de la agri-
cultura industrial- y a procesos
ecológicos, relacionados con la
biodiversidad y ciclos adaptados a
las condiciones locales propias de
la agricultura familiar. A su vez, la
valoración de tales prácticas está
acompañada por la creciente pre-
ocupación de los consumidores
por acceder a productos saluda-
bles.3

La salud del medio ambiente, de
los productores y consumidores
es fundamental para este tipo de
producción, donde no se utilizan
insumos de síntesis químicas ni
semillas genéticamente modifica-
das. Así, este tipo de producción
es concebida como una alternati-
va sustentable para mejorar los
ingresos de los productores y de
la agricultura familiar, es por ello
que se considera como una res-
ponsabilidad ineludible difundir
sus beneficios y favorecer su
implementación.4

Así, el mercado Bonpland puede
ser identificado como parte de un
movimiento social de límites difu-
sos y partes heterogéneas. Sin

3 Ver MAPO | Movimiento Argentino para la Producción Orgánica: www.mapo.org,ar 
4 En Buenos Aires, existen en la actualidad, además del Mercado Bonpland, diferentes

redes, mercados y ferias que comercializan y distribuyen alimentos orgánicos y/o pro-
ductos de la economía social. Entre ellas: Iriarte Verde; Cooperativa de Trabajadores
Rurales; Redes/Distribuidoras: Puente del Sur, Red Tacurú; Ferias/Mercados: El
Galpón, Casa Campesina, Tendiendo Puentes, Red de Comercio Comunitario, Feria
del Encuentro (Fuente: Informe HBA: Agroquímicos, Alimentos y Salud, N° 116, marzo
2010)
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embargo, por otra parte, reviste la
particularidad de tratarse de un
colectivo de la economía social
del cual casi no participan trabaja-
dores o productores en forma
directa, salvo contadas excepcio-
nes. Los protagonistas, desde los
orígenes de su conformación,
han sido en su gran mayoría pro-
fesionales urbanos de clase
media. Las agendas, estrategias y
recursos puestos en juego por
cada uno de ellos delinean el pro-
ceso de organización del merca-
do. 

Existe una variedad de enfoques
teóricos para el estudio de los
movimientos sociales5. Entre
estos consideramos la perspecti-
va de la movilización de recursos
como la más adecuada para el
abordaje del caso. La misma enfa-
tiza el hecho de que los movi-
mientos sociales necesitan de
organizaciones que cuenten con
recursos de diversa índole a fin de
alcanzar sus objetivos. En este
sentido, se centra sobre el papel
jugado por los organizadores o
emprendedores sociales en la
consecución de estos recursos y
el diseño e implementación de
estrategias adecuadas para el
éxito del movimiento y sus organi-
zaciones. El análisis acentúa la
perspectiva micro, en los organi-

zadores, sus recursos y redes
sociales. (McCarthy & Zald, 1977;
Jenkins, 1983; Ibarra, 2000) 

Existen diferentes taxonomías
para los recursos a ser moviliza-
dos: a) materiales (dinero y capital
físico), b) morales (solidaridad,
apoyo a los objetivos del movi-
miento), c) socio-organizativos
(estrategias organizativas, redes
sociales), d) humanos (volunta-
rios, personal, líderes), e) cultura-
les (experiencia previa como
organizadores, comprensión de
las cuestiones, habilidades para la
acción colectiva) (Edwards &
McCarthy, 2004). Dos cuestiones
relacionadas con los organizado-
res o emprendedores sociales
que destaca esta perspectiva teó-
rica la vuelven aún más adecuada
para el análisis del presente caso.
Por una parte, se señala que
muchos (o todos) de los organiza-
dores pueden ser exteriores al
mismo movimiento social. Por
otro, que estos organizadores
suelen tener la habilidad de coop-
tar recursos institucionales diver-
sos (privados pero sobre todo
públicos) a favor de las organiza-
ciones del movimiento. (Jenkins,
1983) 

5 En términos generales, desde diferentes perspectivas se concibe a los movimientos
sociales como acciones colectivas con alguna estabilidad en el tiempo y algún nivel
de organización, orientados al cambio o conservación de la sociedad o de alguna
parte de ella. Así, la idea de movimiento social tiende a oscilar entre dos polos: la res-
puesta coyuntural a una determinada situación o problema y la encarnación del sen-
tido de la historia y el cambio social. (Ver Garretón, M., 2002)
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El surgimiento de un 
mercado de la Economía
Social Solidaria

Los orígenes del Mercado
Bonpland están enraizados en los
ciclos de movilizaciones y protes-
tas con epicentro en los sucesos
de diciembre de 2001. Los movi-
mientos de trabajadores desocu-
pados, los movimientos campesi-
nos, las fábricas recuperadas, los
clubes de trueque y las asamble-
as barriales intentan llevar a la
práctica las formas de pensar y
actuar lo político, lo económico y
lo social. En un contexto de
malestar generalizado, todas
estas formas alternativas de orga-
nización se proponen con suerte
diversa la recomposición del tejido
social corroído por años de políti-
cas neoliberales. En esta particu-
lar coyuntura histórica se inscri-
ben las acciones de la Asamblea
de Palermo Viejo.

A partir de enero de 2002, veci-
nos de Palermo, algunos militan-
tes de diferentes agrupaciones
políticas y otros desencantados
del quehacer partidario en gene-
ral, se reúnen en la esquina de
Honduras y Costa Rica con el
afán de construir colectivamente
otras formas de habitar el barrio.
En pleno auge de las asambleas
barriales, a mediados del mismo
año, comienzan a solicitar infruc-
tuosamente al gobierno de la ciu-
dad un lugar donde reunirse y
desarrollar sus actividades. Luego
de muchas deliberaciones y con el
antecedente de acciones simila-

res de otras asambleas, deciden
tomar el predio de 600 m2 de
Bonpland 1660. Se trataba del
Mercado Torcuato de Alvear, un
viejo centro de abastecimiento
municipal inaugurado en 1914.
Sus instalaciones se encontraban
deterioradas y con sólo tres pues-
tos funcionando; el resto en esta-
do de casi total abandono. Este
predio significaba la posibilidad de
contar con un espacio público de
encuentro con fuerte presencia
barrial y un elevado valor patrimo-
nial que ameritaba ser revaloriza-
do. Tomar la decisión de ocupar el
mercado no resultó fácil para los
asambleístas. Se trataba de una
asamblea muy heterogénea
desde el punto de vista ideológi-
co-político, mayoritariamente de
clase media y sin experiencia
alguna en acciones de estas
características.

La toma de posición implicó
numerosas charlas, reuniones y
debates al interior de la asamblea.
Hasta que llegó el día. La decisión
estaba tomada. Así fue como un
sábado de octubre de 2002 se
emprendió la ocupación. Además
de los medios de comunicación
convocados, se hicieron presen-
tes en señal de apoyo otras asam-
bleas y agrupaciones políticas.
Personal policial intentó evitar el
ingreso al mercado mientras los
manifestantes resistían en la vere-
da con escobas y elementos de
limpieza. Argumentaban que que-
rían hacerse cargo del predio, en
ese entonces abandonado, para
cuidarlo y ponerlo en funciona-
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miento. Se sumaron asimismo,
pancartas alusivas y la firma de un
petitorio. Fueron consiguiendo
que distintas autoridades se acer-
caran al lugar. En orden sucesivo,
primero fue el Director del CGP
(Centro de Gestión y Participa-
ción), luego el Director de Ferias y
Mercados de la ciudad y finalmen-
te, el Subsecretario de Espacio
Público. Este último fue quien
abrió las puertas dejando ingresar
a los asambleístas. Se acuerda
una reunión con las autoridades
en la que se obtiene el permiso
-que luego se traducirá en un con-
venio-,  para utilizar la parte pos-
terior y las calles laterales del pre-
dio. No así la nave central, en la
que continuarían funcionando los
puestos remanentes del mercado
municipal.

Una vez alcanzada la concesión
de esa parte del predio, la Asam-
blea comienza a gestionar la
reconstrucción de las edificacio-
nes de la parte posterior que se
encontraban en muy mal estado.
Las primeras refacciones las
hicieron vecinos junto con miem-
bros de organizaciones de deso-
cupados. El gobierno de la ciudad
aportó algunos materiales para
las tareas de impermeabilización
y comerciantes del barrio facilita-
ron descuentos en la compra del
resto. 

La Asamblea de Palermo Viejo
era muy activa en estos momen-
tos: debates, espectáculos, pro-
testas, actividades solidarias y
proyectos en asociación con otras
asambleas y movimientos socia-

les. Se destaca la organización de
“La Trama”, un gran evento barrial
en mayo de 2002. Como el nom-
bre indicaba, el propósito era
recomponer los lazos sociales,
culturales y productivos a partir de
casi 200 actividades abiertas
(talleres, espectáculos, debates)
realizadas entre el 25 y el 26 de
mayo en distintos lugares del
barrio. La Trama volvió a realizar-
se en 2003 y 2004. En este último
año concurren más de 60 produc-
tores apoyados por el Programa
Social Agropecuario (PSA) que
financió pasajes de productores y
de ICECOR. Esta actividad fue
denominada “Sabores y saberes”.

Las iniciativas posteriores de La
Trama fueron adquiriendo una
repercusión decreciente. Asimis-
mo, otra de las actividades, impul-
sada por la asamblea, fue la reali-
zación de una  feria nocturna de
artesanos con aproximadamente
cien puestos funcionando durante
dos años de modo autogestivo,
independientemente de la asam-
blea, y ubicada en las calles late-
rales de la nave central.

Pueden identificarse dos etapas
diferentes y al mismo articuladas
en el surgimiento y desarrollo del
Mercado de Bonpland. La prime-
ra, con epicentro en la crisis de
2001 y en la necesidad de recons-
truir lazos sociales. La segunda,
desde mediados de 2003, en la
que comienza un proceso de
recomposición del panorama polí-
tico que modifica las prioridades
de las organizaciones que partici-
pan del mercado.
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A partir de 2003, el contexto polí-
tico comienza a modificarse con la
gradual recomposición de las ins-
tituciones de gobierno. Concomi-
tantemente, comienza a morigerar
la participación general en las
asambleas, incluida la de Palermo
Viejo. Al mismo tiempo, la econo-
mía social solidaria se iba afian-
zando como política social de
inclusión como así también un
canal alternativo de producción y
comercialización. Es así que
durante 2003, miembros de la
asamblea participan de un espa-
cio denominado Asambleas
Autónomas integrado por unas
cincuenta asambleas de Buenos
Aires. Aquí se constituye un
grupo de discusión sobre la eco-
nomía solidaria.  En el contexto de
La Trama 2003, se lleva a cabo
una mesa redonda sobre el
mismo tema de la que participan,
entre otros, representantes de las
ferias francas de la provincia de
Misiones. 

Luego La Trama convoca un foro
de la economía solidaria con la
consigna “Reconstruyendo espa-
cios”. Participan 45 microempren-
dimientos de 20 organizaciones
diferentes (fábricas recuperadas,
asambleas y movimientos de
desocupados), que ocupan dife-
rentes puestos en las calles late-
rales del mercado, en los que
exponen y venden productos,  así
como también difunden sus activi-
dades a través de talleres partici-
pativos. En esta iniciativa,  ya se
encuentra presente en los asam-
bleístas y miembros de las organi-

zaciones la idea de desarrollar un
mercado permanente de la econo-
mía solidaria en la nave central
del predio. Los pasos siguientes
se orientaron a establecer nuevos
vínculos en la vida cotidiana del
barrio así como a lograr visibilidad
y repercusión para la producción,
comercialización y consumo soli-
dario y responsable. 

Se realizan entre 2003 y 2005
distintas gestiones ante el gobier-
no de la ciudad con el fin de evitar
el desalojo de la parte posterior
del predio, demandándose tam-
bién la cesión de  la nave central
para su utilización. Simultánea-
mente, se participa de diversas
actividades vinculadas con la eco-
nomía social. Sin embargo, la per-
cepción de indiferencia guberna-
mental hacía parecer al proyecto
de un mercado establecido en la
nave central como cada vez más
lejano. 

La progresiva disminución de
participantes de la asamblea im-
pulsaba a los que quedaban a
incorporar otros grupos que bus-
caran contar con un espacio para
desarrollar actividades diversas,
sin participar necesariamente de
las discusiones propias de la
asamblea. Así, se fueron incorpo-
rando un comedor comunitario del
Movimiento Teresa Rodríguez
(MTR), un taller de serigrafía que
colaboraba con varias asambleas,
una murga (La cuerda floja) entre
otros. Estos grupos comenzaron a
funcionar en el predio de forma
permanente. 
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Con el paso del tiempo, la
Asamblea de Palermo Viejo se iba
transformando en un colectivo de
organizaciones con intereses y
objetivos heterogéneos. A fines
de 2005 se interrumpen por com-
pleto los reclamos por el uso de la
nave central. Mientras tanto, con-
tinúan las ferias y actividades cul-
turales en las calles laterales así
como los debates en torno del
proyecto del mercado.

Un año después, ante la existen-
cia de proyectos alternativos  de
grupos interesados en el predio
(por ejemplo, una escuela de lu-
thería), se retoman las gestiones
ante las autoridades. En marzo de
2007, el gobierno de la ciudad a
cargo de Jorge Telerman renueva
el permiso de ocupación de la
asamblea al tiempo que desaloja
a los tres puestos remanentes y
procede a la demolición de las ins-
talaciones del viejo mercado que
quedaban en el interior de la nave
central. Funcionarios guberna-
mentales contemplaban su uso
para distintos eventos culturales y
comunitarios. En ese momento,
miembros de la asamblea y otras
organizaciones cercanas a ésta,
logran que la Legislatura declare
al predio ubicado en Bonpland
1660 patrimonio histórico de la
ciudad. Este reconocimiento impli-
caba una restricción para la pro-
secución  de cualquier tarea de

demolición y disponía su uso para
la instalación de un mercado. 

Las gestiones continúan durante
2007. El bajo desempeño de Te-
lerman en las elecciones de jefe
de gobierno devino en oportuni-
dad para negociar con las autori-
dades, próximas a finalizar su
gestión, la cesión del espacio cen-
tral del predio en disputa. En sep-
tiembre de ese año, las organiza-
ciones presentan un proyecto de
mercado y se convoca a diferen-
tes organizaciones de la econo-
mía social, algunas que venían
participando en ferias y activida-
des en el predio y otras sin con-
tacto previo. Luego de arduas
negociaciones, trece organizacio-
nes firman con el Gobierno de la
Ciudad un convenio que les otor-
ga el uso del predio por cinco
años, con espacios preasignados
a cada organización para la insta-
lación de los puestos.6 Finalmen-
te, el 1º de diciembre de 2007 se
inaugura la nave central como un
espacio para la venta directa de
productos según los principios de
“la economía solidaria y el comer-
cio justo”. Así nace  el “Mercado
Solidario de Bonpland”, que abre
sus puertas todos los sábados. 

El proyecto inicial del mercado
se plantea facilitar las vinculacio-
nes directas entre productores y
consumidores, y atender a las
cuestiones propias de la comer-

6 Organizaciones firmantes del convenio o permisionarios: APF, Asamblea de Palermo
Viejo, La Asamblearia, Asociación Civil La Dignidad (MTR), CE.DE.PO., Cooperativa
Chamical (La Rioja), Cooperativa Puerto Rico (Misiones), Cooperativa Río Paraná,
FECOAGRO, ICECOR, La Alameda,  Red del Campo, Soncko Argentino.
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cialización  de modo que las expe-
riencias de la economía social
puedan lograr mayor repercusión
y sostenibilidad. Las característi-
cas del edificio, su valor histórico
como mercado y, sobre todo, su
localización en una zona de atrac-
ción turística y emplazamiento de
emprendimientos gastronómicos,
textiles y culturales, vuelven al
proyecto aún más propicio. Asi-
mismo, el proyecto abarca la
capacitación productiva específi-
ca, la reflexión acerca de los
modelos de consumo, la difusión
del consumo responsable y el
comercio justo, el intercambio de
conocimientos y experiencias
entre las organizaciones y el forta-
lecimiento de la economía social
en general. 

Sin embargo, se presentan dos
posiciones incompatibles sobre
cómo darle forma a un mercado
de la economía solidaria. 

Por un lado, la visión promovida
por la ya muy reducida asamblea
y apoyada por algunos grupos
cercanos a ésta como el MTR
concebía al mercado como un
espacio abierto a microemprende-
dores individuales tanto como a
organizaciones que podrían inclu-
so rotar semanalmente. Desde
esta perspectiva, se prioriza que
la nave central del mercado cons-
tituya un espacio colectivo abierto
y sin subdivisiones, o en términos
de una asambleísta “que no se
permita el ingreso de la propiedad
privada al mercado social”.
También se contemplaba la crea-

ción de un centro cultural para
diferentes actividades artísticas y
de formación. Desde esta postura,
se consideraba que la creación de
estos espacios, podría atraer a un
público más amplio al mercado y
aportar visibilidad a las experien-
cias de la economía social. Los
actores mencionados mantenían
una postura de confrontación fren-
te al Gobierno de la Ciudad y
visualizaban las negociaciones y
el acuerdo alcanzado por las trece
organizaciones signatarias como
“una traición” al plan original. 

Por otro lado, los referentes de
algunas organizaciones firmantes
impulsan un proyecto que no con-
templa a microemprendedores
individuales sino a un arco de or-
ganizaciones de la economía so-
cial de diferentes regiones del
país; aquellos eventualmente
podrían participar del mercado
solamente a través de su integra-
ción en las organizaciones. Tam-
bién se impulsa la subdivisión de
la nave central en espacios espe-
cíficos para cada organización, 
-en contraposición con la propie-
dad colectiva de los mismos-.
Conciben a la relación con el
gobierno como de “negociación y
seducción”, -en lugar de una con-
frontación permanente- como
estrategia para llevar a cabo la
negociación con el gobierno de la
ciudad,  estrategia que luego muta
en una confrontación. Las activi-
dades culturales son vistas como
periféricas a las actividades del
mercado y por tanto no se desa-
rrollarían en la nave central sino
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en las calles laterales o en la parte
trasera del predio, espacio en el
que ya existía un centro cultural
propiciado por la Asamblea de
Palermo Viejo.

La oportunidad abierta por la
salida de Telerman del gobierno,
cede paso a la presentación de un
proyecto integrado en el que pre-
valece la segunda propuesta
mencionada, la de un mercado
social de productores organizados
sobre la de un mercado de
emprendedores. Sin embargo, las
dificultades continúan al asumir
Mauricio Macri el gobierno de la
ciudad. 

La falta de requisitos mínimos
para su funcionamiento, opera
como el fundamento oficial en los
sucesivos intentos por cerrar el
mercado. Un predio desmantela-
do -con el agregado de palomas
instaladas en su interior y  a su
alrededor-, no resultaba compati-
ble con el desarrollo de un espa-
cio para la venta directa de agroa-
limentos. 

Los sucesivos enfrentamientos
con el Gobierno de la Ciudad fue-
ron generando rupturas al interior
del mercado. Posteriormente a la
firma del convenio constitutivo,
algunas organizaciones deciden
abandonar el espacio y esperar la
puesta a punto del lugar, prometi-
da por el GCBA. Este es el caso
de FECOAGRO y de las organiza-
ciones misioneras (Río Paraná y
Puerto Rico) que se retiran del
mercado. Otras organizaciones
(como ICECOR, Alameda)  asu-

men una postura diferente: aban-
donar el espacio podía implicar
perderlo, por lo que optan por
quedarse, anticipándose así a una
posible inminente ocupación por
otros grupos interesados, algunos
de los cuales estaban siendo pro-
movidos por las autoridades
gubernamentales, como por ejem-
plo, el ingreso de otro emprendi-
miento denominado “Comidas de
mi tierra”, un proyecto alternativo
que se vinculaba de alguna mane-
ra con la producción orgánica y
con algunos contactos y apoyo del
gobierno local. Cabe destacar que
este proyecto no comulgaba con
las ideas de generar un espacio
para la economía social y tampo-
co había participado de las reunio-
nes y actividades previas.

Es en esta instancia en la que se
vuelven más visibles las diferen-
cias entre las dos posiciones
expuestas: en lo que hace al vín-
culo y rol asumido frente al
Estado, en la forma de concebirse
a sí mismas y en el modo de ges-
tionar el espacio público. Dichas
divergencias se manifiestan no
sólo en la imposibilidad de consti-
tuir un proyecto único de merca-
do, sino en las dificultades reales
que va tomando la convivencia
cotidiana y en el modo de asumir
la práctica colectiva.

Luego de esa ruptura, en enero
de 2008, quedan 10 de las 13
organizaciones firmantes. Estas
organizaciones permisionarias
comienzan a elaborar acuerdos
para la conformación de una
comisión directiva y de una coo-
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peradora que represente a las
organizaciones participantes y
también a los productores inde-
pendientes, no firmantes del con-
venio. Simultáneamente, la
Asamblea de Palermo intenta
constituirse como Asociación
Civil, -si bien se requería de una
cooperadora por estatuto, la aso-
ciación civil ofrecía mayores ven-
tajas como figura legal- buscando
adjudicarse para sí cierto carácter
centralizador. Sin embargo, la
Asociación Civil promovida nunca
terminó de conformarse, y por
falta de cumplimiento de requisi-
tos legales, esta posibilidad termi-
nó por abandonarse.

La retirada de las organizaciones
dejaba espacios que se necesita-
ban cubrir, para lograr contar con
una oferta diversa de productos,
como así también para cubrir el
espacio ya otorgado con organi-
zaciones (y evitar así la instala-
ción de productores independien-
tes)  y lograr consolidar el proyec-
to.

Se mantenía el estado de ten-
sión e incertidumbre permanente,
sumado a la percepción de cierto
boicot por parte del gobierno, al
no terminar de crear las condicio-
nes aptas para el funcionamiento
del mercado, al no brindarles las
llaves para acceder al predio
(estaban ahí porque habían forza-
do un candado para lograr perma-
necer), y al retirar los estands. Si
lo que se buscaba con estas
acciones es que los copantes
desistieran de la idea de consoli-
dar un mercado de la economía

social, eso no fue lo que ocurrió.
También continuaban los inten-

tos explícitos para desalojar el
predio. En el mes de febrero de
2008, autoridades del Gobierno
ingresan al mercado y lo clausu-
ran. Se producen nuevas bajas de
organizaciones: CE.DE.PO., APF
y Soncko Argentino deciden reti-
rarse, evitar los confrontamientos
y regresar al predio una vez finali-
zada la obra de restauración del
espacio prometida por el GCBA.
Se trata del momento de mayor
achicamiento del mercado. En
esta etapa y ante los sucesivos
desencuentros, la proto asamblea
constitutiva o Asociación Civil pro-
movida por la Asamblea (o ex
Asamblea) pierde legitimidad y se
disuelve.

En tal contexto, las organizacio-
nes que permanecen en el merca-
do comienzan a incorporar nue-
vos grupos ante el dilema de un
posible desalojo o clausura ante la
situación de debilitamiento. Se
postulaba como requisito a estos
grupos, ingresar como integrantes
de las organizaciones ya existen-
tes y asumir el compromiso que
sobreviniera a esa afiliación, a
partir de la convivencia en el
espacio.

Al mismo tiempo, se traslada el
conflicto a los medios de comuni-
cación. Se realizan cámaras ocul-
tas en ferias organizadas por el
GBCA en las que se registran irre-
gularidades, con el objetivo de
presionar a las autoridades y evi-
tar así el desalojo del mercado.
Estos acontecimientos reabren
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nuevamente el diálogo con el
GCBA y logran acordarse condi-
ciones mínimas para el funciona-
miento del mercado: la restitución
de los matafuegos y estands, un
permiso de habilitación transitoria,
el destape de canaletas, la entre-
ga de una llave de la puerta de
entrada, entre otras.

Las autoridades ceden a los
pedidos de los participantes del
mercado, aunque queda paraliza-
da la obra por las remodelaciones
sustanciales para el cumplimiento
de las condiciones higiénicas más
generales (como por ejemplo, la
instalación de baños, la instala-
ción eléctrica para refrigerar los
alimentos que lo requieran) y para
propiciar el retorno de las organi-
zaciones que se habían retirado
hasta la realización de esta pro-
mesa.

El eje en esta etapa estuvo
puesto en la necesidad de soste-
ner el mercado frente a una situa-
ción de conflicto e inestabilidad
permanente, y rodeada de espe-
culaciones por los espacios vací-
os dejados por los permisionarios.
El ingreso de artesanos individua-
les y productores independientes,
quienes no contaban con expe-
riencia de participación colectiva,
que operan con una lógica de tipo
instrumental y autónoma, dificulta
aún más el panorama. Lógicas
distintas se ponen en juego y se
manifiestan en las asambleas y en
los avances y retrocesos conti-
nuos. Se trata de un período com-
plejo, de incertidumbre e indefini-
ciones.

Finalmente, luego de idas y vuel-
tas, logran que el mercado conti-
núe funcionando durante todo el
año 2008, incorporando algunos
pequeños productores, y con
suerte diversa por las limitadas
posibilidades de generar ingreso
(escasa concurrencia, limitacio-
nes  de los productores individua-
les y en volumen de producción, lo
que restringe el  aprovisionamien-
to de productos).  Puede decirse
que en esta etapa es el valor sim-
bólico lo que sostiene el proyecto.
Lo que se pone de manifiesto es
la necesidad de ir más allá, de tra-
bajar en el valor del espacio como
lugar de comercialización, enten-
diendo que detrás de estas expe-
riencias existen necesidades con-
cretas y materiales.

Las obras de restauración, pre-
vistas para enero de 2009, se van
postergando y continúan las diver-
gencias entre las organizaciones
integrantes respecto del modo en
que debe llevarse a cabo la acción
colectiva. 

Las elecciones de 2009 no resul-
tan favorables para los dirigentes
del gobierno de la ciudad, lo que
da por resultado un cambio de
posiciones al interior del gobierno.
En este sentido, el cambio de
dirección conlleva una nueva
oportunidad para continuar con el
reclamo. En un intento por mejo-
rar la imagen del gobierno, las
autoridades locales comienzan a
desembolsar dinero en obras
públicas, entre ellas el Mercado
de Bonpland, y respetando la dia-
gramación realizada en 2007 y  el
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convenio y la distribución de los
estands que había sido promovida
por las organizaciones firmantes.
Este acontecimiento promueve el
inicio de la remodelación y con él,
el retorno de algunas organizacio-
nes (APF, CE.DE.PO., Coopera-
tiva Río Paraná, Soncko Argen-
tino). Las obras comienzan y se
renuevan las expectativas. Mien-
tras tanto, las organizaciones con-
tinúan ocupando el espacio.

Antes del inicio de la obra y de la
construcción de los estands, se
realiza una reunión  con las auto-
ridades del GCBA en la que se
acuerda permitir a los productores
independientes o cuentapropistas
presentar documentación (alrede-
dor de 6 lo hicieron) para ubicarse
en una lista de espera y adjudicar-
les una parte de la superficie total.
Esas solicitudes fueron aceptadas
como “pretendientes a ser permi-
sionarios”. En la actualidad esos
productores individuales continú-
an en el mercado, aunque la
mayoría han optado por incorpo-
rarse a alguna de las organizacio-
nes firmantes.

Hacia mediados de 2009 se
comienzan a construir los estands
respetando las superficies previs-
tas por las organizaciones en la
firma del convenio. Para algunos,
este momento representaba un
paso en el proceso de consolidar
la posición en el mercado, la posi-
bilidad de que vuelvan las organi-
zaciones, y contar con superficies
delimitadas para cada una. Para
otros, desde una postura crítica,

este mismo paso significaba  una
“defensa de la propiedad privada”.
Así, los conflictos continuaban
entre las dos posturas, que pare-
cían seguir mostrándose como
irreconciliables. 

Es en este momento que se
comienza un proceso de negocia-
ción con los productores indepen-
dientes entre los portavoces de
las distintas posturas, para alber-
garlos en las organizaciones, a la
vez que continúan los debates por
resolver  qué hacer con los ferian-
tes que no habían participado de
la firma del convenio y que por
esto último, no iban a obtener
parte de la superficie del mercado.

Un sentido común parecería
congregar a todas estas organiza-
ciones. Por un lado, una toma de
distancia de lo que pudo haber
sido un Centro de Abastecimiento
Municipal (CAM). Y por otro, la
conformación de un colectivo con
ciertas pautas comunes de
comercialización (precios no regi-
dos por el mercado sino por los
costos de producción), el valor del
discurso orgánico y del tipo de
producción agroecológica en un
sentido amplio, en la relación
sujeto -naturaleza, producción-
comercialización; como así tam-
bién una postura político-ideológi-
ca que proclama la reivindicación
de grupos antes invisibilizados
(trabajadores de fábricas recupe-
radas, movimientos de desocupa-
dos, pequeños productores y tra-
bajadores en condiciones de
esclavitud).
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Pero los obstáculos se mantie-
nen en el proceso de consolida-
ción de un mercado basado sobre
los principios de la economía
social.  El convenio marco con el
GCBA  reúne a 13 organizacio-
nes, con idiosincrasias, prácticas
y modalidades de vinculación con
el Estado de diverso tipo. A fines

de 2009, el desafío que se pre-
senta es la posibilidad de consoli-
dar un proyecto común, aunque
arduo e incierto, que pueda trazar
un nuevo recorrido, una nueva
oportunidad para la economía
social, o bien, un ignorado final
anunciado.
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1. Introducción

Las transformaciones de la econo-
mía en general y del sistema agroali-
mentario en particular durante las últi-
mas décadas, han planteado profun-
dos cambios en la organización y
estrategias de acción de los actores
sociales y económicos.

Estos procesos de carácter global
han afectado tanto los modelos de
desarrollo económico de los países, y
con ello la organización de la produc-
ción y del trabajo, como los ejes a par-
tir de los cuales se vinculan con el
funcionamiento de la economía mun-
dial, los espacios y competencias de
los Estados nacionales para ejecutar
políticas domésticas,  los criterios que
definen la competitividad  y, en el
caso agropecuario,  la misma concep-
ción de lo sectorial. 

A los cambios en el reordenamiento
del sistema económico mundial,
deben agregarse otros que son pro-
pios de la realidad doméstica. Por una
parte el cambio drástico en la orienta-
ción de los regímenes sociales de
acumulación –RSA– (Nun, 1987),
pasando de lo que podríamos deno-
minar un régimen social de acumula-
ción de apertura y desregulación
(1990-2002) a otro de economía regu-
lada (2003- ).1 A ello se agregan, en
el plano sectorial, las profundas y ace-
leradas transformaciones tecnológi-
cas, productivas y organizacionales a
partir de redes contractuales comple-
jas en la cooperación de diversos y
heterogéneos actores en la produc-
ción y articulación de los eslabones
de las cadenas agroalimentarias (Cfr.

Bisang et al, 2008; Barsky y Gelman,
2009 y Anlló et al, 2010). 

En este escenario, la viabilidad de
pequeños y medianos productores
agropecuarios va más allá del esfuer-
zo y la capacidad individual para
adoptar reformas en el nivel microe-
conómico. Su desarrollo, en las condi-
ciones de un mercado globalizado
que tiende a una agricultura industria-
lizada, subordinada y concentrada,
posee pocas posibilidades de éxito si
no es a partir de organizaciones eco-
nómicas que puedan ser competitivas
en ese escenario. En este sentido,
formas tradicionales de organización
económica como las cooperativas se
constituyen en una de las posibles
alternativas para conservar o aumen-
tar su participación en el ingreso sec-
torial.  

Por otra parte, a partir de la década
de 1990 se han extendido en América
Latina propuestas de desarrollo rural
para combatir la pobreza basadas
sobre la articulación de enfoques terri-
toriales e institucionales (Cfr. Schej-
tman y Ramírez, 2004:1-2; Schejtman
y Barsky, 2008). El paradigma de
desarrollo rural propuesto se asienta
sobre el supuesto de una multiplicidad
de acciones de tipo económicas o
productivas e institucionales específi-
cas promovidas por actores con com-
petencia sobre un territorio, tanto
públicos como privados, que coope-
ran y complementan sus esfuerzos y
al que se articulan otros actores de
carácter regional o nacional, cuya
sumatoria y sinergia confluye en un
proceso de desarrollo.

Más allá de las críticas que se han
realizado a una concepción que pre-

1 La definición de un nuevo RSA y sus características a partir de las transformaciones operadas
desde el año 2003 constituye un tema abierto en el debate académico. No obstante, el rol del
Estado en la intervención y regulación de la economía marca una clara diferenciación con el RSA
de carácter aperturista y desregulado del período inmediato anterior. 
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tende prescindir de una activa inter-
vención del Estado y de las políticas
sectoriales (Cfr. Dirven 1999 y
Lattuada, 2006) la propuesta resulta
valiosa en rescatar la importancia del
capital social local y regional y su con-
solidación para cualquier iniciativa de
desarrollo que se pretenda sostenible
en el tiempo. 

Los principales actores que deben
complementar y articular sus funcio-
nes y capacidades en el desarrollo
territorial rural son identificados desde
lo público en el Estado en sus tres
niveles (municipal, provincial y nacio-
nal en ese orden decreciente de
importancia), y en lo privado: la socie-
dad civil a partir de las asociaciones
civiles y económicas.

Entre los actores socioeconómicos
que potencialmente pueden cumplir
un rol relevante como agentes de
desarrollo territorial rural merecen
destacarse aquellas organizaciones
que integran la economía social,
especialmente las asociaciones coo-
perativas, que por más de un siglo
han constituido un factor de enraiza-
miento de la economía en el territorio,
un factor de desarrollo agrario y un
referente social, económico y aun ide-
ológico en las comunidades rurales
donde se encuentran asentadas.  

El artículo ofrece, en primera instan-
cia, una breve comparación entre la
situación de las cooperativas agrope-
cuarias entre 1998 y 2007 sobre la
base de los registros oficiales del
organismo nacional de habilitación,
registro y control de estas organiza-
ciones (INACyM 1998, INAES, 2007).

En una segunda instancia, se pre-
senta el análisis del avance de resul-
tados del Censo de Información
Económica Sectorial de Cooperativas
y Mutuales. Sector Agropecuario
2007, única fuente provisional dispo-
nible de información oficial que permi-
te obtener una aproximación al núme-
ro de entidades y asociados por
región, por actividad y servicio, el per-
sonal empleado, la situación econó-
mica y el nivel de participación en la
comercialización agropecuaria.2

Este panorama general de la activi-
dad cooperativa agropecuaria permite
delinear un mapa de situación de la
realidad del sector, establecer una
información actualizada y realizar
algunas reflexiones en torno del peso
de la actividad cooperativa en la eco-
nomía nacional.

2. Evolución del 
cooperativismo
agropecuario 1998-2007

El cooperativismo agropecuario ha
ejercido un rol destacado  desde el
punto de vista económico y social de
muchos países y, en particular, en el
sector de los pequeños y medianos
productores agropecuarios de la
Argentina desde fines de siglo XIX
hasta el presente.  No obstante, deter-
minar objetivamente su importancia
social y económica, y su dispersión
geográfica, nunca ha sido una tarea
sencilla. 

Las primeras cooperativas en el sec-
tor rural surgen asociadas con el

2 Este análisis sobre las cooperativas agropecuarias de primer grado forma parte del avance de un
trabajo más amplio realizado por los autores que se encuentra en desarrollo (Lattuada et al,
2011). Una tarea que ha sido posible por la iniciativa y generosidad del Ing. Guillermo Martini,
quien fue coordinador federal del INAES y entusiasta impulsor de la realización del Censo 2007,
a quien los autores expresan su sincero agradecimiento. 
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seguro agrario y la provisión de insu-
mos, y poco después con la comer-
cialización de la producción (1898-
1904). En trabajos anteriores
(Lattuada y Renold 2004), se ha dado
cuenta de la evolución en el tiempo
del número de entidades y asociados,
el tipo de actividad y la dispersión
territorial de las mismas, advirtiendo
sobre las dificultades metodológicas
para la construcción de cifras verosí-
miles y comparables debido a las defi-
ciencias de los registros oficiales y de
las propias organizaciones del sector. 

En el extenso período que se extien-
de desde la fundación de las primeras
cooperativas agropecuarias y el año
2007 se refleja un crecimiento signifi-
cativo de cooperativas y asociados,
especialmente durante el período del
gobierno peronista (1946-1955) en el
que las cooperativas registradas, aun-
que no necesariamente activas,
habrían superado el millar y sus aso-
ciados los 300 mil de acuerdo a dife-
rentes autores y fuentes (Cf. Lattuada
y Renold, 2004: 45-51). Esas cifras, si
bien carecen del grado de confiabili-
dad de las aquí consignadas, dan
cuenta de una tendencia en la evolu-
ción del cooperativismo agrario que
no ha sido lineal. La misma tuvo su
máxima expresión de crecimiento
hacia fines de la década de 1960,
para luego ingresar en una progresiva
y profunda retracción hasta fin de la
década de 1990, y retomar una senda
levemente positiva a comienzos del
siglo XXI.    

La situación para el año 2007, último
registro confiable disponible, no ha

variado sensiblemente en cuanto al
número de cooperativas de 1998,
pero refleja claramente la disminución
del número de asociados, acorde con
el significativo proceso de concentra-
ción económica y expulsión o despla-
zamiento de pequeños y medianos
productores de la actividad producti-
va. 

El número de cooperativas activas3

para el último registro ha sido de 490,
una cifra similar al registro de 1998
que consignaba 486 cooperativas
agropecuarias. El período muestra
una tendencia de estabilización del
número de cooperativas, una vez
atravesado el significativo proceso de
quiebras y desaparición de entidades
durante los primero años de la déca-
da de 1990 a partir del cambio de las
condiciones macroeconómicas y sec-
toriales (cuadro Nº 1).

Por otra parte,  se observa una dis-
minución significativa del número de
asociados; si bien bajo la advertencia
de posibles problemas de registros ya
mencionados, su nivel de descenso
se encuentra vinculado con dos cau-
sas: a) un proceso de concentración
económica operado en la década de
1990 a partir de las condiciones defi-
nidas por el nuevo contexto de con-
vertibilidad, apertura y desregulación
de la economía y, b) un proceso de
transformaciones tecnológicas y
financieras que se extendió desde
1996 hasta la actualidad asociado con
la expansión del cultivo de soja y la
siembra directa que transformó buena
parte de la agricultura familiar de la
zona pampeana. Ambos contribuye-

3 Los registros oficiales de información sobre cooperativas consideran “activas” a aquellas que se
encuentran con sus balances actualizados, se verifica su actividad, y responden con información
los censos y encuestas realizadas. Es de destacar que en todos los años en los cuales se reali-
zaron los relevamientos el número de cooperativas “registradas” prácticamente duplica el de las
consideradas como “activas”. Esto explica las diferencias entre totales de entidades y asociados
presentes en un trabajo anterior (Lattuada y Renold, 2004:47) y el presente. 
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ron al desplazamiento de muchos
pequeños y medianos productores
fuera de la estructura productiva4, ya
por venta o pérdida de sus tierras
dedicándose a otra actividad o por su
cambio a la condición de pequeños
rentistas dejando la producción y
comercialización en manos de media-
nos y grandes contratistas y pooles de
siembra, quienes no se encuentra
entre los principales asociados de las
cooperativas y suelen priorizar otros
circuitos de comercialización5.

La dispersión territorial de las coope-
rativas y sus asociados continúa su
tendencia histórica de predominio de
la región pampeana (63% de las enti-
dades y 84% de los asociados) sobre
el resto de las regiones del país y,
dentro de aquella, la provincia de
Santa Fe como su máximo exponen-
te. Respecto del censo de 1998 se
observa una leve desconcentración
de las entidades en favor de las regio-
nes extrapampeanas, puesto que en

dicho censo el 70 % de las entidades
se encontraban radicadas en la región
pampeana.

En cuanto al nivel de empleo, se
sostiene entre ambos censos un total
de 22 mil empleos generados por las
cooperativas, pero con tendencia a
una mayor concentración de los mis-
mos en la región pampeana durante
el último período. En 1998 el 68 % del
total de empleos se concentraba en
las entidades de la región pampeana,
mientras que para 2007 dicho total
asciende al 77 por ciento.

También se observa una tendencia
a la concentración de los activos y las
facturaciones en la región pampeana.
En el censo de 1998 se registra que el
63 % de los activos y el 76 % de los
ingresos se concentraba en las enti-
dades radicadas en las provincias de
Buenos Aires, Santa Fe y Córdoba,
mientras que en el de 2007 estos por-
centajes ascienden al 70 % y al 79 %

4 El número de explotaciones agropecuarias disminuyó entre los períodos registrados por los cen-
sos agropecuarios de 1988 y 2002 de 418.800 a 333.500, el 20% del total alcanzado a alrede-
dor de 85.000 mayoritariamente en el rango de las pequeñas y medianas, universo principal de
los asociados a las cooperativas. Por otra parte, diversos estudios en localidades agrícolas de la
región pampeana señalan que alrededor del 50% de las explotaciones, entre las que existe una
mayoría de propietarios pequeños y medianos, ceden sus tierras total o parcialmente para ser
trabajadas por productores con alto grado de mecanización y/o pooles de siembra, (Cf. Villagra
y Prividera, 2010; Urcola, 2011).

5 El Censo Nacional Agropecuario de 1988 revelaba que el 54% de los productores asociados a
cooperativas tenía menos de 100 hectáreas, mientras que el 90% no superaba las 500 h en
explotación.  A ello se agrega que el 70% de la mano de obra permanente en estas explotacio-
nes se integra con el productor y su grupo familiar. Esta realidad poco ha cambiado, excepto por
la reducción del número de explotaciones, lo que permite afirmar que el  movimiento cooperati-
vo continúa integrado mayoritariamente por pequeños y medianos productores de explotaciones
familiares.

Cuadro Nº 1. Número de cooperativas agropecuarias activas

AÑO 1998 AÑO 2007
Nº Coop Nº Socios Nº Coop Nº Socios
486 224.242 490 121.900
Fuente: INACyM, Encuesta 1998; INAES, Censo 2007.
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respectivamente en estas mismas
provincias.

Los balances generales entre
ambos censos permiten observar un
claro incremento de los activos, los
niveles de facturación y los resultados
de las balanzas comerciales de las
cooperativas agropecuarias. Si tene-
mos en cuenta que los balances ana-
lizados durante el censo de 1998
reflejan valores propios del período de
la convertibilidad (donde un peso
equivalía a un dólar) y que los de
2007 reflejan valores del período de la
posconvertibilidad (donde un dólar
equivalía aproximadamente a 2,9
pesos): las 486 cooperativas activas
del censo de 1998, declararon activos
por algo más de los 1.500 millones de
pesos (o dólares), un patrimonio neto
en el orden de los 700 millones de
pesos/dólares y un nivel de factura-
ción de 2.700 millones de pesos/dóla-
res; mientras que las 490 cooperati-
vas del censo 2007 declararon activos
por 5.522 millones de pesos (o 1.940
millones de dólares), un patrimonio
neto en el orden de los 2.216 millones
de pesos (o 764 millones de dólares)
y un nivel de facturación de 9.180
millones de pesos (o 3.165 millones
de dólares). Dichos incrementos pue-
den explicarse por la suba de precios
internacionales de los commodities en
relación con la mayor demanda mun-
dial de productos agropecuarios
(como alimentos, insumos animales o
biocombustibles).

La evolución de las cooperativas
respecto de la composición interna

por tipo de producto, muestra algunas
variantes entre 1998 y 2007 (cuadro
Nº 2). Las más numerosas continúan
siendo las agrícolas ganaderas con
fuerte especialización en el acopio y
venta, aunque más agrícolas que
antes debido la intensificación del pro-
ceso de agriculturización motorizado
por la expansión del cultivo de soja6

que representa más de mitad del total
(70%); siguen en importancia aque-
llas dedicadas a cultivos industriales
(12%), desplazando a un tercer lugar
por la fuerte reducción de su número
a las tamberas o lácteas (7%), mien-
tras se han mantenido registrando
una disminución de menor nivel las
vini-frutícolas (5%), las hortícolas
(4%), y otras sin especificar (2%).

3. Las cooperativas de
primer grado (2007)

La información sobre cooperativas
presentada a continuación tiene como
fuente el Censo de Información
Económica Sectorial de Cooperativas
y Mutuales de 2007 realizado por el
Instituto Nacional de Asociativismo y
Economía Social -en adelante
INAES7-. El mismo recoge informa-
ción acerca del estado de las organi-
zaciones cooperativas de primer
grado en el país, llegando a censar un
total de 6.020 cooperativas y 3.655
mutuales.

Durante el desarrollo del censo se
relevó información de todas las enti-
dades que declararon como actividad
principal al menos una de las activida-

6 El área cosechada con granos se duplicó entre 1994 y 2008, pasando de 16 millones  a 29 millo-
nes de hectáreas, un 40 %  ocurrió sobre tierras antes destinadas a la actividad ganadera en la
región pampeana, un 25% por aumento del sistema de doble cultivo sobre una misma superficie,
un 25% por expansión en zonas extrapampeanas y el 10% restante en tierras ganaderas que a
partir de las nuevas tecnologías han podido incorporarse a la producción de granos  (Reca,
2010:10-11).

7 El operativo censal se inició en el mes de julio de 2005 y finalizó en mayo de 2006.
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des económicas de referencia desta-
cadas por los resultados del Reem-
padronamiento Nacional de Coopera-
tivas y Mutuales.8 De este modo, se
consideraron como Cooperativas
Agropecuarias y Agroindustriales a
aquellas que declarasen haber reali-
zado alguna de las siguientes activi-
dades económicas clasificadas por el
INAES: “cultivos agrícolas”, “cría de
animales”, “actividades agropecuarias
mixtas” y “servicios agrícolas y pecua-
rios, excepto veterinarios”.

De acuerdo con estas consideracio-
nes, se identificó un total de 906 enti-
dades cooperativas de primer grado
que pueden ser definidas como agro-
pecuarias (el 15 %). De éstas, sólo
490 entidades declararon “actividad”

económica y han aportado la informa-
ción consignada.

3.1. Cantidad de entidades y
asociados

Según los datos provisionales y par-
ciales aportados por el Censo de
2007, se registraron como activas 490
entidades cooperativas de primer
grado vinculadas con el sector agro-
pecuario nacional (cuadro Nº 3), con
un total de 121.900 asociados que
tomaron servicios de las mismas
(cuadro Nº 4).9 El 95,7 % de estas
entidades (469) realiza actividades y
ofrece servicios agropecuarios como
su principal actividad económica.10

Como puede observarse en los cua-

Cuadro Nº 2. Número de cooperativas agropecuarias activas por tipo de pro-
ducto

AÑO 1998 AÑO 2007
TIPO DE COOPERATIVAS Nº %s/ Nº %s/

cooperativas Total cooperativas Total
Agrícolas – Ganaderas 223 46% 343 70%
Tamberas 120 25% 35 7%
Vini – Fruti – agrícolas 27 6% 23 5%
Cultivos Industriales (yerba, té, 
caña, algodón, tabaco, olivo) 56 11% 58 12%
Hortícolas 30 6% 19 4%
Otras y sin especificar 30 6% 12 2%
Total 486 100% 490 100%
Fuente: INACyM, Encuesta 1998; INAES, Censo 2007. 

8 Realizado durante el mismo período, como un primera etapa del Censo, dicho re-empadrona-
miento permitió identificar siete actividades económicas y sociales de mayor importancia entre las
entidades: turismo y hotelería, vivienda, salud, financiera, agropecuaria, educación y servicios
públicos.

9 En este caso se contó con información sobre el 75 % de las entidades censadas. El número de
asociados corresponde a 369 casos válidos.

10 Por actividad económica se considera al conjunto de procesos productivos que realiza una
empresa a los efectos de obtener un bien o un servicio que se brinda en el mercado. Para ello,
debe consumir materias primas, servicios productivos y contratar personal, o en su defecto el per-
sonal puede ser la propia persona dueña de la empresa, como es el caso de los trabajadores por
cuenta propia. Se dice que es una actividad económica debido a que genera valor agregado
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dros que grafican la cantidad de enti-
dades y asociados por región geográ-
fica, las provincias que integran la

región Pampeana11 concentran el
63,4% de las entidades y el 83,5 % de
los asociados. La provincia de Santa

pudiendo tener o no, fines de lucro. En este caso, las cooperativas y mutuales, debido a los prin-
cipios sociales, solidarios y de ayuda recíproca, no persiguen fines lucrativos para el beneficio
de individuos y por ello no obtienen ganancias, sino excedentes colectivos que necesariamente
deben producir como condición de sus supervivencia (INAES, 2007). 

11 Para la información del mencionado Censo, incluye Área Metropolitana de Buenos Aires
(AMBA), Provincias del Interior de Buenos Aires (Interior PBA), provincias de Córdoba y  Santa
Fe y Resto de la región Pampeana (provincias de Entre Ríos y La Pampa).

Cuadro Nº 3. Cantidad de entidades según región

Región geográfica
Total Ent. % Ent.

AMBA 8 1,6%
Interior PBA 84 17,1%
Córdoba 77 15,7%
Santa Fe 101 20,6%
Pampeana (Resto) 41 8,4%
NOA 45 9,2%
NEA 62 12,7%
Cuyo 49 10,0%
Patagonia 23 4,7%
Total 490 100,0%
Fuente: INAES, Censo 2007

Cuadro Nº 4. Total de asociados que tomaron servicios de la entidad según
región

Total de asociados Casos válidos
que toman servicio

Región geográfica AMBA 2.583 6
Interior PBA 13.170 59
Córdoba 19.839 64
Santa Fe 49.493 78
Pampeana (Resto) 16.671 34
NOA 4.931 30
NEA 10.451 42
Cuyo 2.038 41
Patagonia 2.724 15
Total 121.900 369

Fuente: INAES, Censo 2007
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Fe se destaca como la provincia de
mayor concentración, tanto en núme-
ro de entidades (101) como en canti-
dad de asociados (49.493), seguida
en importancia por el Interior de la
provincia de Buenos Aires (en adelan-
te PBA) con 84 entidades y 13.170
asociados y la provincia de Córdoba
con 77 entidades y 19.839 asociados.
Juntas concentran el 53,4 % de las
entidades y el 70,1 % de los asocia-
dos del país. 

La provincia de Santa Fe es también
la que tiene mayor proporción de aso-
ciados por entidad (490) y le siguen
en importancia las provincias que
integran el resto de la región pampea-
na (406). Se destacan los casos del
Área Metropolitana de Buenos Aires
(322) y de Córdoba (257) que, con
menor cantidad de entidades que el
Interior PBA (156), presentan mayor
cantidad de asociados por entidad.

Es evidente el peso de la región
Pampeana en la generación de enti-
dades vinculadas fundamentalmente
con la producción y comercialización
de cereales y oleaginosas, sin embar-
go existen organizaciones relaciona-
das con la producción regional espe-
cializada que se distribuyen con un
12,7 % del total en el NEA (el 8,5 %
de los asociados), un 10 % en Cuyo
(1,6 % de los asociados), un 9,2 % en
el NOA (4 % de los asociados) y un
4,7 % en la Patagonia (2,2 % de los
asociados).

Fuera de la región Pampeana, las
entidades radicadas en el NEA y en la
Patagonia son las que cuentan con
mayor cantidad de socios promedio
por entidad (168 y 118 respectiva-
mente), siendo notorio el caso de
Cuyo que, ubicándose en el segundo
lugar en cuanto a cantidad de entida-
des fuera de lo que es la región pam-
peana, presenta el menor número

promedio de asociados por entidad
(41 asociados).

3.2. Entidades por tipo de
actividades y servicios

Según podemos observar en el cua-
dro Nº 5, la mayoría de las entidades
realizan actividades u ofrecen servi-
cios vinculados con la agricultura,
siendo muy inferior el rubro ganadero
tanto en los aspectos productivos,
como en los de asistencia técnica
veterinaria, servicios de inseminación
artificial o en los de investigación y
desarrollo.

Producto de la tendencia histórica y
del profundo proceso de agriculturiza-
ción que viene primando en el sector
desde la década de 1970 y el modelo
agroexportador que se ha intensifica-
do en los últimos años sobre la base
de la producción de cereales y oleagi-
nosas (fundamentalmente del cultivo
de soja), se destaca un predominio de
entidades que se dedican al acopio y
venta (58,4 %) con especial peso en
las provincias que integran la región
pampeana que solas representan el
41,4 % de las entidades que hacen
acopio y venta. Fuera de dicha región
se destaca la concentración de enti-
dades que hacen acopio y venta en el
NEA (11,9 %).

En sintonía con el modelo agroex-
portador, varias entidades brindan
alguno de los servicios de laboreo
agrícola relacionados con siembra (el
7,7 %), cosecha (el 7,1 %), aplicación
de agroquímicos (el 11,8 %) y trata-
miento fitosanitario (el 4,9 %). La ofer-
ta de estos servicios permite un mejor
acceso de los asociados a tecnología
en maquinaria, técnicas y productos
de aplicación para lograr mejores
estándares de calidad en las labores y
el rendimiento del producto final a
comercializar.
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En este sentido, es notorio el con-
traste que se observa entre las activi-
dades y servicios en agricultura res-
pecto de las ganaderas. Un 26,5 % de
las entidades realiza producción agrí-
cola y un 10,2 % producción ganade-
ra, un 35,9 % ofrece asistencia técni-

ca agronómica y un 12 % asistencia
técnica veterinaria, un 11,4 % hace In-
vestigación y Desarrollo en Agricul-
tura y un 4,9 % en Ganadería.

También se destaca el porcentaje de
entidades que realizan algún tipo de
transformación industrial de sus pro-

Cuadro Nº 5. Cantidad de entidades por actividades / servicios prestados
por región

Fuente: INAES, Censo 2007
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ductos. Un 32,6 % de las mismas de-
sarrolla procesos de elaboración
agroindustrial de sus manufacturas,
siendo significativa la concentración
de casos en las regiones del NEA y
Cuyo. Ambas reúnen el 43,1 % de las
entidades que realizan actividades
agroindustriales, producto (como
veremos en el apartado sobre agro-
industria) del crecimiento de la pro-
ducción yerbatera en el NEA y vitiviní-
cola en Cuyo. Con menor porcentaje,
el conjunto de las provincias que inte-
gran la región pampeana acumulan
casos de entidades vinculadas con la
elaboración de quesos y leche.

Finalmente, otro servicio que debe
ser destacado por su presencia signi-
ficativa es el de transporte y carga. Un
25,3 % de ellas ofrece este servicio
que se presenta como elemento fun-
damental para la inserción de produc-
tos al circuito de comercialización.
Una vez más, en este rubro se desta-
ca la concentración de casos en las
provincias que conforman la región
pampeana. El transporte de carga se
transforma en un servicio estratégico
para permitir a los asociados el acce-
so a los centros de acopio y venta. 

3.3. Personal empleado por
las entidades

En cuanto al personal empleado en
estas entidades, podemos señalar
que un total de 469 entidades del sec-
tor agropecuario (actividad económica
principal), cuentan con 22.931 emple-
ados, de los cuales el 93,5 % son
remunerados y el 6,5 % no remunera-
dos.

En el cuadro Nº 6 podemos obser-

var la distribución del empleo por
región y por quintiles12 de ingreso. El
mismo nos muestra que las provincias
que integran la región pampeana con-
centran el 76,8 % del empleo, desta-
cándose notoriamente entre éstas la
cantidad de empleos proporcionados
por la provincia de Santa Fe que apor-
ta ella sola el 36,1 % del total de
empleos de las entidades y el 47 % de
los empleos de la región. El AMBA se
destaca por la cantidad de empleos
que genera en relación con la canti-
dad de entidades contabilizadas en
dicha área geográfica: 8 entidades y
2.345 empleos, lo que da un promedio
de 293 empleos por entidad. Fuera de
esta región se destacan las entidades
del NEA que, proporcionan el 13,2 %
del total de empleos, se posiciona por
encima de la provincia de Córdoba y
del Interior PBA a pesar de que éstas
cuentan con mayor cantidad total de
entidades (77 y 84 respectivamente,
contra 62 entidades en el NEA). Esto
indica un mayor número promedio de
empleos por entidad en el NEA (49
empleos). En el otro extremo, Cuyo y
la Patagonia presentan la menor can-
tidad promedio de empleos por enti-
dad (13 empleos).

Tal como puede observarse, los
totales de personal por quintiles de
ingresos muestran una curva ascen-
dente con una pronunciada concen-
tración de casos en el máximo valor
de la escala de ingresos representada
por el Q5 con el 58,1 % del total
empleado. Con excepción del AMBA,
el resto de las provincias que integran
la región pampeana muestran esta
misma tendencia, al igual que las
regiones extrapampeanas del NEA y

12 El concepto estadístico de Quintiles utilizado divide el universo de estudio (cooperativas censa-
das) en cinco conjuntos de acuerdo con el nivel de ingresos totales del ejercicio 2005. De este
modo, Q1 corresponde al 20 % de las entidades con menor actividad económica y la escala se
extiende hasta Q5 que concentra el 20 % de las entidades con mayor facturación del período.
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el NOA. En el caso de Cuyo las máxi-
mas expresiones de empleos se con-
centran en el Q4 y la segunda en el
Q1, es decir, en el mínimo valor de la
escala de ingresos. El AMBA y la
Patagonia se destacan por no contar
con ningún caso en el Q5, concen-
trando su máxima cantidad de emple-
os en los Q4 y Q2 respectivamente. 

El total de empleos por quintil permi-
te inferir que las entidades con mayor
nivel de ingresos son las que generan
mayor cantidad de empleos en el sec-
tor, ya que los Q4 y Q5 concentran el
77,9 % de los empleos totales brinda-
dos por las entidades, cuestión que se
refleja en la mayoría de las regiones
con excepción de la Patagonia. Las
entidades que presentan mayores
ingresos son las que concentran
mayor cantidad de empleos.

3.4. Estado de situación
económica financiera

En cuanto al balance general (co-
rrespondiente al ejercicio económico
2005) que presenta la actividad eco-
nómica de las 469 entidades del sec-
tor agropecuario, podemos observar
en el cuadro Nº 7 la sumatoria de
activos, pasivos, ingresos y egresos
de las organizaciones censadas13. El
mismo indica una sumatoria total de
activos de $ 5.522.078.284 y 
$ 3.305.877388 de pasivo con un
patrimonio neto resultante de 
$ 2.216.200.896. La sumatoria de
ingresos es de $ 9.180.902.685 y el
resultado de $ 967.536.173. El pro-
medio de rentabilidad de las coopera-
tivas censadas está en el orden del
17,5 por ciento.

Cuadro Nº 6. Total de personal por quintil de ingresos por región

Fuente: INAES, Censo 2007
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AMBA 2.345 9 710 106 1.506 . 14

Interior PBA 2.901 30 783 303 495 1.286 4

Córdoba 2.325 219 83 222 507 1.294 .
Santa Fe 8.284 60 86 314 528 7.191 105
Pampeana
(Resto) 1.747 65 176 170 129 1.207 .

NOA 1.333 125 135 155 63 855 .
NEA 3.035 250 153 194 1.019 1.409 10
Cuyo 646 152 116 101 183 79 15
Patagonia 315 29 127 40 113 . 6

Total 22.931 939 2.369 1.605 4.543 13.321 154

13 Como se puede observar en los cuadros, se trabajó con información válida del 96 % de los casos. 
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El cuadro Nº 8 presenta la distribu-
ción de ingresos entre entidades se-
gún quintiles de ingresos. El mismo
nos permite observar que el 20 % de
las cooperativas concentra el 87 %
del total de ingresos de las entidades
censadas.

En los cuadros Nº 9 y Nº 10 pode-
mos observar el total de activos, pasi-
vos, ingresos y egresos de las entida-
des del sector agropecuario desagre-
gados por región. Dichos cuadros per-
miten observar la participación de
cada provincia o región a la sumatoria
que presenta el balance general de
las entidades contabilizadas.

Con esta distribución podemos
observar el peso económico que pre-
sentan las entidades pertenecientes a
las provincias que integran la región
Pampeana. Las mismas suman acti-
vos por $ 4.326.203.871, pasivos por
$ 2.657.542955 y un patrimonio neto
de $ 1.668.660.916 (75,3 % del patri-
monio neto total de las entidades) con

una facturación de $ 8.132.281.908 y
un resultado de $ 847.537.176 (87,6
% del resultado total de las entida-
des).

Dentro de esta región, las entidades
de la provincia de Santa Fe son las
que presentan mayor peso en la acti-
vidad económica regional, puesto que
su patrimonio neto ronda el 50 % del
patrimonio neto pampeano 
($ 819.417.557) y el resultado de su
balanza comercial el 35 % del resulta-
do total de dicha región 
($ 304.164.226). Le siguen en impor-
tancia las entidades pertenecientes al
Interior PBA y Córdoba, las cuales
presentan patrimonios netos y resul-
tados por ingresos y egresos simila-
res que se aproximan cada una al 
20 % del patrimonio neto total regional
y al 25 % del resultado comercial total
Pampeano. 

A pesar de la superioridad patrimo-
nial y de resultado de la balanza
comercial que presentan las entida-

Cuadro Nº 7. Balance general: activos, pasivos, ingresos y egresos

Total activos $ Total pasivos $ Total ingresos $ Total egresos $
5.522.078.284 3.305.877.388 9.180.902.685 8.213.366.512

Casos válidos 455 451 452 451
Fuente: INAES, Censo 2007.

Cuadro Nº 8. Distribución de ingresos según quintil de ingresos

Total Casos válidos
Quintil de ingresos Q1 3.642.220 90

Q2 59.581.711 91
Q3 245.585.313 90
Q4 881.652.791 91
Q5 7.990.440.651 90
SD . 0
Total Sector 9.180.902.685 452

Fuente: INAES, Censo 2007.
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des de la provincia de Santa Fe res-
pecto del total de las entidades del
país y la región, si hacemos un cálcu-
lo de rentabilidad sobre activos, esta-
bleciendo el porcentaje de ganancia
por cada peso invertido, encontramos
que el margen de rentabilidad de esta
es inferior a las del Interior PBA,
Córdoba y el resto de la región pam-
peana. Con esta ecuación, tanto

Santa Fe como el AMBA presentan
una rentabilidad del 12,4 % y el 
11,2 % respectivamente, mientras
que las otras provincias presentan
una rentabilidad sobre activos de 
30.1 % el Interior PBA, 29,7 %
Córdoba y 25.9 % el “resto de la
región pampeana”.

Cuadro Nº 9. Total activos y pasivos según región

Fuente: Elaboración propia sobre datos de  INAES, Censo 2007.

Cuadro Nº 10. Total ingresos y egresos según región

Fuente: Elaboración propia sobre datos de  INAES, Censo 2007.

Total Ingresos Casos válidos Total Egresos Casos válidos Total
Resultados

Re
gió

n 
ge

og
rá

fic
a

AMBA 23.880.335 7 23.139.833 7 740.502
Interior PBA 1.225.898.267 80 1.007.949.398 79 217.948.869
Córdoba 989.507.061 74 773.996.004 74 215.511.057
Santa Fe 5.018.410.203 97 4.714.245.977 97 304.164.226
P a m p e a n a
(Resto) 874.586.042 35 765.413.520 35 109.172.522

NOA 342.349.246 37 244.567.450 36 97.781.796
NEA 543.773.035 57 528.438.967 57 15.334.068
Cuyo 121.540.281 46 118.169.373 47 3.370.908
Patagonia 40.958.215 19 37.445.989 19 3.512.226
Total Sector 9.180.902.685 452 8.213.366.512 451 967.536.173

Total Activos Casos válidos Total Pasivos Casos válidos
Total

Patrimonio
Neto

Re
gió

n 
ge

og
rá

fic
a

AMBA 6.580.149 7 3.436.063 7 3.144.086
Interior PBA 723.313.091 80 391.947.972 80 331.365.119
Córdoba 724.570.683 74 393.298.231 74 331.272.452
Santa Fe 2.450.107.009 97 1.630.689.452 97 819.417.557
Pampeana
(Resto) 421.632.939 35 238.171.237 35 183.461.702

NOA 367.096.304 38 242.513.358 34 124.582.946
NEA 642.204.689 57 326.896.843 57 315.307.846
Cuyo 124.365.150 47 47.363.582 47 77.001.568
Patagonia 62.208.271 20 31.560.650 20 30.647.621
Total Sector 5.522.078.284 455 3.305.877.388 451 2.216.200.896
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Desde tal perspectiva, fuera de esta
última región se destaca el caso de
las entidades del NOA que cuentan
con una rentabilidad sobre activos
superior a la media de la región
Pampeana (19,6 %). Las mismas
suman activos por $ 367.096.304,
pasivos por $ 242.513.358 y un patri-
monio neto de $ 124.582.946 con
ingresos por $ 342.349.246 y un
resultado de $ 97.781.796, presentan-
do una rentabilidad sobre activos de
26.6 por ciento.

El resto de las entidades que se dis-
tribuyen en las regiones extrapampe-
anas presentan inferiores magnitudes
patrimoniales, de facturación y renta-
bilidad. 

Las del NEA presentan un patrimo-
nio neto de $ 315.307.846 con factu-

raciones por $ 543.773.035 y un
resultado de $ 15.334.068 con el 
2,4 % de rentabilidad. Cuyo cuenta
con un patrimonio neto de 
$ 77.001.568 con ingresos por 
$ 121.540.281 y un resultado de 
$ 3.370.908 con el 2,7 % de rentabili-
dad. Finalmente, las entidades de la
Patagonia suman un patrimonio neto
de $ 30.647.621 con facturaciones
por $ 40.958.215 y un resultado de 
$ 3.512.226 con el 5,6 % de rentabili-
dad.

De este modo, podemos observar
que sólo las entidades pertenecientes
a las regiones del NOA y Pampeana
tienen promedios de rentabilidad que
están por encima de la media estable-
cida en el orden del 17,5 % por la acti-
vidad cooperativa agropecuaria de las
entidades censadas.

Cuadro Nº 11. Rentabilidad cooperativa en la región pampeana

Total Resultados Total Activos Rentabilidad 
en %

Región Pampeana AMBA 740.502 6.580.149 11,2
Interior PBA 217.948.869 723.313.091 30,1
Córdoba 215.511.057 724.570.683 29,7
Santa Fe 304.164.226 2.450.107.009 12,4
Pampeana (Resto) 109.172.522 421.632.939 25,9
Total 847.537.176 4.326.203.871 19,6

Fuente: Elaboración propia sobre datos de  INAES, Censo 2007.

Cuadro Nº 12. Rentabilidad  cooperativa por región

Total Resultados Total Activos Rentabilidad 
en %

Región geográfica Pampeana 847.537.176 4.326.203.871 19,6
NOA 97.781.796 367.096.304 26,6
NEA 15.334.068 642.204.689 2,4
Cuyo 3.370.908 124.365.150 2,7
Patagonia 3.512.226 62.208.271 5,6
Total Sector 967.536.174 5.522.078.284 17,5

Fuente: Elaboración propia sobre datos de INAES, Censo 2007.
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En cuanto al nivel de endeudamien-
to (cuadro Nº 13), la sumatoria de
469 entidades del sector agropecua-
rio presenta una deuda total de $
1.152.179.41714, constituida el 85,7 %
por deuda a la Banca Pública y
Privada. De esta deuda financiera, el
63,4 % corresponde a la Banca
Privada y el 22,2 % a la Banca
Pública. El resto de la deuda se distri-
buye en orden de importancia entre la
parte impositiva y la previsional.

El cuadro Nº14, que presenta los
totales adeudados desagregados por
región y tipo de deuda, permite obser-
var una distribución de deuda similar
a la media general, con algunas
excepciones, tales como el de las
entidades de la provincia de Córdoba
dentro de la región Pampeana y las
de la Patagonia cuya deuda bancaria
pública es superior a la deuda privada
o las del AMBA donde el 100 % de la
deuda bancaria es privada. 

El caso de las entidades del NEA
sobresale por presentar un total de
deuda superior al del resto de las
regiones y provincias, sólo superada
por la totalidad de la Región Pam-
peana (de $ 909.045.129) y, dentro de
ésta, por la provincia de Santa Fe
(cuya deuda representa el 86 % de la
deuda Pampeana). La distribución de
la misma por tipo de deuda muestra
en el NEA un elevado porcentaje de

deuda Impositiva con valores que se
aproximan a la deuda pública banca-
ria (posee el 30 % de la deuda total
Impositiva de las entidades) y una
deuda previsional elevada respecto
del resto de las provincias y regiones
(cuenta con el 25 % de la deuda total
previsional de las entidades).

En el nivel de endeudamiento en-
contramos una posible explicación a
la diferencia en los niveles de rentabi-
lidad observados al interior de la
región Pampeana. Ya hemos indicado
que llama la atención la diferencia
entre las rentabilidades observadas
entre las entidades de la provincia de
Santa Fe y las del Interior PBA y
Córdoba. Estas dos últimas exhiben
rendimientos en el orden del 30 %
mientras que la primera obtiene un
rendimiento de tan solo el 12,4 por
ciento.

Una posible explicación a esta dife-
rencia es que las entidades de
Córdoba y el Interior PBA financian el
54 % de sus activos con pasivos
mientras que las de Santa Fe finan-
cian los suyos con un 67 %. Pero más
notable aún es que, en el caso de las
entidades del Interior PBA, sus pasi-
vos están compuestos sólo un 5 %
por deuda financiera e impositiva y un
95 % por pasivos operativos y en las
de la provincia de Córdoba esta
misma composición es del 19 % para

14 En este caso se trabajó con el 95 % de casos válidos.

Cuadro Nº 13. Endeudamiento total entidades sector agropecuario (principal
actividad económica)

Total Deuda Total Deuda Total Deuda Total Deuda Deuda Total
Impositiva Previsional Banca Pública Banca Privada

Sumatoria 115.990.481 48.643.933 256.430.173 731.114.830 1.152.179.417
Casos válidos 442 442 440 437 448
Fuente: INAES, Censo 2007.
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lo financiero e impositivo y del 81 %
para lo operativo, mientras que los
pasivos financieros de las entidades
de Santa Fe representan casi la mitad
(el 48 %) del total de sus deudas.
Dado que los pasivos operativos
suponen bajos costos de interés y los

financieros e impositivos generan
tasas superiores, esto podría explicar
la notable diferencia de rentabilidad
entre las 3 provincias más destacadas
de la región Pampeana. 

Cuadro Nº 14. Endeudamiento total por tipo de deuda según región

Fuente: INAES, Censo 2007.

Total Deuda
Impositiva

Total Deuda
Previsional

Total Deuda
Banca Pública

Total Deuda
Banca Privada Deuda Total
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AMBA 937.348 5 0 6 0 6 2.102 6 939.450 6
Interior
PBA 3.681.295 75 733.662 76 3.793.195 75 12.301.065 76 20.509.218 77

Córdoba 6.197.907 73 2.479.701 72 48.012.453 71 18.745.569 71 75.435.631 73
Santa
Fe 51.148.563 95 22.999.896 95 129.632.950 96 576.978.140 95 780.759.549 98

Pampea
na
(Resto)

8.185.253 34 2.530.074 34 9.905.319 33 10.780.636 33 31.401.281 34

NOA 7.285.452 36 2.808.317 36 19.106.427 36 55.236.907 35 84.437.104 36
NEA 35.378.519 58 12.921.930 58 38.330.779 57 46.679.548 56 133.310.776 58
Cuyo 1.413.037 47 579.657 47 2.849.675 47 7.440.971 46 12.283.341 47
Pata-
gonia 1.763.109 19 3.590.695 18 4.799.375 19 2.949.890 19 13.103.069 19

Total 115.990.481 442 48.643.933 442 256.430.173 440 731.114.830 437 1.152.179.417 448

Cuadro Nº 15. Comparación de deuda entre tres provincias de la región
Pampeana

Fuente: Elaboración propia sobre datos del  INAES, Censo 2007.
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Santa Fe 2.450.107.009 1.630.689.452 67% 819.417.557 33% 780.759.549 48% 849.929.903 52%

Interior
PBA 723.313.091 391.947.972 54% 331.365.119 46% 20.509.218 5% 371.438.754 95%

Córdoba 724.570.683 393.298.231 54% 331.272.452 46% 75.435.361 19% 317.862.870 81%
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4. Comercialización
agropecuaria 
cooperativa15

Dado que la mayoría de las coope-
rativas priorizan las actividades de
acopio y venta (el 58 %) para brindar
a sus asociados mejores condiciones
de venta de sus productos, los datos
que siguen nos brindan una mejor
dimensión de cuáles son las cadenas
agroalimentarias privilegiadas por las
entidades. 16

Del total de 490 entidades coopera-
tivas y mutuales del sector agrope-
cuario censadas, el 51,2 % realiza
comercialización de productos agrí-
colas. De las entidades que realizan
algún tipo de comercialización de sus
productos agrícolas, el 66,5 % perte-
nece a las provincias que integran la
región pampeana y el resto se distri-
buyen con menor porcentaje en las
demás regiones (NEA 14,3 %; NOA
7,2 %; Cuyo 6,8 %; Patagonia 5,2 %).

En cuanto al tipo de bien agrícola
que se comercializa, de las 251 enti-
dades, en orden de importancia, el
66,9 % comercializaron cereales17, el
63,3 % oleaginosas18, el 25,1 % semi-
llas, el 23,1 % cultivos industriales, el
9,2 % frutales, el 7,6 % hortalizas y
legumbres y el 0,8 % forestales.

De un total de 490 entidades censa-
das, el 31,2 % comercializa produc-
tos pecuarios, es decir, ganado y
otros productos de origen animal. El
60 % de las entidades que comercia-
lizan productos pecuarios se concen-
tra en la región Pampeana, el 13,1 %
en el NEA, el 12,3 % en Cuyo, el 
10,8 % en el NOA y el 3,8 % en la
Patagonia.

El 34,6 % de estas cooperativas
comercializa Bovinos19, mientras que
en mucho menor porcentaje, el 5,3 %
de las entidades comercializa
Porcinos, el 4,6 % Ovinos y otro 4,6 %
Conejos. Respecto de los productos
de origen animal comercializados
podemos decir que el 22,9 % de las

15 Por cuestiones de espacio, en esta edición impresa presentamos una versión reducida del apar-
tado sobre comercialización. La versión completa puede consultarse en la edición electrónica de
esta misma revista en: http://www.iade.org.ar/modules/noticias/article.php?storyid=3409 

16 La información brindada por el Censo presenta, además, datos sobre capacidad de almacena-
miento, producción agropecuaria y agroindustrial, actividades de investigación y desarrollo, ofer-
ta de asesoramiento técnico y de servicios agrícolas.

17 Si comparamos el total de toneladas de trigo comercializado por las entidades con el total de
15.959.580 toneladas de producción en el país durante la campaña 2004/05, obtenemos que las
toneladas de trigo comercializadas por las 168 cooperativas equivale al 16 % de dicho total, mien-
tras que las toneladas de maíz comercializadas equivalen al 11,2 % del total de toneladas de pro-
ducción (20.482.572) durante la misma campaña. Fuente: Ministerio de Agricultura, Ganadería y
Pesca –MAGyP–. Estimación de la campaña de trigo 2004/05. Extraído de http://www.siia.gov.ar/.
Consultado el 18/01/2011.

18 El total de toneladas de soja comercializadas por las 159 entidades equivale al 16,6 % del total
de toneladas de producción de soja en el país durante la campaña 2004/05 (38.300.000 tonela-
das). Fuente: MAGyP. Estimación de la campaña de soja 2004/05. Extraído de
http://www.siia.gov.ar/. Consultado el 18/01/2011.

19 Las 53 entidades que hacen comercialización bovina, vendieron un volumen total de 789.292
cabezas de ganado, lo que equivale al 5,5 % del total de cabezas de ganado bovino faenado en
el país durante 2005. Un total de 14.251.709 cabezas faenadas. Fuente: Ex Junta Nacional de
Granos, Mercados Ganaderos-SAGPyA, Servicio Nacional de Sanidad Animal y Oficina Nacional
de Control Agropecuario. Estimación del total de ganado bovino faenado durante 2005. Extraído
de http://www.siia.gov.ar/. Consultado el 18/01/2011.
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entidades comercializa Leche sin pro-
cesar20, el 18,9 % Miel y subproductos
de la misma y el 8,5 % Productos
Avícolas (carne y huevos). 

Como puede observarse, los pro-
ductos primarios comercializados por
las entidades se encuentran bien dife-
renciados por región. El peso de las
entidades de cada región en la comer-
cialización de cada producto nos per-
mite establecer un mapa de la espe-
cialización de la actividad agropecua-
ria de las cooperativas por región
según el producto que comercializan
mayormente. 

Las entidades de la región Pam-
peana se especializan, fundamental-
mente, en la comercialización de gra-
nos y en productos pecuarios. Cuenta
con el 90 % de las entidades que
comercializan cereales y oleaginosas
y casi el 100 % del volumen total de
granos comercializados por las enti-
dades. Presentan cifras parecidas en
la comercialización de ganado bovino,
porcino, ovino y de conejos, así como
también en los productos de origen
animal como la leche sin procesar y la
miel. Al interior de dicha región, hay
un importante número de entidades
de la provincia de Córdoba que se
especializan en la comercialización
de maní. Lo mismo ocurre con la papa
en el Interior PBA, donde se concen-
tra más del 70 % del volumen total de
papa comercializado por las entida-
des.

Las entidades del NEA se especiali-
zan, fundamentalmente, en la comer-
cialización de una variada cantidad de
cultivos industriales tales como la
yerba mate, el algodón, el tabaco y el

té. Cuentan con casi el 100 % del
volumen total de yerba mate y té
comercializados, el 60 % del algodón
y el 30 % del tabaco (superada única-
mente por las entidades del NOA).
También se destacan en la comercia-
lización casi exclusiva de frutales
como el naranjo y el limón, de hortali-
zas y legumbres como el tomate para
industria y en especies forestales
como el pino. 

Por su parte, las entidades del NOA
se especializan también en la comer-
cialización de cultivos industriales,
tales como el tabaco y el algodón. En
esta región, se comercializa el 70 %
del volumen total de tabaco comercia-
lizado por las entidades del país y el
60 % del algodón. También se desta-
can las entidades que comercializan
papa, aunque con un porcentaje
menor  al presentado por las del
Interior PBA (menos del 30 % del
volumen total comercializado por las
entidades).

Las entidades de Cuyo se dedican,
fundamentalmente, a la comercializa-
ción casi exclusiva del cultivo frutícola
de uva para vinificación y, en segundo
lugar (en cuanto al volumen de
comercialización), en el de olivos para
aceite y aceituna.

Las entidades de la Patagonia se
especializan en la comercialización
frutícola de manzanos y perales, con-
tando con el 100 % del volumen total
comercializado por las entidades en
dichos productos frutales.

Finalmente, cabe destacar que las
entidades de las regiones indicadas
comercializan sus productos agrope-

20 Las entidades que comercializan Leche sin procesar, habrían comercializado un volumen de
1.447 millones de litros, es decir, el 15,2 % del total de leche producida en el país durante el año
2005 (9.500 millones de litros según: MAGyP – Dirección de Industria Alimentaria. Estimación del
total de leche con destino producida durante el 2005. Extraído de http://www.siia.gov.ar/.
Consultado el 09/02/2011).
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cuarios mayoritariamente en el Mer-
cado Interno, privilegiando los circui-
tos comerciales e industriales del
ámbito local por sobre los externos.

5. Reflexiones finales

Las actividades asociadas con el
uso de la tierra se encuentran inmer-
sas en profundas transformaciones
técnicas, productivas y organizaciona-
les, ya que dichas actividades no sólo
se orientan a la producción de alimen-
tos cada vez más sofisticados, sino
que se amplían hacia los biocombus-
tibles y los insumos industriales. Con
estas nuevas demandas, la etapa
agroindustrial transforma materias pri-
mas y desarrolla una amplia logística
de sus relaciones de producción y
comercialización que tienden a es-
tructurarse como redes o cadenas
globales de valor insertas en las acti-
vidades locales productoras de insu-
mos para alimentos, de alimentos ter-
minados o de insumos industriales de
origen biológico como los biocombus-
tibles (Anlló et al, 2010: 10).

En este escenario el sector coopera-
tivo se inserta fundamentalmente
como articulador entre productores e
industrias y entre productores y
empresas proveedoras de insumos y
servicios. El sector cooperativo agro-
pecuario se constituye en un actor
fundamental de apoyo a la producción
primaria en la etapa de comercializa-
ción, puesto que un porcentaje cerca-
no al 60 % de las entidades censadas
realiza actividades de acopio y venta.
En segunda instancia hemos podido
señalar cómo un poco más del 30 %
desarrolla algún tipo de procesamien-
to industrial de sus productos agrope-
cuarios, sobre todo en las actividades
vitivinícolas (vinos y mostosulfitados)
y lácteas (leche y queso), y en menor

medida cultivos industriales y granos,
agregando valor a sus actividades pri-
marias y realizando, en algunos
casos, actividades de investigación
agrícola-ganadera y de desarrollo tec-
nológico.

Si se considera que la mayoría de
las cooperativas privilegian el merca-
do interno por sobre el externo, pode-
mos inferir que se constituyen en un
eslabón fundamental del circuito
comercial e industrial local. En este
sentido, aportan al valor agregado de
las diferentes cadenas productivas
regionales, ofreciendo servicios de
asesoramiento y asistencia técnica a
la producción, de transporte y carga y
garantizando la inserción de produc-
tos en los diferentes circuitos produc-
tivos y comerciales locales e interna-
cionales.

Si bien puede observarse en el sec-
tor agropecuario una tendencia gene-
ral a la agriculturización de la produc-
ción, sobre todo respecto del cultivo
de soja por sus niveles de rentabili-
dad, el sector cooperativo tiende a
mostrar una marcada presencia regio-
nal de acuerdo con las diversidades
productivas presentes en cada región.
A pesar de que en el caso de la pro-
ducción y comercialización de soja
puede observarse cierta presencia en
las regiones extrapampeanas del
NOA y el NEA, esta es ínfima y las
entidades de la región pampeana son
las que participan activamente dentro
de esta cadena productiva. La mayo-
ría de las entidades censadas presen-
ta una marcada línea de impulso a las
economías regionales ofreciendo
alternativas a la oferta de bienes y
productos de cada zona. Las coope-
rativas de la región pampeana se
especializan mayoritariamente en las
cadenas productivas y comerciales de
granos (cereales y oleaginosas) y pro-



121Cooperativismo agropecuario argentino

ductos pecuarios (carne bovina y
leche), las del NOA en los cultivos
industriales como el tabaco y el algo-
dón, las del NEA en yerba mate y te,
las de Cuyo en el cultivo frutícola de
uva para vinificación y de olivos para
aceite y aceituna y la Patagonia en
manzanos y perales.

Las entidades de la región Pam-
peana son las que se insertan en las
tres principales cadenas agroindus-
triales (soja, carne bovina y leche) en
cuanto a su valor agregado. Esto
explicaría la mayor presencia cuanti-
tativa de entidades y asociados en
dicha región (y dentro de ésta en las
provincias de Santa Fe, Buenos Aires
y Córdoba) respecto de las demás,
aunque con mayor peso en la cadena
de soja. El sector cooperativo ha teni-
do un rol histórico menos protagónico
en la actividad ganadera por la fuerte
presencia de la industria frigorífica pri-
vada en el país (Ressele y Silva,
2008), y el menor desarrollo de esta
actividad en el colectivo social que
constituye la base principal de sus
asociados.

A pesar de esta concentración de
entidades en la región Pampeana (de-
bido a su trayectoria histórica y,
actualmente, estimulada por los nive-
les de rentabilidad en la producción y
comercialización de soja en la deno-
minada zona núcleo), puede señalar-

se un fuerte compromiso del sector
cooperativo con el fortalecimiento de
las economías regionales y como
actor fundamental en la comercializa-
ción e inserción de productos prima-
rios de diversa índole en el mercado
interno, potenciando circuitos comer-
ciales e industriales locales. Ya sea
en esta forma indirecta (como nexos
entre productores en industria) o
directamente realizando algún tipo de
transformación de sus productos pri-
marios, el sector cooperativo tiende a
favorecer la producción agroalimenta-
ria nacional.

La importancia del sector cooperati-
vo agropecuario en la generación de
valor debe observarse a partir de las
relaciones productivas y comerciales
que facilita y promueve al interior de
cada cadena y no tanto desde sus
niveles de facturación específicos.
Los niveles de empleos directos e
indirectos que promueve, las facilida-
des organizacionales y técnicas que
brinda a sus asociados, los procesos
directos e indirectos de transforma-
ción de materias primas que genera y
los intercambios productivos, comer-
ciales y tecnológicos que propicia
entre productores, industrias y prove-
edores de insumos y de servicios, son
algunos de los indicadores que se
deben contemplar al evaluar su
importancia y participación en las
cadenas globales de valor.
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Los cambios ocurridos en los
últimos años en el campo del
estudio de la Administración y las
Políticas Públicas han significado
un giro sobre lo que implican los
diferentes modelos de Gestión
Pública. De esta forma, de una
visión administrativista centrada
sobre el análisis jurídico y organi-
zacional, se ha pasado a otra
visión que, enriquecida con ele-
mentos de disciplinas conocidas
como sociales o humanísticas, se
proponen tanto el análisis de su
articulación con otros ámbitos del
todo social, como el estudio de los
actores e intereses involucrados
en su despliegue. 

Vista esta situación, no es de
extrañar que los textos dirigidos al
examen de los enunciados más
generales y abstractos de la ges-
tión pública sean considerados
inescindibles de la discusión polí-
tico ideológica, entendida esta
última como el espacio donde se
dirimen los diferentes modelos de

sociedad que se postula cons-
truir1.

Al partir de este razonamiento es
que el trabajo que a continuación
se presenta establecerá cuáles
son, a juicio del autor, las notas
esenciales de una Gestión
Pública “Nacional y Popular”2.
Para ello, se identifican cuatro
segmentos que parecen marcar
los hitos centrales de esta pro-
puesta política en el tema que nos
ocupa. 

Estos segmentos, se despliegan
bajo la forma de “tesis”, juicios
generales que, se espera, sean
debatidos y perfeccionados por la
militancia política, por el mundo
académico y, fundamentalmente,
por quienes son los encargados
de gestionar los planes y progra-
mas del sector público. Cabe
señalar que para avanzar en más
precisiones sobre estos juicios
generales, es fundamental poder
circunscribir doblemente el objeto
de trabajo/estudio: 

1 Lo que confirma el carácter falaz de la asignación de una cualidad “técnica” a las defi-
niciones que deben darse en el ámbito de la estructuración más general de la admi-
nistración pública. En general, al menos en el ámbito académico y universitario, nadie
sostiene que estas grandes directrices sean un tema neutro desde el punto de vista
político e ideológico.

2 La perspectiva “Nacional y Popular” está compuesta por un corpus de valores, abor-
dajes, conocimiento, relatos no totalmente estructurados, en parte porque siempre fue
un saber plebeyo, que no tuvo como una de sus prioridades alcanzar un estatus filo-
sófico o científico reconocido por los espacios institucionales del establecimiento. A
los fines de facilitar la comprensión del escrito, digamos que cuando hablamos de lo
“Nacional y Popular” estamos pensando en los vectores emancipadores presentes en
los gobiernos de Chávez en Venezuela, Morales en Bolivia, Correa en Ecuador,
Kirchner-Fernández en la Argentina, entre otros. Un análisis al respecto, elaborado
alrededor de las definiciones de populismo, puede verse en los trabajos de Ernesto
Laclau (en especial, “La Razón Populista”, Fondo de Cultura Económica, Buenos
Aires, 2005).
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a) Sobre el proceso político social
en el que se inscriben las polí-
ticas de gestión pública; cuáles
son los actores políticos que
se encarnan, su poder relativo,
su nivel de activación política,
etc. 

b) Sobre el caso concreto; qué
recursos (simbólicos y materia-
les) involucra, cuál es su lugar
en el escenario más general
de la Administración Pública
(Nacional, Provincial o
Municipal), cuáles son las
estructuras estatales con las
que se vincula, etc.

Tanto para clarificar el presente
texto como para mostrar las dife-
rentes posiciones ideológicas, se
contrapondrá la visión nacional-
popular a los enfoques neolibera-
les. Existe una verdadera “diviso-
ria de aguas” en el tema que nos
ocupa. Se trata, claro está, de una
presentación estilizada, un resu-
men extremo -y necesariamente
arbitrario- que busca resaltar los
puntos de tensión entre ambas
vertientes.

De todas formas, quiere remar-
carse que no se busca con esta
comparación demostrar la mayor
vigencia de un enfoque en compa-
ración con el otro, sino más bien
establecer, con algún grado de
sistematicidad, la forma en que
cada propuesta política se corres-
ponde con ciertos enfoques de
gestión pública. Si esto se logra,
se podrá reorientar un debate que
tiene equívocos: en muchos
casos los puntos de tensión se ori-

ginan más en los presupuestos
teóricos y valorativos que en las
alternativas de gestión que se pro-
ponen desde cada uno de estos
campos. 

Remarquemos que ninguno de
los dos enfoques da garantías de
consistencia interna y eficacia y
eficiencia de la administración. El
autor está tentado de decir que
cuando las políticas de gestión
pública expresan fracciones
sociales y económicas dinámicas,
tendrán más posibilidades de des-
plegarse de forma virtuosa, mien-
tras que actores parasitarios o en
descomposición inducen políticas
signadas por la ineficiencia y la
corrupción. Sin embargo, cuando
se analizan casos concretos sur-
gen otros elementos igualmente
determinantes originados en los
intersticios de la coyuntura políti-
ca, en la historia organizacional,
en las condiciones de gobernabili-
dad, en el desempeño individual,
en el azar…

Introducción: un enfoque
situado

El punto de vista Nacional
Popular tiene una perspectiva
situada desde el punto de vista
histórico y geográfico. Hace cen-
tro en nuestro país como parte de
una nación en construcción 
-América latina- cuyo proceso his-
tórico puede leerse en clave de
alcanzar su plena autonomía y de
superar los desequilibrios de su
estructura social.
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Se trata de un espacio que la
visión nacional y popular asume
como en desarrollo3, con marca-
dos desequilibrios políticos, eco-
nómicos y sociales: asimetría
entre el poder regulador del sector
público y los segmentos más con-
centrados de la economía, agu-
das desigualdades territoriales,
funcionamiento restringido de su
institucionalidad (para las formas
y estándares canonizados por el
establishment), bolsones de mar-
ginalidad social, sobredimensión
del poder relativo de fracciones
del capital internacionalizadas,
debilidad de los encadenamientos
productivos, etc. La situación peri-
férica y la dinámica del capitalis-
mo mundial, como así también las
tensiones que se generan en su
propio territorio, alimentan ten-
dencias hacia la reproducción de
estos desequilibrios.

A partir de este diagnóstico, no
es difícil colegir cuál es, para el
enfoque Nacional-Popular, el ob-
jetivo último de la actividad políti-
ca en general y de la acción del
Estado y la Administración Pú-
blica en particular: salir de la situa-
ción de subdesarrollo.

Esta voluntad de cambio y trans-
formación tienen un sentido defini-
do por dos estrategias centrales: 

a) Procesos de modernización y
desarrollo socioeconómico,
que permitan otro tipo de diná-
mica interna y de relación con
el mundo. 

b) Acciones tendientes a superar
los desequilibrios sociales, con
especial énfasis en la tarea de
operar sobre los bolsones de
pobreza y marginalidad como
así también de reducir los des-
niveles en la asignación del
ingreso.

Estos dos objetivos se conside-
ran estrechamente relacionados:
sólo una sociedad que haya supe-
rado sus desequilibrios sociales
puede desarrollarse; sólo a través
del desarrollo pueden superarse
los desequilibrios sociales.

A estos supuestos generales, se
le contrapone otra perspectiva,
conocida como “neoliberal” que
postula un conocimiento univer-
sal: sus fórmulas y recetas son
válidas para todo tiempo y lugar.
En sus versiones más rudimenta-
rias, suele formular como piedra
de toque de todo su programa de
gobierno la construcción de insti-
tuciones -poder judicial y adminis-
tración pública- que sostengan el
funcionamiento de los mercados.
De esta forma, a los mercados
concurrirían ciudadanos libres e

3 Existen diferentes conceptos para abordar este tipo de sociedades: “en transición”,
“pobres”, “de desarrollo intermedio”, “del tercer mundo”, etc. Sin tomar posición sobre
las importantes implicancias de cada una de ellos, hablaremos de “subdesarrolladas”
para enfatizar sus desequilibrios y diferencias cualitativas frente a las sociedades
“desarrolladas” (principalmente, las correspondientes a Europa Occidental, Estados
Unidos, Canadá y Japón).
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iguales a los que la competencia
haría sacar la mayor productivi-
dad de sí. Adicionalmente, la pro-
pia dinámica de los mercados, iría
ampliando el círculo de acceso,
goteando crecientes recursos
hacia una porción cada vez mayor
de la población.

La visión nacional popular sos-
tiene que los elementos que confi-
guran el desarrollo -creación de
más riqueza acompañada de nue-
vos y más complejos roles socia-
les, incorporación de tecnología,
distribución de riqueza, etcétera-
no surgen sin más del automatis-
mo de mercado, sino que precisan
de una serie de acciones dirigidas
y conscientes que, entre otros fac-
tores y elementos, involucran al
Estado y la Administración Públi-
ca. De la forma en que juega ese
papel el sector público, es que tra-
tan las cuatro tesis que desarrolla-
mos a continuación.

TESIS 1. Nunca se 
gestionan casos 
corrientes (qué realidad
estamos dispuestos a ver)

La gestión pública plantea, en
casi todos los casos, situaciones
originales, donde la aplicación de
procedimientos preestablecidos
de manera automática es el cami-
no más directo hacia el fracaso.
No se dice nada nuevo cuando se
sostiene que el diseño y procesa-
miento de las políticas públicas
deben partir del análisis concreto
de una situación concreta, orien-
tada hacia un fin específico. 

Los elementos conceptuales,
vitales, imprescindibles para orga-
nizar el caos de datos que pre-
senta la realidad y diseñar un pro-
grama de acción, no tienen que
superponerse y desfigurar la lógi-
ca interna del proceso o estructu-
ra sobre el que se quiere operar.
Si bien toda intervención se hace
desde algún lado, debe tomarse
en cuenta que nuestra visión,
nuestros valores, nuestros intere-
ses, pueden no ser los más ade-
cuados para hacer que nuestro
objeto de trabajo alcance los obje-
tivos que nos trazamos. 

¿Qué hacer para superar este
problema? Hay múltiples recetas
que van desde las originadas en
la Antropología hasta las que se
emparentan con análisis de la
Ciencia Política, pasando por el
Derecho, la Administración y la
Sociología; como en todo lo rela-
cionado con la función pública, no
hay un mecanismo a priori de
vigencia universal. La recomenda-
ción más común es la de trabajar
en sucesivas soluciones de com-
promiso, donde la flexibilidad y la
consistencia metodológica se van
dosificando hasta alcanzar un
óptimo… que puede variar en la
siguiente etapa.

Lo dicho -una verdad de Pero-
grullo que excede el ámbito de la
Administración Pública- no debe-
ría ameritar comentario alguno si
no fuera porque es bastante
común encontrar contraejemplos
que no la toman en cuenta. De
esta forma, es común ver cuadros
técnicos formados en conceptos
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que son válidos para contextos
ajenos al que se trabaja, que
desechan como “ruido” todos los
elementos que no se ajustan a lo
que indica el último grito de la
moda académica4. ¿Qué fueron
sino los planes en serie desarro-
llados al amparo del “Consenso
de Washington” que asolaron a
buena parte de los países subde-
sarrollados desde Europa del Este
hasta América latina?

En este sentido, las propuestas
del espacio nacional popular en
general se han planteado trabajar
sobre la experiencia concreta5 y
han hecho la crítica de recetas
que, originadas generalmente
más allá de nuestras fronteras,
eran aceptadas casi como fórmu-
la mágica.

Así, la visión Nacional Popular,
con su énfasis en el desarrollo
endógeno y su confianza en las
fuerzas propias, tiene una mayor
posibilidad de esquivar la trampa
de los que quedan cegados por la
teoría en boga recién desembar-
cada de Francia, Estados Unidos
o cualquier otro polo de endiosa-
miento exterior. 

Lo que se ha sostenido en estos
últimos párrafos es también válido

para el uso de las tesis que esta-
mos comentando. Quede claro,
entonces, que las mismas se pro-
ponen como grandes guías de
acción, como puntos de partida
para el despliegue de políticas
públicas consistentes con una
accionar nacional y popular, pero
que siempre, para el decisor polí-
tico, para el funcionario, para el
militante, el accionar óptimo será
una encrucijada entre objetivos,
su microcosmos de relaciones y la
perspectiva ideológica (y no hay
recetas para llegar a ese óptimo).

TESIS 2.: ¿Qué papel para la
Administración Pública?
(Por qué y cuándo
interviene el Estado)

La posición Nacional y Popular
sostiene que los desequilibrios
económico sociales de la socie-
dad subdesarrollada sólo pueden
superarse a partir del accionar del
Estado.

Se piensa en una intervención
que no sea neutra (en rigor de
verdad nunca lo es), sino más
bien constructiva - regeneradora,
que cree condiciones materiales
para la superación del desequili-

4 Remite al clásico de Guillermo O’Donnel: Lo que no entra en el esquema tecnocráti-
co “… es ’ruido’ que un tomador ‘racional’ de decisiones debe tratar de eliminar de su
cuadro de atención. El tejido de la realidad social es radicalmente (en algunos casos
uno tal vez debería decir “brutalmente”) simplificado…” (Modernización y autoritaris-
mo, Paidos, Buenos Aires, 1972: 95)

5 El estaño como método de conocimiento, decía el inolvidable Arturo Jauretche, para
referir a los que observaban la realidad de primera mano -acodados en los mostrado-
res de estaño- por oposición a quienes la filtraban de acuerdo con el último libro de
moda (El medio pelo en la sociedad argentina, Peña Lilo, Buenos Aires 1967: 5 y ss). 
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brio en cuestión a la vez que refor-
mula el escenario político social
que lo genera. 

Lo dicho implica una visión dife-
rente de la subsidiariedad del
Estado. En el caso Nacional Po-
pular, la presencia de la adminis-
tración pública (intervención,
extensión, profundidad) depende
en primer lugar de la evaluación
política, en términos de capacidad
de operar y variar, en el sentido
que se busca, la situación en
cuestión. Igualmente importante
es la ecuación costo – beneficio,
en términos de utilización de
recursos fiscales, simbólicos,
organizacionales y políticos, que
suelen ser ultraescasos

Dicho de forma directa: para el
punto de vista Nacional y Popular
el nivel de intervención es una
variable dependiente de los objeti-
vos y de la correlación de fuerzas:
se interviene cuando se busca
cambiar un escenario político en
un ámbito relevante y tal cambio
no involucra recursos que tendrí-
an mayor productividad en otro
terreno.

Nótese la distancia de estos pos-
tulados o lo diferente que es esta
perspectiva frente a la posición
neoliberal. La subsidiariedad, en
este caso, implica que el Estado
debe actuar solamente en última
instancia, porque siempre la falla
de Estado es más perniciosa que

la falla de mercado. Esto implica
apostar, como tendencia, a un
Estado gendarme (“que proteja
las instituciones mercantiles y
evite distorsiones”, dirán los neoli-
berales, “que proteja los privile-
gios”, diremos desde el abordaje
nacional popular).

En síntesis: el Estado es una
herramienta vital para superar
desequilibrios que reproduce el
subdesarrollo. Es más, tal vez las
jornadas más distinguidas de las
administraciones Nacionales y
Populares han sido aquellas en
las que se han creado / potencia-
do / re estructurado actores socia-
les populares6. 

Ahora bien, la utilización de los
recursos estatales -simbólicos y
materiales- se hace en función de
cuidar su carácter escaso y de no
debilitar su posición como un
todo. Remarcamos este último
aspecto porque existe la tentación
de hacer jugar a la Administración
Pública en todos los escenarios al
mismo tiempo -son tantas las
necesidades y parece tan fácil
hacer que el Sector Público inter-
venga- y este puede ser el camino
más rápido para debilitar la posi-
ción del Estado en el escenario
político global. 

6 El conjunto de políticas de protección del trabajo y fomento de la sindicalización que
comenzó a tejerse en 1944 en derredor de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social.
La red institucional de revalorización de las comunidades y pueblos originarios en
Bolivia a partir de 2005.
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TESIS 3. ¿Cuánto poder
para el Estado?
(Capacidad de actuar y
límites en el Sector
Público) 

Las experiencias históricas de
gobiernos de signo Nacional y
Popular muestran una predisposi-
ción hacia el incremento del poder
del Estado en términos de su
capacidad para incidir sobre la
marcha de los asuntos de la
sociedad. La concentración del
poder tiene su vértice en el gabi-
nete del Poder Ejecutivo -donde
hay una tendencia hacia gabine-
tes más compactos- y trata de lle-
gar a todos los órdenes del
Estado: las oficinas de la
Administración Pública actúan
más cercanas a las direcciones
políticas, la articulación con el
poder legislativo busca una coor-
dinación más estrecha, las des-
centralizaciones -del Banco
Central, de empresas públicas o
de organismos del Estado- son
vistas como espacios donde se
puede obstaculizar la capacidad
operativa o de planificación del
poder centralizado.

Esta situación es consistente
con el lugar del Estado en el pro-
grama nacional popular: un instru-
mento potente al servicio de la
construcción de una nueva socie-
dad. En este sentido, las instan-
cias que lo limitaban eran vistas (y
así muchas veces ocurrió) como
espacios donde podían agruparse
los actores opositores al proyecto
popular.

En sentido contrario, el punto de
vista neoliberal pondrá énfasis en
la capacidad de control y el con-
trapeso entre instituciones estata-
les, como forma de limitar su
capacidad de “distorsionar” los
procesos económico-sociales o
de limitar las libertades individua-
les, aunque esto tenga el costo de
bajar la eficacia del sector públi-
co7. 

Dicho en tono de consigna: las
limitaciones buscan evitar que el
Estado termine con los privilegios
de los poderosos (según se sos-
tiene desde la tradición nacional
popular); la falta de límites exacer-
ba situaciones de clientelismo y
autoritarismo (sostienen los neoli-
berales)8.

7 Es paradojal que esta crítica hacia la potencial peligrosidad del Sector Público se haya
exacerbado en el último tramo del siglo, cuando es claro que el Estado ha perdido cen-
tralidad en la vida social (y se ha reducido considerablemente el espacio para regíme-
nes totalitarios).

8 Por supuesto que se habla de tendencias e interpretaciones en derredor del respeto
de las leyes y la constitución. En este sentido, es de destacar que los gobiernos nacio-
nal populares siempre fueron respetuosos de la constitución y los procesos electora-
les, mientras que casi todas las dictaduras del subcontinente tuvieron el auspicio de
los sectores liberales, incluyendo el apoyo explícito de las masacres que ellas gene-
raron. En el caso argentino, habría que agregar lo sugestivo que resulta la benevolen-
cia con que fue tratado el decisionismo del gobierno del Dr. Menem para llevar ade-
lante el programa neoliberal, sobre todo si se lo compara con las exorbitantes acusa-
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Tesis complementaria. La
cuestión territorial
(Federalismo y 
descentralización en clave
nacional y popular)

Un elemento especial de estos
procesos de aglutinación de poder
estatal se encuentra en el caso de
la organización federal del Estado
y la consecuente articulación de
los tres ámbitos que prevé la orga-
nización institucional argentina:
Nación, Provincias y Municipios. 

En este sentido, es dable recor-
dar las múltiples intervenciones
federales de los gobiernos de
Hipólito Yrigoyen y de Juan
Domingo Perón y el alto grado de
centralización con la que ambos
movimientos nacionales organiza-
ron la representación territorial en
sus respectivos partidos.

Si bien las instancias de centrali-
zación del poder mantienen plena
vigencia, las transformaciones
ocurridas en las últimas décadas
ha generado otra perspectiva
desde los gobiernos nacional
populares hacia el tema territorial.

En efecto, a partir de la fragmen-
tación social y económica, el debi-
litamiento de la redes instituciona-
les que sostenía la sociedad de
mediados del siglo XX -la fábrica,
el partido, el sindicato- se han roto
muchas de las vías de articulación
alrededor de las cuales se estruc-
turaba, tradicionalmente, el sujeto
popular. 

En la idea de reconstituir redes
en donde los sectores populares
se expresen políticamente, ha
ganado importancia la dimensión
territorial de la construcción políti-
ca. En esta dimensión se unen la
multiplicidad de elementos en que
ha quedado fragmentada la socie-
dad a partir del ajuste estructural,
impulsa una impronta descentrali-
zadora sobre el accionar del
Estado. 

En la Argentina existe otro ele-
mento que ha hecho revalorar la
cuestión federal en la perspectiva
Nacional y Popular: la construc-
ción de un patrón territorial de
multipolaridad regional.

En nuestro país, a partir de la
Organización Nacional, la Pampa
Húmeda en general y Buenos
Aires en particular fueron los ejes
del desarrollo productivo; romper
con esta centralidad territorial pre-
cisa de grados de autonomía
regional en la estructura político
administrativa.

Esta forma de abordar la des-
centralización es diferente de la
que se plantea en la perspectiva
neoliberal. En ésta, prima la visión
de la estructura Administrativa del
sector público que puede gastar
de manera más eficiente por cer-
canía con los “clientes” o por com-
petencia entre Estados subnacio-
nales para atraer habitantes que
migren hacia los territorios más
eficientes (conocido como “votar
con los pies”). En lo político, el

ciones de autoritarismo -se los ha llegado a comparar con Hitler y Stalin- hacia los
gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández.
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sustento de la idea federal tiene
que ver con la idea de contrape-
sos y balances de poder; otra divi-
sión de poderes además de la que
son clásicas en la república (eje-
cutivo, legislativo y judicial).

La idea nacional popular prioriza
otras cuestiones: cómo las instan-
cias provinciales y municipales
sirven para estructurar al sujeto
popular, de qué forma se encuen-
tra un lugar para todos los actores
regionales en el proceso de des-
pliegue del proyecto nacional9. 

TESIS 4. Los sujetos del
despliegue estatal (las
fuerzas sociales que
sostienen al Sector
Público)

El Estado y la Administración
Pública resumen y expresan la
discontinuidad y fragmentación
social del subdesarrollo10. Frente a
ella, un gobierno que exprese la
ideología nacional popular, y que
por lo tanto se plantee transformar
este escenario, buscará extremar
la autonomía relativa de las insti-

tuciones estatales a los fines de
que éstas puedan operar sobre
las causas estructurales del atra-
so. Para ello construirá alianzas
con actores sociales, las que
deben dar el piso de gobernabili-
dad y gobernanza que permitirá el
despliegue de políticas públicas
en tal sentido.

Ahora bien, ¿quiénes son los
actores sociales que sostendrán
la construcción estatal? 

En primer lugar, las organizacio-
nes populares en general, aque-
llas que marcan la dinámica más
importante de todo el proceso
político. Con esto, volvemos a lo
sostenido en la Tesis 2, cuando
hablamos de la importancia en la
creación / potenciamiento / re
estructuración de actores socia-
les.

Dentro de los actores populares,
párrafo aparte merece el caso de
las organizaciones de empleados
públicos. En el tema que nos
ocupa ellos son un elemento cen-
tral de la implantación del nuevo
modelo de gestión pública, ya que
sus intereses están en consonan-

9 De esta diferente perspectiva se corresponden dos formas de entender las políticas
económicas regionales: la idea nacional popular es la de políticas de fomento regio-
nal hacia la convergencia en el nivel de desarrollo; el abordaje neoliberal responde
con el modelo mercantil (los rendimientos decrecientes de la inversión llevarían a
localizarla en territorios menos desarrollados, en donde hay una menor asignación de
capital y, por ende, mayor tasa de retorno).

10 La articulación entre Administración Pública, Estado y Sociedad es uno de los puntos
centrales de la teoría del Estado, tema que excede los límites de este trabajo. Muy
brevemente comentamos que, en las posturas que se desarrollan en este trabajo, se
encuentra una visión que considera que, en determinadas condiciones, existen gra-
dos de autonomía del Estado frente a la sociedad. Esta posición tiene puntos de con-
tacto con la que sostiene Oscar Oszlak en su trabajo La formación del Estado argen-
tino (Editorial Belgrano, 1982, Buenos Aires).
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cia con los del gobierno nacional
popular, al menos en lo que hace
al mayor poder para el Estado.

El otro actor que sostendrá la
construcción estatal estará forma-
do por aquellos sectores producti-
vos que, actuación del Estado
mediante11, serán el germen de
una nueva lógica en el funciona-
miento de la economía. 

En resumen: los actores popula-
res son los interlocutores privile-
giados del Sector Público y una
alianza de tipo desarrollista da el
soporte clave al despliegue de las
políticas públicas. 

Detrás de estos razonamientos
existen, como en los casos de las
otras tesis, agudas diferencias
con las posiciones neoliberales. 

Para esta posición no son rele-
vantes los agrupamientos de ciu-
dadanos; sólo existen contribu-
yentes que se relacionan indivi-
dualmente con el Estado12. En
segundo lugar, estos abordajes
tienden a ver a las políticas públi-
cas como una cuestión de gabine-
te, que define prioridades y asigna
recursos de acuerdo con variables
técnicas derivadas de la legisla-
ción. En tercer lugar, las posicio-
nes neoliberales critican las políti-
cas de incentivo de segmentos de
la economía, ya que considera al
mecanismo mercantil como la
mejor herramienta tanto para la

asignación de recursos como para
el disciplinamiento de actores
sociales. 

Una aclaración final acerca de la
construcción de la articulación
entre la Administración Pública y
los actores aliados al gobierno
nacional popular. En este caso, la
necesidad de una férrea conduc-
ción política tiene que ver con la
capacidad de superar intereses
corporativos y sostener sistemas
eficaces y eficientes en el diseño,
gestión y control de políticas públi-
cas. No podemos olvidar que en la
historia reciente se han observado
muchas situaciones de pujas de-
sordenadas que terminan licuan-
do la capacidad de gestión del
Estado, terminando todo en un
escenario bastante parecido a
una caótica lucha por el botín. 

Adenda. El quinto frente (la
capacidad de gestión tam-
bién es importante) 

Lo dicho hasta aquí, la preemi-
nencia de lo político, no implica
desmerecer la importancia de la
esfera administrativa, de lo que
vulgarmente se conoce como
“ámbito técnico”. 

Qué duda puede haber sobre
ello, si no han sido pocas las polí-
ticas que se han frustrado por su
mal diseño o planificación, por la

11 Nos referimos a las típicas políticas desarrollistas -promoción, subsidio, protección
arancelaria, financiamiento, garantía de compra o abastecimiento, etc.-, que apalan-
can el despliegue de nuevos sectores y generan nuevos encadenamientos.

12 Nótese lo funcional que es esta postura para mantener un cierto orden social caracte-
rizado por la asimetría de poder: igual trato a desiguales.
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fricción por gestión, o directamen-
te, por incapacidad del aparato
administrativo. Esto es necesario
remarcarlo pues ha habido
momentos en que al espacio
nacional popular no se le ha dado
toda la importancia que merece.

En síntesis: si bien subordinadas
a las definiciones más generales
de gestión pública, el ámbito
administrativo es un espacio
importante a la hora de pensar en
la acción del Estado
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Introducción1

En general, los diagnósticos existen-
tes sobre la industria naval ponen el
acento en los problemas de financia-
miento y en la inadecuada legislación
pero no se identifican problemas
micro y mesoeconómicos que son
también clave. Uno de esos proble-
mas, el de la competitividad, tiene
mucho que ver con las capacidades
de la industria naval argentina para
incorporar y generar nuevo conoci-
miento. 

Este trabajo se centra sobre exami-
nar dos elementos esenciales para
generar conocimiento en la industria
naval: competencias y vinculaciones.
El examen de ellas se enmarca en un
área de la investigación en ciencias
sociales que considera que la crea-
ción de conocimiento es parte insepa-
rable del desarrollo económico y que,
a su vez, la creación de conocimiento
al interior de las firmas es un comple-
jo proceso que se apoya sobre com-
petencias y vinculaciones. 

Desde este punto de partida, el tra-
bajo caracteriza el patrón de compe-
tencias y de vinculaciones de los asti-
lleros relevados.2 En particular se fun-
damenta sobre las competencias res-
pecto a un pequeño grupo de dimen-
siones: calidad (control de procesos,
cultura hacia la calidad y herramien-

tas para la mejora y la innovación),
organización del trabajo (competen-
cias requeridas a los trabajadores,
grado de flexibilidad y tareas realiza-
das por el personal operativo) y exis-
tencia de grupos de I+D. En cuanto a
las vinculaciones, se analiza el núme-
ro y calidad de las vinculaciones con
agentes comerciales, con institucio-
nes empresarias y con entes estata-
les, de educación y de ciencia y tec-
nología.

El artículo tiene por objeto brindar
una contribución al interdisciplinario
campo de la economía de la innova-
ción al mismo tiempo que persigue
avanzar en un más ajustado diagnós-
tico de la industria naval argentina.

Tres grandes preguntas guían este
trabajo:

¿En qué medida el nivel de las com-
petencias se asocia con ciertas carac-
terísticas estructurales de las firmas
(como el tamaño)?

¿En qué grado las competencias
son sistémicas? Esto es, ¿en qué
medida aquellas empresas que se
destacan en algún conjunto de com-
petencias también tienden a hacerlo
en otras?

¿Qué relación hay entre competen-
cias y vinculaciones? ¿Aquéllas
empresas con más y mejores vincula-
ciones son también aquellas de
mayores competencias?

1 Este artículo es parte de un proyecto de investigación sobre la industria naval completado por
la Universidad Nacional de General Sarmiento (UNGS), el Programa Área (Mar del Plata) de la
OIT, y la Univ. Nac. de Mar del Plata. Contó con el acompañamiento y apoyo de las siguientes
instituciones: la Federación de la Industria Naval, FINA, y todas las cámaras que la integran;
CACEL y ABIN (http://encuesta-naval.blogspot.com . El estudio sobre la industria naval es parte
de un proyecto más amplio sobre sistemas productivos y conocimiento que contó con el finan-
ciamiento del Programa de Investigación sobre Economías del Conocimiento en América Latina
y el Caribe, FLACSO, México-CIID, Canadá. También se financió con aportes de la misma
UNGS y de la Organización Techint (http://continentedigital.net ). Se agradece muy profunda-
mente la información brindada por las empresas navales contactadas.

2 La metodología y el esquema de análisis fueron desarrollados por Gabriel Yoguel y otros inves-
tigadores para el análisis de tramas productivas (véase, por ejemplo, Yoguel y otros 2004).
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El trabajo tiene cinco partes. En la
primera se discuten algunas cuestio-
nes generales referidas a las compe-
tencias y a las vinculaciones. En la
segunda se hace una descripción de
la industria naval en la Argentina y de
su historia reciente. En esa sección se
presenta el panel de astilleros releva-
dos. En la tercera parte se analizan
las competencias de las firmas. En la
cuarta se hace una caracterización
del patrón de vinculaciones de las fir-
mas encuestadas. La quinta y última
parte resume y sintetiza los principa-
les resultados expuestos e identifica
algunas cuestiones referidas a las
políticas para el sector.

1. Competencias y 
vinculaciones 

Este trabajo se enmarca en un área
del conocimiento donde confluyen
diversas disciplinas como la econo-
mía de la innovación, la geografía
económica y los estudios sobre el
desarrollo económico en los niveles
local y regional, entre otros (Lundvall
y Maskell 2000; Lundvall 2009). Se
trata de un conjunto de estudios que
considera que la creación de conoci-
miento es parte inescindible del desa-
rrollo económico y que, a su vez, la
creación de conocimiento es un com-
plejo proceso que se apoya sobre
competencias y vinculaciones (Yoguel
y otros 2008). Así, una parte sustan-
cial del conocimiento útil para empre-
sas e instituciones es creado en la
interacción que puede tener lugar
tanto al interior de las organizaciones
como entre ellas. Al mismo tiempo, la
capacidad para generar esas interac-
ciones y para aprovecharse de ellas
depende muy fuertemente de las
competencias que tengan las mismas
organizaciones. 

En términos muy básicos, una com-
petencia es la habilidad para llevar a
cabo exitosamente una tarea específi-
ca, una acción o una función. La idea
de competencias fue originalmente
desarrollada en el nivel del puesto de
trabajo y el término que se utilizó fue
“competencias laborales”. La biblio-
grafía dedicada a la gestión de nego-
cios tomó esta idea y la aplicó al nivel
de la empresa o del equipo de traba-
jo. El artículo más conocido y que
además trascendió más allá del ámbi-
to de las investigaciones en negocios,
es el de Prahalad y Hamel (1990) “La
competencia central de la corpora-
ción”. La misma idea de que hay cier-
tas competencias que son centrales
para el funcionamiento y la supervi-
vencia de una empresa supone una
visión no determinista de la trayecto-
ria de la firma, más allá de ciertas
condicionantes estructurales. Poner el
acento en la importancia de las com-
petencias es señalar que, con la
misma dotación de activos fijos, dos
empresas, a partir de una diferente
gestión de sus competencias, pueden
construir una trayectoria muy distinta
en el tiempo. Y esta es una idea que
conecta claramente a los economis-
tas evolucionistas con una parte de la
bibliografía de gestión de los negocios
(Nelson 1991). 

La idea de vinculaciones y su impor-
tancia tiene una larga tradición en la
bibliografía económica, de los nego-
cios y de la geografía económica (por
ej. en la idea de Hirschman 1958,
sobre los encadenamientos producti-
vos). Tener en cuenta las vinculacio-
nes que conectan a una firma con
otras y con diversas instituciones
supone subrayar la importancia del
sistema productivo (Fredriksson y
Lindmark, 1979) y de la interacción
(Nonaka y Takeuchi, 1995) para



138 realidad económica 260  16 de mayo/30 de junio de 2011

aumentar las competencias de una
firma y su capacidad de incorporar
nuevo conocimiento. 

En un grupo específico de firmas, el
desarrollo de competencias y el
patrón y características de las interac-
ciones están determinados, en gran
parte, por el modo de funcionamiento
y las características del sector
(Malerba y Orsenigo 1997). De allí
que nuestra investigación haya pues-
to énfasis en caracterizar a la indus-
tria naval y en recolectar información
acerca de las paticularidades y del
contexto sectorial. Evidentemente, en
el proceso de generación de compe-
tencias y vinculaciones también tie-
nen una importancia central tanto el
sistema productivo nacional como el
sistema productivo local y, dentro de
ellos, el conjunto y características de
los elementos que conforman el siste-
ma nacional de innovación y los seg-
mentos locales y regionales más
estrechamente relacionados con la
industria naval. A través de otras acti-
vidades de recolección de informa-
ción primaria y secundaria se han
obtenido datos sobre estos aspectos.

2. La industria naval en la
Argentina: principales 
características

En esta sección hacemos una breve
presentación de las principales carac-
terísticas de la industria naval (una
descripción más amplia en Calá y
otros 2008 y en las fuentes que allí se
citan). 

Industria naval liviana y
pesada

De acuerdo con el Clasificador
Nacional de Actividades Económicas
(CLANAE), la actividad naval com-
prende la construcción y reparación
de embarcaciones y de estructuras
flotantes para la navegación marítima,
costera y fluvial, incluso la fabricación
de secciones o componentes de
embarcaciones. A su vez, dentro de la
industria naval se distinguen dos
grandes segmentos en función del
tipo de embarcación fabricada: la
industria naval pesada y la industria
naval liviana (industria naval: cod. 351
del ClaNAE-97, véase, INDEC 1997). 

La primera de ellas engloba a
empresas dedicadas a la construc-
ción, acondicionamiento y reparación
de embarcaciones de gran porte
generalmente utilizadas como bienes
de capital por otros sectores.
Ejemplos de este tipo de embarcacio-
nes son los buques de guerra o defen-
sa, los barcos para el transporte de
mercancías3 y de pasajeros, los pes-
queros, los remolcadores, las dragas,
las plataformas petroleras, las embar-
caciones auxiliares y los artefactos
navales (grandes boyas, diques y
muelles flotantes, etc.). La industria
naval pesada forma parte también de
la industria metalmecánica dado que
su principal materia prima es el acero,
precisamente la chapa naval. En
muchos casos, los astilleros, particu-
larmente los más grandes, cuentan
con la maquinaria y el conocimiento
necesarios para satisfacer demandas
de la industria metalmecánica pesada
en general. 

Por su parte, la industria naval livia-
na se conforma con empresas dedica-

3 Los buques para el transporte de bienes pueden llevar mercancías a granel -minerales, granos,
maderas-, combustibles -líquidos o gaseosos- o contenedores.
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das a la construcción, acondiciona-
miento y reparación de embarcacio-
nes para la recreación y el deporte. A
diferencia de la subrama pesada, que
produce bienes de capital, la industria
liviana está orientada, en gran medi-
da, al consumidor final. En esta indus-
tria se producen y reparan veleros,
cruceros, lanchas, kayaks, canoas,
motos acuáticas y gomones, entre
otros. En general, se trata de embar-
caciones construidas sobre la base de
resinas plásticas y fibra de vidrio, aun-
que también las hay de madera y alu-
minio. La diferencia entre la industria
pesada y liviana respecto de la mate-
ria prima es importante dado que ello
implica procesos productivos, requeri-
mientos de capital, instalaciones y
personal,  completamente distintos.  

Las configuraciones de las ramas
liviana y pesada guardan ciertas dife-
rencias. La primera de ellas es relati-
vamente atomizada y engloba a un
conjunto de aproximadamente 220
unidades, la gran mayoría de ellas
micro (menos de 5 ocupados), peque-
ñas y medianas empresas. La rama
liviana se localiza mayormente en los
partidos de San Fernando y Tigre
(provincia de Buenos Aires), aunque
hay empresas de esta rama en otros
lugares del país. Por su parte, en la
industria naval pesada conviven fir-
mas de tamaños muy disímiles.
Dentro de ella pueden identificarse
media docena de astilleros con gran
capacidad productiva (las empresas
estatales Astilleros Río Santiago,
Domecq García y Tandanor, y las pri-
vadas Astillero Corrientes, Mestrina,
Coserena, y Servicios Portuarios
Integrados), un pequeño grupo de
astilleros medianos y pequeños (qui-

zás una veintena) y un conjunto de
algo más de 120 talleres navales.4

Gran parte de la rama pesada se loca-
liza en la Ciudad de Buenos Aires, en
Ensenada, en Mar del Plata, en la
Patagonia y en el norte del conurbano
bonaerense. 

En su conjunto, gran parte de la
industria naval se ubica en distintos
puntos de la costa de la provincia de
Buenos Aires y en la ciudad del
mismo nombre. Sobre un total, para
toda la industria, de 358 locales
(incluyendo astilleros y talleres nava-
les), los porcentajes por zona son, en
orden de importancia: Tigre, San
Isidro, San Fernando, Munro, Escobar
y Victoria (39%); Mar del Plata,
Quequén y Necochea (14%); ciudad
de Buenos Aires (13%); Patagonia
(8% ); Litoral (Entre Ríos, Santa Fe,
Corrientes, Misiones y Chaco) (7%);
Bahía Blanca y Punta Alta (6%); resto
del Gran Buenos Aires (Quilmes y
Avellaneda, principalmente) (5%);
norte de Buenos Aires (San Pedro,
San Nicolás, Ramallo, Pergamino y
Campana) (4%); La Plata y Ensenada
(1,4%); otros (Córdoba, Tucumán y
Mendoza) (2%).

Evolución reciente e 
importancia económica

Las políticas macroeconómicas lle-
vadas a cabo en la Argentina durante
los años noventa fueron, en líneas
generales, desfavorables para todo el
sector industrial argentino. La fijación
de un tipo de cambio apreciado y anti-
competitivo, la liberación general de la
economía y la desregulación de los
mercados golpearon duramente a la
industria naval argentina y, en particu-

4 Estimaciones realizadas por Lucía Mauro (Univ. Nac. de Mar del Plata) a partir de diversas fuen-
tes: padrón de locales del barrido previo al último censo nacional económico 2004/05; datos de
la Federación de la Industria Naval; Cámara de la Industria Naval de Mar del Plata; Lic. Diego
Rossi, Municip. de San Fernando; CEP, Secretaría de Industria; y relevamientos propios.
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lar, a la subrama pesada. 
Durante los primeros años de la

década, se desmontaron una serie de
mecanismos que garantizaban a la
industria naval local un cierto nivel de
demanda interna5. Como consecuen-
cia, el volumen físico de producción
naval experimentó una caída estrepi-
tosa (gráfico Nº 1). La fuerte crisis
que azotó a la industria ocasionó
enormes pérdidas en materia de
capacidades y competencias produc-
tivas que habían tardado décadas en
construirse. A partir del año 2002, el
cambio de régimen macroeconómico
y luego cierta iniciativa por parte del
gobierno6, lograron reactivar levemen-
te al sector, aunque el nivel de pro-
ducción actual se encuentra muy lejos
del de principio de los años noventa. 

Por su parte, la subrama liviana tuvo
mejor suerte. Traccionada por la

demanda interna de bienes de lujo, la
industria naval liviana se mostró muy
dinámica durante los años noventa. A
partir del año 1998, la fuerte recesión
que comenzó a sufrir la economía
doméstica llevó a la industria liviana a
experimentar el mismo proceso de
contracción que tuvo la subrama
pesada a principios de esa década. 

Dicha crisis ocasionó el cese de acti-
vidades de muchos astilleros. Otros,
que se encontraban en una mejor
situación, con mejores competencias
y una mejor situación financiera, bus-
caron insertarse en mercados exter-
nos. De todos modos, sólo después
del cambio de régimen macroeconó-
mico (2002-03) y la fijación de un tipo
de cambio más competitivo, lograron
insertarse en el mercado internacio-
nal. A partir de ese momento, la
industria liviana comienza a recupe-

5 El cierre de ELMA, la eliminación del Fondo de la Marina Mercante y las políticas que permitie-
ron la importación de barcos usados son algunos ejemplos.

6 La realización de acuerdos bilaterales con Venezuela para la construcción de dos buques petro-
leros, la elaboración del plan quinquenal para el astillero Río Santiago, la recuperación de
Tandanor.

Gráfico Nº 1. Evolución del índice de volumen físico de producción,
1997=100.

Fuente: elaboración propia sobre datos del Centro de Estudios para la Producción
(CEP), Secretaría de Industria de la Nación

0

100

200

300

400

500

600

199
0

199
1

199
2

1993
199

4
199

5
199

6
199

7
199

8
199

9
2000

200
1

2002
200

3
200

4
200

5
200

6
2 00

7



141Industria naval argentina

rarse y retoman sus actividades
buena parte de los astilleros que habí-
an cesado su producción. 

A su vez, la fuerte caída en los nive-
les de producción redujo notoriamen-
te la participación de la industria naval
en la actividad industrial. Entre 1995 y
1999, la participación del VBP naval
sobre el VBP industrial pasa de 0,5%
a cerca del 0,1 por ciento.

Ese descenso en los niveles de pro-
ducción tuvo su correlato natural en la
evolución del empleo. Entre 1990 y
1997 este se contrae en más de un
60% (INDEC). A su vez, durante los
años noventa prácticamente se frenó
la formación de ingenieros, caldere-
ros, técnicos y otros especialistas en
materia naval; inclusive cerraron algu-
nas escuelas técnicas y de este modo
se discontinuó la formación de perso-
nal calificado. Como se verá más ade-
lante en el análisis de la información
recolectada, la mayor parte de los
astilleros tiene enormes problemas
para conseguir mano de obra califica-
da. 

Al mismo tiempo, durante los años
de crisis se dejaron de realizar inver-

siones en maquinarias y equipos. Lo
cual hace pensar que muy difícilmen-
te la industria naval argentina, en su
conjunto, se encuentre hoy cerca de
la frontera tecnológica ni utilice los
métodos de producción más avanza-
dos. La industria naval no debe
comenzar desde cero ya que existen
astilleros con una importante dotación
de maquinaria y equipo. Sin embargo,
por las competencias perdidas, en
una eventual recuperación de la
demanda a los niveles de la década
de 1980, habría serios problemas
para enfrentarla con los RRHH exis-
tentes.

Respecto del comercio exterior, el
sector se presenta como importador
neto. Si bien se observa cierta ten-
dencia alcista en los últimos años de
la serie, el saldo comercial ha sido
negativo durante prácticamente todo
el período. Si se incorpora al análisis
la compra de materias primas, insu-
mos, partes y componentes de origen
extranjero realizadas por esta indus-
tria, el déficit es mayor. Esto se expli-
ca porque gran parte de la demanda
de componentes y materias primas de
la industria naval argentina sólo

Gráfico Nº 2. Industria Naval. Exportaciones, importaciones y saldo comer-
cial.

Fuente: Elaboración propia sobre datos de INDEC.
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puede ser satisfecha por producción
externa. En la Argentina no se fabri-
can motores navales; también es limi-
tada la producción de chapa naval; las
resinas para la fabricación de los cas-
cos de las embarcaciones livianas en
cantidades significativas son importa-
das; prácticamente todo el instrumen-
tal de navegación es producido fuera
del país; gran parte de los electrodo-
mésticos que se montan en un barco
son importados, cosa que también
sucede con las maderas que se usan
en el interior de las embarcaciones
livianas; las aparejos de los barcos a
vela son principalmente importados.  

Como se pudo apreciar, la repara-
ción y construcción de buques y
embarcaciones es relativamente poco
significativa en el conjunto del sector
industrial nacional. Sin embargo tiene
una importancia central en algunas
regiones del país, no sólo en el
empleo y en el valor de producción,
sino, también, en su capacidad local
de articular y de transformar saberes
y capacidades. Este es el caso, por
ejemplo, de Puerto Madryn, Puerto
Deseado, Mar del Plata y los partidos
de Tigre y San Fernando.   

Históricamente, la industria naval ha
sido considerada como una industria
estratégica, en particular su rama
pesada, de allí que en muchos países
el Estado se haya involucrado en su
desarrollo y sostenimiento. Esta
industria puede ser el eje de encade-
namientos productivos muy importan-
tes aguas arriba, por ser demandante
de muchos sectores pero, también,
aguas abajo dado que produce bienes
de capital utilizados para el transporte
de distintos productos. Se la ha consi-
derado central para la defensa nacio-
nal y para el comercio internacional.
No se trata, sin embargo, de una
industria con bajas barreras a la

entrada y, de hecho, son pocos los
países que cuentan con una industria
naval medianamente desarrollada. En
todos los países donde se ha desa-
rrollado la industria naval pesada lo
ha hecho bajo las alas del Estado ya
que requiere para su funcionamiento
de inversiones muy importantes en
capital productivo, instrumentos de
financiamiento adecuados y mano de
obra de una calificación relativamente
elevada. De hecho, en el caso argen-
tino los mayores astilleros son estata-
les (Río Santiago, Tandanor) y repre-
sentan una parte significativa de la
producción y del empleo nacional en
la industria naval. En el caso argenti-
no, el Estado, además de su rol
empresario, ha tenido y tiene una
gran importancia como ente regulador
y como formador de RRHH. En el
caso de la industria naval liviana,
fuera de los países europeos y de
Estados Unidos, tampoco hay
muchos países donde exista una
industria de una cierta envergadura y
con una larga tradición, como es el
caso de la Argentina.   

A modo de síntesis, a pesar de una
clara reversión -desde 2002- en las
tendencias fuertemente contractivas
del empleo y de la producción regis-
tradas en la década de 1990, la indus-
tria naval no ha conseguido recuperar
su importancia absoluta ni relativa
(respecto del resto del sector manu-
facturero). Es cierto que en los últimos
siete años se han motorizado una
serie de procesos de central impor-
tancia para reconstruir la industria
naval argentina pero los resultados
son aún insuficientes. Sostenemos en
este artículo que esos procesos de
reconstrucción podrían ser más efec-
tivos si se pudiera tener un diagnósti-
co más claro de los problemas micro
(en el nivel de cada una de las firmas)
y mesoeconómicos (en la escala del
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conjunto de actividades que constitu-
yen la industria naval) de esta indus-
tria. Las páginas que siguen se focali-
zan en dos elementos centrales que
hacen a la gestión tecnológica, eco-
nómica y organizacional de cualquier
actividad manufacturera: las compe-
tencias y las vinculaciones.  

3. El panel de astilleros 
relevados y las 
competencias de 
las firmas

Descripción del panel de
astilleros relevados

Este artículo toma como insumo
central una encuesta a astilleros pero
se nutre, también, de algunos escritos
ya completados sobre la industria
naval (Morhorlang y Borello 2009;
Borello y otros 2009; Calá y otros
2008), del conjunto de documentos
que ha venido generando el proyecto
mayor sobre tramas productivas y
generación de conocimiento y de
otros relevamientos de información
que se mencionan a continuación. 

Se basa sobre un relevamiento a 26
astilleros argentinos y se encuadra en
una investigación más amplia sobre la
industria naval argentina realizada
durante los años 2007 y 2008.
También se visitaron y encuestaron
17 talleres navales. Los astilleros y
talleres navales relevados están loca-
lizados en la ciudad de Buenos Aires
y sus cercanías, Mar del Plata,
Necochea, Punta Alta, Bahía Blanca
(en la provincia de Buenos Aires),
Puerto Deseado, Caleta Olivia, Puerto
Madryn y Rawson (en la Patagonia),
Corrientes y Córdoba. Asimismo, se
visitaron y se entrevistaron 14 diseña-

dores, ingenieros y arquitectos nava-
les en Buenos Aires y sus alrededores
y en Mar del Plata.7 Los principales
capítulos de la encuesta a astilleros
fueron: datos generales de la firma;
relaciones con clientes, proveedores
y otros agentes; actividades innovati-
vas e inversión; desarrollo y mejora
de productos; gestión de los recursos
humanos; capacitación; TICs; desa-
rrollo de nuevos proyectos.

El panel de firmas relevadas incluye
26 empresas dedicadas a la repara-
ción y construcción de embarcaciones
-18 de ellas pertenecen a la rama
liviana y 8 a la pesada-. La mayoría
de las empresas del grupo pesado se
dedican a la reparación. El panel es
muy heterogéneo en términos de la
antigüedad: la mitad de las firmas ini-
ció sus actividades luego de 1996
pero existen firmas con más de
sesenta años en el mercado. El capi-
tal de todas las empresas relevadas
es nacional. Sólo un 23% (6 firmas)
de la muestra pertenece  a pequeños
grupos empresarios que controlan no
más de un par de empresas medianas
y pequeñas. Un 35% de las firmas
coloca su producción en mercados
externos. Dentro del grupo de empre-
sas exportadoras, se encuentran
sobrerrepresentadas las firmas perte-
necientes a la industria naval liviana,
las cuales, en términos agregados,
han mejorado notablemente su
desempeño exportador desde el
comienzo de la etapa de posconverti-
bilidad en la Argentina. (44% de los
astilleros de la subrama liviana expor-
ta contra sólo 13% de la pesada).

El panel se compone en gran medi-
da por empresas pequeñas y media-
nas, tan sólo dos empresas pueden
ser consideradas grandes y ambas se

7 Las entrevistas se realizaron a partir de una guía de preguntas abiertas donde se indagaba acer-
ca del origen, características, nexos y perspectivas de los estudios.
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dedican a la industria naval pesada.
Como se puede observar en la tabla
Nº 1 las empresas con menos de 30
ocupados representan el 68% del
panel. Un 20% se encuentra en la
categoría de entre 10 y 50 ocupados y
tan sólo un 12% del panel se compo-
ne de firmas con más de 50 ocupa-
dos.  

Como no se contó con datos com-
pletos de la facturación de las firmas,
el tamaño se analiza a partir del
número de ocupados por estableci-
miento, la superficie cubierta y el valor
de las máquinas y equipos. Las
empresas relevadas cuentan con una
superficie promedio de unos 3.279
metros cuadrados. Existe una gran
diferencia entre el valor medio y el
valor de la mediana (1.950 metros
cuadrados), así como, entre el valor
mínimo y el máximo (200 y 140.000

respectivamente). Ello señala la exis-
tencia de una gran diversidad en la
superficie de los astilleros. La misma
se explica, en parte, por las distintas
necesidades de cada rama, y en parte
por la heterogeneidad interna a cada
una de ellas. Como puede apreciase
en la tabla Nº 2, mientras que la mitad
de los astilleros relevados de la rama
liviana cuentan con menos de 1000
m2, no hay astilleros pesados en esa
categoría, ya que casi el 70 % se
ubica en el tramo superior de tamaño.
Sucede lo mismo en el caso de los
metros cuadrados cubiertos. 

Algo similar sucede con el valor de
las máquinas y equipos de las firmas.
El 50% cuenta con un capital invertido
en maquinarias y equipos inferior a
los 80.000 pesos. En este grupo se
concentran las firmas dedicadas a la
industria naval liviana. Las construc-

Tabla Nº 1. Ocupados por empresa relevada. 2007

Categoría Porcentaje de firmas
Menos de 10 ocupados 36%
Entre 10 y 30 ocupados 32%
Entre 30 y 50 ocupados 20%
Más de 50 ocupados 12%
Total 100,0%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.

Tabla Nº 2. Superficie total de los astilleros según subrama

Superficie total en metros cuadrados categórica
Menos de Entre 1.000 Entre 3.000 Más de Total

1.000 y 3.000 y 5.000 5.000
Liviana 53% 35% 12% 0% 100%
Pesada 0% 11% 22% 67% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.
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ciones en esta subrama son, en gene-
ral, de plástico reforzado con fibra de
vidrio, el método utilizado puede ser
considerado artesanal y solamente se
requiere de una matriz y herramientas
manuales para construir. Es por ello
que los astilleros livianos pueden ope-
rar con dotaciones de capital fijo rela-
tivamente bajas. 

En cambio, en la subrama pesada
los requerimientos mínimos de inver-
sión en maquinaria y equipos son sus-
tancialmente más elevados. Ello se
debe a las diferencias en los procesos
productivos y en el tamaño de las
embarcaciones producidas. Para
poder producir y reparar embarcacio-
nes de gran porte se necesita mani-
pular enormes piezas de acero por lo
que la utilización de maquinaría es
indispensable. Sin embargo, dentro
de la industria pesada también exis-
ten establecimientos que operan con
niveles de capital cercanos a los de la
industria naval liviana. Ejemplo de
esto son los astilleros dedicados a la
reparación y/o construcción de barcos
de pesca costera. En la industria
naval argentina conviven firmas que
cuentan con 15.000 pesos en maqui-
naria y equipos y otras con alrededor
de 7 millones de pesos. 

Inversiones
Si se analiza la muestra de astilleros

relevados en forma agregada, se
observa que el 73% de las firmas ha
realizado inversiones orientadas a la
compra de bienes de capital en el
período 2005-2007. Le siguen en
importancia el diseño y desarrollo de
productos: un 65% de los astilleros
afirmó haber invertido en ello. Un 46%
afirma haber invertido en el desarrollo
de procesos y un 38% en consultoría
e incorporación de software.

En lo que refiere a los montos de
inversión destinados a los ítems ante-
riores, rondan los 260.00 pesos por
empresa. Sin embargo, la mitad de
las firmas ejecutaron gastos menores
a los 50.000 pesos. Aquí se pueden
observar también las grandes diferen-
cias respecto del tamaño de las
empresas que conforman la industria
naval. Si bien las empresas manifes-
taron haber destinado fondos orienta-
dos a los ítems mencionados en el
cuadro anterior, un porcentaje muy
alto del total de inversiones realizadas
durante el período 2005-2007 corres-
ponde exclusivamente a la adquisi-
ción de bienes de capital. (Esto es un
síntoma de problemas significativos
en la gestión tecnológica de la mayo-
ría de las empresas ya que es conoci-
do que aquellas empresas, regiones y
países de mayor sofisticación en su
gestión de las actividades de I+D,

Tabla Nº 3. Superficie cubierta de los astilleros según subrama 

Superficie cubierta en metros cuadrados categórica
Menos de 500 Entre 500 Entre 1200 Más de Total

y 1.200 y 2.000 2.000
Liviana 35% 35% 24% 6% 100%
Pesada 22% 0% 22% 56% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.
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tienden a destinar una proporción sig-
nificativa de la inversión total a activi-
dades complementarias a la mera
compra de bienes de capital. Desde el
punto de vista de una empresa, la
mejor manera de explotar activamen-
te sus activos fijos es a través de
inversiones complementarias en acti-
vidades “desincorporadas” como las
que se detallan en el cuadro anterior).
A pesar de estos importantes esfuer-
zos de inversión en maquinaria y
equipo, tan sólo un 4% de las firmas
dice trabajar con tecnología de punta

y la mitad de las firmas considera que
debe renovar más del 10% de su
equipamiento. 

Si se analizan los esfuerzos en
inversión respecto de las ventas,
puede observarse que las firmas invir-
tieron, en promedio, un 19% de su
facturación (la mitad del panel invirtió
menos del 10% de sus ventas). Estos
porcentajes son elevados respecto de
la media de la industria manufacture-
ra y sugieren que al menos durante el
año 2007, las expectativas de creci-
miento eran muy buenas.

Tabla Nº 4. Orientación de la inversión 2005-2007 

SI NO Total
Compra de bienes de capital 73% 27% 100%
Adquisición de licencias fabricación 8% 92% 100%
Incorporación de software 38% 62% 100%
Desarrollo de software 19% 81% 100%
Consultoría 38% 62% 100%
Programas de mejora continua 15% 85% 100%
Diseño y desarrollo de productos 65% 35% 100%
Diseño y desarrollo de canales 
de comercialización 35% 65% 100%
Desarrollo de procesos 46% 54% 100%
Cambio organizacional 27% 73% 100%
Capacitación orientada a la innovación 35% 65% 100%
Investigación y o exploración de 
oportunidades científicas 15% 85% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.

Tabla Nº 5. Valores de inversión

Media Mediana Mínimo Máximo
Monto total de inversión 260.000 50.000 0 2.000.000
Inversión en maquinaria y equipo 2005-2007 244.211 50.000 0 1.500.000

Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.
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En síntesis, el grupo de empresas
relevadas está constituido por 26 fir-
mas, dos tercios de ellas fabrican
embarcaciones livianas. El peso de
las subramas liviana y pesada en la
muestra intenta reflejar el peso de
cada una de ellas en la población total
de firmas. La muestra de astilleros
pesados incluye una proporción muy
alta del total de astilleros privados de
más de 25 ocupados. La muestra
también revela la baja creación de
nuevas firmas en los últimos 15 años.
La muestra es un buen reflejo de la
heterogeneidad en el tamaño y las
capacidades generales de las empre-
sas que hay al interior de la industria
naval. En las páginas que siguen ana-
lizaremos algunos rasgos centrales
de esa heterogeneidad en función de
las competencias tecno-productivas
de las empresas y de su relación con
el sistema productivo más amplio. 

3.2 Las competencias en la
trama

En la introducción de este artículo
nos planteábamos tres preguntas:

(i) ¿En qué medida el nivel de las
competencias se asocia con ciertas
características estructurales de las fir-
mas (como el tamaño)? (ii) ¿En qué
grado las competencias son sistémi-
cas? Esto es, ¿en qué medida aque-
llas empresas que se destacan en
algún conjunto de competencias tam-
bién tienden a hacerlo en otras? Y (iii)
¿Qué relación hay entre competen-
cias y vinculaciones? ¿Aquéllas
empresas con más y mejores vincula-
ciones son también aquellas de
mayores competencias?

Exploraremos ahora estas pregun-
tas a través de un análisis de la infor-
mación recogida en la encuesta a
astilleros.

Para caracterizar el grado de desa-
rrollo de las competencias endógenas
a las firmas se consideraron diversas
dimensiones. Particularmente, se
evaluó la importancia alcanzada por
la gestión de la calidad, el tipo de
organización del trabajo, la importan-
cia otorgada a los procesos de capa-
citación y la existencia de equipos de
investigación y desarrollo.  

La gestión de la calidad se estimó
a partir de indicadores que implican
diferentes niveles de exigencias en
términos del control de procesos, la
cultura hacia la calidad y el uso de
herramientas para la mejora y la inno-
vación. El porcentaje de empresas
que alcanza las mejores prácticas
posibles es tan solo el 12%, en un
plano medio se encuentra el 28% de
las firmas, y el 60% restante se
encuentra en el plano más bajo.
Dentro de las distintas dimensiones
que abarca la gestión de la calidad, se
observa que  la cantidad de casos en
el plano más alto desciende en el
siguiente orden: control de procesos,
cultura hacia la calidad y, por último,
utilización de herramientas para la
mejora y la innovación.

En el análisis del grado de desarro-
llo de la organización del trabajo, se
consideró las competencias requeri-
das a los trabajadores, el grado de fle-
xibilidad, y las funciones realizadas
por el personal operativo en el proce-
so productivo. En este caso el indica-
dor arroja resultados más alentado-
res: un 32% de las firmas se ubica en
la categoría alta, mientras que un
36% y un 32% corresponden a las
categorías media y baja, respectiva-
mente.

Con respecto a los procesos de
capacitación, se consideró la realiza-
ción de actividades de capacitación y
la existencia de una estructura espe-
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cífica de capacitación. La encuesta
muestra que un 45% de los astilleros
no realiza actividades de capacita-
ción, 25% capacita pero no posee
estructura dedicada a ello, y un 30%
de las firmas realiza actividades de
capacitación y cuenta con estructura
propia y diferenciada. 

En relación con las actividades de
investigación y desarrollo, tan sólo
un 8% de las empresas cuenta con un
equipo formal dedicado a estas activi-
dades, un 50% cuenta con equipos
informales y un 42% no cuenta con
equipos de investigación y desarrollo.  

A efectos de poder presentar estos
datos en forma agregada se constru-
yó un indicador general de competen-
cias endógenas que compatibiliza el
conjunto de planos mencionados
anteriormente. Este indicador puede
asumir los niveles de: bajo, medio y

alto. Como se puede observar en la
tabla Nº 6, tan sólo el 16% de las fir-
mas se ubica en la categoría más alta
de competencias mientras que un
40% lo hace en la categoría más baja. 

Las empresas con mayores compe-
tencias son también las de mayor
tamaño, cosa que puede apreciarse
en las siguientes tablas ya que hay
una correlación positiva entre grado
de competencias y superficie cubierta
de los astilleros, y una clara asocia-
ción entre competencias y empleo. 

Es preciso aclarar que no se obser-
va relación alguna entre competen-
cias y rama de actividad. En otras
palabras, no se puede afirmar que
pertenecer a la industria naval liviana
o pesada tenga alguna incidencia
sobre el grado de competencias
alcanzadas por los astilleros.  

Tabla Nº 6. Grado de desarrollo de competencias

Porcentaje de firmas
Bajo 40%
Medio 44%
Alto 16%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008..

Tabla Nº 7. Competencias endógenas y superficie cubierta8

Superficie cubierta de los astilleros en metros cuadrados 
Desarrollo de 
competencias endógenas: Menos  Entre 500 Entre 1.200 Más de TOTAL

de 500 y 1.200 2.000 2.000
Bajo 60% 20% 20% 0% 100%
Medio 45.5% 18.2% 18.2% 18.2% 100%
Alto 25% 25% 25% 25% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008..

8 Chi2 test significativo al 10%.
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A su vez, los astilleros con mayores
competencias son los que consiguen
colocar su producción en mercados
externos. Para ello es necesario con-
tar con determinadas aptitudes y eso
se ve reflejado en la tabla Nº 9.

De esta manera, queda en evidencia
que el grado de competencias alcan-
zado por las firmas se encuentra aso-
ciado con ciertas características
estructurales que suelen utilizarse
como medida del desempeño econó-
mico. 

Por otro lado, tal como puede apre-
ciarse en la tabla Nº 10, las compe-
tencias son sistémicas, es decir, que
las firmas que se destacan en alguna
de las dimensiones que contempla el

indicador de competencias endóge-
nas también tienden a hacerlo en
otras. Por ejemplo, es de esperar que
las firmas con una gestión de RRHH
virtuosa también tengan una buena
posición en términos de capacitación.

La única dimensión del indicador de
competencias endógenas que no se
encuentra relacionada con las demás
es la de gestión de la calidad, al
menos no se puede afirmar estadísti-
camente que exista correlación entre
esta variable y las demás. Es posible
que algunos de los elementos que
considera el indicador de gestión de la
calidad no sean los más adecuados
para aplicar en la industria naval. 

9 Si bien la correlación no puede asegurarse estadísticamente se observa una clara tendencia.
10 Chi2 test significativo al 10%.

Tabla Nº 8. Competencias endógenas según categoría ocupacional9

Ocupados 2007 en tramos
Desarrollo de competencias 
endógenas: Menos de 10 Entre 10 Entre 30 Más de 50 Total

y 30 y 50
Bajo 60% 20% 20% 0% 100%
Medio 45.5% 18.2% 18.2% 18.2% 100%
Alto 25% 25% 25% 25% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008..

Tabla Nº 9. Competencias endógenas y exportaciones10

Desarrollo de competencias endógenas: Exporta No exporta Total
Bajo 10% 90% 100%
Medio 55% 45% 100%
Alto 50% 50% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008..
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4. Vinculaciones

Para el análisis de las vinculaciones
de los astilleros se tuvieron en cuenta
tres elementos centrales. En primer
lugar, los diferentes tipos de agentes
con los que las firmas pueden esta-
blecer relaciones -agentes comercia-
les, instituciones empresarias y entes
estatales, de educación y de ciencia y
tecnología-. En segundo lugar, la cali-
dad de estas vinculaciones medida en
función de los objetivos perseguidos
en la interacción. Por último, se consi-
deran las actividades de asistencia
técnica y transferencia tecnológica en
las que participan las firmas11.   

En líneas generales, puede decirse
que la trama naval constituye un sis-
tema de producción de baja densidad,
dado que los canales de circulación
de conocimiento son escasos y de
baja calidad. Así, alrededor de un
65% de las firmas no han desarrolla-
do interacciones que se orienten a
mejorar sus competencias, en otras
palabras, no se vinculan con ninguno
de los agentes considerados. A su
vez, no se observan diferencias en
relación con los agentes con los cua-

les se vinculan los astilleros. Un 19%
de las firmas se relaciona con agentes
comerciales, mientras que un 23% lo
hace con instituciones empresariales,
y otro 23% con instituciones y progra-
mas públicos (tabla Nº 11).

Según los distintos objetivos perse-
guidos por las firmas en la interacción,
se elaboró un indicador de calidad de
las vinculaciones. El mismo asume
los valores de: no se vincula, calidad
de la vinculación baja, calidad media y
calidad alta. Como se puede observar
en la tabla Nº 12, la mayor parte de
las firmas que se vinculan lo hacen
con una calidad baja, ya que tan solo
un 4% de las firmas del panel mantie-
nen vinculaciones de calidad elevada.  

Si se considera la asistencia técnica
y la transferencia de tecnología recibi-
da por los astilleros, el panorama se
vuelve relativamente más favorable:
casi el 50% de las firmas tiene este
tipo de vinculaciones; un 17% de ellas
recibió asistencia no técnica, 8% téc-
nica, y un 25% ambos tipos de asis-
tencia. Respecto de las áreas en las
cuales recibieron asistencia de los
distintos agentes considerados, se
destacan diseño y producto, con el

11 Sólo se ha considerado la asistencia técnica y transferencia tecnológica que han recibido los asti-
lleros y no la que han brindado. 

Tabla Nº 10. Chi2 Test entre las dimensiones que constituyen las compe-
tencias de las firmas 

Gestión de Organización Capacitación Capacidad
la calidad del trabajo de innovación

Gestión de la calidad ——- ——- ——-
Organización del trabajo ——- ** **
Capacitación ——- ** *
Capacidad de innovación ——- ** **
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008..
*significativo al 10%. ** significativo al 5%.——- no significativo
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33% y el 29% de las firmas, respecti-
vamente. Mientras que menos del
10% de los astilleros recibieron asis-
tencia para mejorar el proceso pro-
ductivo, la gestión de la calidad, la
comercialización y las capacidades
de los RRHH. 

Al incorporar esta dimensión, el indi-
cador de calidad de vinculación arroja
los siguientes valores: 46% de las fir-
mas no se vincula, 19% lo hace con

una calidad baja, 23% con calidad
media, y un 12% con calidad elevada
(tabla Nº 13). De todos modos, la
cantidad de vínculos existentes sigue
siendo reducida y de calidad relativa-
mente baja.

Con respecto a la relación entre
grado de desarrollo de las competen-
cias endógenas y la calidad de las vin-
culaciones, se observa una clara ten-
dencia que sugiere que las firmas con

Tabla Nº 11. Vinculaciones según tipología de agentes

Porcentaje de firmas
Agentes comerciales* 19%
Instituciones empresariales** 23%
Instituciones y programas públicos*** 23%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.
*Constituido por clientes y proveedores nacionales e internacionales, empresas del
sector y cámaras empresariales. **Cámaras y asociaciones empresariales.
***Instituciones de ciencia y tecnología, universidades, y programas públicos

Tabla Nº 12. Calidad de las vinculaciones

Porcentaje de firmas
No se vincula 65%
Calidad de la vinculación baja 27%
Calidad de la vinculación media 4%
Calidad de la vinculación alta 4%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.

Tabla Nº 13. Calidad de vinculación con transferencia tecnológica

Porcentaje de firmas
No se vincula 46%
Calidad de la vinculación baja 19%
Calidad de la vinculación media 23%
Calidad de la vinculación alta 12%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.
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mayores competencias son también
aquellas que más y mejor se vinculan.
Como se puede observar en la tabla
Nº 14, el porcentaje de firmas que no
se vincula desciende a medida que se
avanza en el grado de desarrollo de
competencias. De manera inversa, el
porcentaje de firmas con calidad de
vinculación alta aumenta a medida
que se avanza en el grado de compe-
tencias. Estos resultados se encuen-
tran en línea con conclusiones arriba-
das en otros estudios (Borello,
Morhorlang y Silva Failde 2009;
Yoguel y otros, 2008 y 2009) que afir-
man la existencia de correlación posi-
tiva entre el grado de competencias
alcanzado por firmas de distintas
industrias y la existencia de vincula-
ciones orientadas a mejorar tales
competencias.    

5. Conclusiones

Al principio de este artículo vimos
que la industria naval argentina repre-
senta una proporción relativamente
pequeña del conjunto industrial
argentino. Se trata, sin embargo, de
una actividad con una larga tradición
en el país y de una industria que fue
más importante en el pasado. Sus dos

principales ramas, la pesada y la livia-
na tienen un significativo peso en la
ocupación, en el empleo y en la diná-
mica de los sistemas económicos de
algunos lugares en el país, como San
Fernando, Tigre, Avellaneda, Punta
Alta y Mar del Plata, en la provincia de
Buenos Aires, o Puerto Madryn y
Puerto Deseado, en la costa patagó-
nica.

La fuerte restructuración por la que
ha pasado y está pasando la industria
naval argentina no sólo ha incidido en
su tamaño sino que seguramente ha
tenido un impacto negativo en su
capacidad tecno-productiva. En este
artículo hemos analizado dos elemen-
tos centrales de esas capacidades:
las competencias y las vinculaciones
de los astilleros. Para ello llevamos
adelante una encuesta a un grupo de
26 astilleros privados de diversos
tamaños, que se dedican a fabricar y
reparar embarcaciones pesadas (8
empresas) y embarcaciones livianas
(18 astilleros). La muestra incluye una
proporción muy significativa de los
astilleros privados más grandes del
país.  

Además de hacer una descripción y
caracterización de los astilleros priva-
dos, este artículo tiene el propósito de

12 Si bien la correlación no puede asegurarse estadísticamente se observa una clara tendencia.

Tabla Nº 14. Competencias endógenas y calidad de las vinculaciones con
transferencia tecnológica12

Grado de desarrollo No se Calidad Calidad Calidad Total
de las competencias vincula baja media alta
endógenas:
Bajo 60% 20% 20% 0% 100%
Medio 45.5% 18.2% 18.2% 18.2% 100%
Alto 25% 25% 25% 25% 100%
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Encuesta UNGS sobre la industria naval
argentina, 2008.
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responder tres preguntas centrales
respecto de las competencias y vincu-
laciones de los astilleros. En las pági-
nas anteriores nos propusimos exami-
nar en qué medida hay relación entre
las competencias y el tamaño de los
astilleros. También nos interesaba
indagar en qué medida las competen-
cias son sistémicas, o sea si aquellas
empresas que se destacan en algún
conjunto de competencias también
tienden a hacerlo en otras. Por último,
nos interesaba estudiar si aquéllas
empresas con más y mejores vincula-
ciones son también aquellas de
mayores competencias.

En términos de los cuatro conjuntos
de variables que conforman las com-
petencias de las firmas (gestión de la
calidad, organización del trabajo,
capacitación e investigación y desa-
rrollo) los resultados más pobres se
dan en gestión de la calidad y en
investigación y desarrollo. La suma
ponderada de estas cuatro dimensio-
nes nos da un indicador agregado de
competencias. Ese indicador muestra
que sólo el 16% de los astilleros regis-
tra competencias altas, mientras que
los valores medios y bajos son de
40% y 44%, respectivamente.

El análisis realizado también mues-
tra que el grado de competencias
alcanzado por las firmas se asocia
positivamente con el tamaño ya que
las firmas más grandes tienden a
tener mayores competencias mientras
que las de menores competencias
suelen ser más pequeñas. La asocia-
ción, sin embargo, no es perfecta y
hay astilleros pequeños con compe-
tencias altas, aunque no al revés
(astilleros grandes con competencias
bajas). También hay una asociación
positiva entre competencias y expor-
taciones.

Las competencias son sistémicas,
es decir, que las firmas que se desta-
can en alguna de las dimensiones que
contempla el indicador de competen-
cias endógenas también tienden a
hacerlo en otras. Además, las asocia-
ciones entre las cuatro dimensiones
de las competencias son estadística-
mente significativas, con excepción
del indicador de gestión de la calidad,
que no aparece asociado con las
otras dimensiones. Creemos que esto
tiene que ver con la utilización de
algunas preguntas probablemente
poco ajustadas a la industria naval,
que fueron las que se aplicaron en las
entrevistas que constituyeron el traba-
jo de campo.

Respecto de las vinculaciones, se
tuvieron en cuenta tres elementos
centrales: (i) los agentes con los que
las firmas establecen relaciones 
-agentes comerciales, instituciones
empresarias, y entes estatales, de
educación y de ciencia y tecnología-;
(ii) la calidad de estas vinculaciones
medida en función de los objetivos
perseguidos en la interacción; y, (iii)
por último, se consideraron las activi-
dades de asistencia técnica y transfe-
rencia tecnológica en las que partici-
pan las firmas.

Del análisis de los datos recogidos
en la encuesta se puede deducir que
la industria naval se inscribe en un
cuadro de relaciones poco denso, ya
que más del 60% de los astilleros con-
tactados no tiene relaciones con nin-
guno de los agentes considerados. El
35% de las empresas que sí se vincu-
la lo hace en relaciones en general
poco intensas -sólo puede considerar-
se que una de las firmas contactadas
tiene vinculaciones de alta calidad-. Si
incluimos la asistencia técnica y la
transferencia de tecnología en el aná-
lisis de las vinculaciones el panorama
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mejora un poco (la mitad de las firmas
tiene vinculaciones de este tipo) y se
triplican los casos de alta calidad en
las vinculaciones. 

Respecto de la relación entre grado
de desarrollo de las competencias
endógenas y la calidad de las vincula-
ciones, se observa una clara tenden-
cia que sugiere que las firmas con
mayores competencias son también
aquellas que más y mejor se vinculan.
Estos resultados también fortalecen la
idea de que hay relaciones sistémicas
entre estos planos de la capacidad
tecno-productiva de una firma.

La visión que surge de la industria
naval argentina a partir del examen de
las competencias y vinculaciones de
los astilleros es preocupante, aun
vista en el contexto argentino y en
comparación con otras actividades
(Yoguel y otros 2008 y 2009). Es evi-
dente que las bases para incorporar y
circular conocimiento existente y para
generar nuevo conocimiento son
débiles. 

Uno de los caminos por el cual
podría circular más conocimiento es
el diseño e inclusive hay un incipiente
conjunto de estudios y de profesiona-
les independientes dedicados a la
ingeniería y al diseño naval que podrí-
an ser un elemento clave para mejo-
rar las competencias internas y
aumentar la cantidad y calidad de las
vinculaciones. Otro de los elementos
que pueden ser utilizados para pro-
mover mejoras en el proceso de utili-
zación y generación de conocimiento
es la multitud de experiencias y arte-
factos que ha dejado en la sociedad
local la larga tradición náutica argenti-
na. Esas acciones deberían enmar-
carse en algunas normas legales que
protejan y promuevan la utilización de
los activos humanos y físicos con los
que ya cuenta la industria naval
argentina y que han sido señalados,
repetidamente, por diversas institucio-
nes que nuclean a la industria naval
argentina.
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Apéndice metodológico 

La metodología y el esquema de análisis basados en las nociones de competencias y
vinculaciones fueron desarrollados por Gabriel Yoguel y otros investigadores (2004) para
el análisis de tramas productivas.  El estudio de la industria naval es parte de un conjun-
to de investigaciones sobre tramas productivas y creación de conocimiento coordinado
por la UNGS pero que involucró también a otros investigadores de las universidades
nacionales de Córdoba y Mar del Plata, del CEUR, y del MTEySS y que contó con el
acompañamiento de numerosas instituciones intermedias (véase, http://continentedigi-
tal.net ). 

I. Indicador agregado de Competencias Endógenas:
Se construye a partir de los indicadores de organización del trabajo (competencias

requeridas a los trabajadores, grado de flexibilidad y tareas realizadas por el personal
operativo), de capacitación (existencia de estructura diferenciada, actividades de capaci-
tación), de existencia de grupo de I+D, y de calidad (control de procesos, cultura hacia la
calidad y herramientas para la mejora y la innovación). Se suman los 4 y se divide por 4.
El indicador puede asumir valores entre 1 y 3.
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1.Indicadores de organización del trabajo:

- Competencias requeridas al personal operativo: considera las siguientes competen-
cias requeridas al personal: conocimientos técnicos específicos; capacidad para
comunicarse o relacionarse con otros; capacidad para trabajar en equipo; autonomía
e independencia; creatividad; flexibilidad/capacidad de adaptación; capacidad de
resolución de imprevistos; coordinar acciones con pares. Categorías que puede asu-
mir: nulo, no se le pide autonomía e independencia y capacidad de resolución de
imprevistos, o si se le pide autonomía e independencia o capacidad de resolución de
imprevistos y dos o menos del resto de las competencias; limitado, se pide autonomía
e independencia o capacidad de solución de imprevistos, y más de dos de las res-
tantes competencias, o si se le pide autonomía e independencia y capacidad de solu-
ción de imprevistos y menos de tres de las restantes competencias; alto, se le pide
autonomía e independencia y capacidad de resolución de imprevistos y tres o más de
las restantes competencias.

- Grado de flexibilidad en la asignación de tareas: considera la forma en la que se orga-
niza el trabajo: a) trabajo individual y se le asigna a las mismas personas las mismas
tareas (sin rotación); b) trabajo individual y se rota a las personas regularmente entre
distintos puestos; c) trabajo en células o equipos y dentro de cada uno de ellos los
puestos son fijos; d) trabajo en células o equipos y dentro de cada uno de ellos la
gente rota.

- Funciones desarrolladas por el personal operativo: funciones desarrolladas por el per-
sonal operativo: a) sólo operativas; b) operativas y programación y puesta a punto de
la maquinaria; c) operativas y mantenimiento de primer nivel.

2. Capacitación.

- Estructura diferenciada: considera si la empresa posee una estructura propia y dife-
renciada para el diagnóstico, la planificación y el desarrollo de las actividades de
capacitación.

- Actividades de capacitación: considera si la empresa realiza o no actividades de capa-
citación.

3. Investigación y desarrollo.

- Actividades: considera si la empresa realiza o no actividades de investigación y desa-
rrollo.

- Existencia de equipos: considera la existencia y grado de formalidad de los equipos
de investigación y desarrollo teniendo en cuenta: No existe, informal, formal.

4. Gestión de la calidad.

- Control de procesos: considera las siguientes actividades: especificaciones de mate-
rias primas e insumos críticos; identificación de las características críticas del proce-
so, producto y/o servicio; documentación de las características críticas del proceso,
producto y/o servicio; control de las características del proceso, producto y/o servicio;
trazabilidad. Categorías que puede asumir: bajo, no realiza ninguna de estas activi-
dades; medio, realiza entre 1 y 4 actividades; alto, realiza las 5 actividades.

- Cultura hacia la calidad: considera las siguientes actividades: política de calidad defi-
nida y comunicada a todo el personal; definición y exhibición pública de indicadores
clave de calidad; equipos para solucionar problemas o lograr mejoras en el proceso;
auditorias internas; sistema de orden y limpieza; comunicaciones periódicas con clien-
tes para detectar cambios y requerimientos; incorporación de comunicaciones con
clientes para mejorar productos y/o servicios; comunicaciones periódicas con prove-
edores; uso de las comunicaciones con proveedores; sistema de reconocimiento de
ideas o aportes destacados. Categorías que puede asumir: bajo, no realiza ninguna
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de estas actividades; medio, realiza entre 1 y 9 actividades; alto, realiza las 10 activi-
dades.

- Herramientas para la mejora y la innovación: considera la utilización de las siguientes
herramientas: Diagrama de causa-efecto; Diagrama de Pareto; Histogramas;
AMFE/FMEA; Control estadístico de procesos. Categorías que puede asumir: bajo, no
utiliza ninguna de estas herramientas; medio, utiliza entre 1 y 3 herramientas; alto, uti-
liza más de 4 herramientas.

II. Vinculaciones, actividades con otros agentes
Cantidad de agentes: indicador cuantitativo de vinculaciones. Considera la cantidad de

agentes con los que se vincula cada firma, teniendo en cuenta el siguiente listado: prove-
edores nacionales, proveedores internacionales, clientes nacionales, clientes internacio-
nales, otras empresas del sector, consultores, cámaras o asociaciones empresariales,
universidades, centros tecnológicos, programas públicos. Categorías que puede asumir:
’ninguno’; ‘hasta dos’; ‘entre tres y cinco’; ‘más de seis’.

Calidad de las vinculaciones: indicador cualitativo de vinculaciones. Considera los obje-
tivos con los que las empresas establecen relaciones con diferentes tipos de agentes.
Para los agentes comerciales, las categorías que se establecen son: ‘no se vincula’; ‘bajo’
si se vincula con entre 1 y 4 objetivos; ‘medio’ si se vincula con entre 5 y 7 objetivos; ‘alto’
si se vincula con más de 9 objetivos. Para las instituciones empresariales: ‘no se vincula’;
‘bajo’ si se vincula con 1 o 2 objetivos; ‘medio’ si se vincula con 3 o 4 objetivos; ‘alto’ si se
vincula con más de 5 objetivos. Para las instituciones de CyT: ‘no se vincula’; ‘bajo’ si se
vincula con entre 1 y 3 objetivos; ‘medio’ si se vincula con 4 o 5 objetivos; ‘alto’ si se vin-
cula con más de 6 objetivos.

Asistencia técnica recibida: considera si la empresa recibió o no asistencia técnica de
diferentes agentes.

Áreas de asistencia técnica recibida: considera las temáticas en las que la empresa reci-
bió asistencia técnica y/o transferencia de tecnología de otros agentes. Las categorías
que puede asumir son: ‘no recibió’; ‘no técnicas’ si recibió solamente en diseño y/o ges-
tión de la calidad y/o comercialización y/o recursos humanos y/u otros; ‘técnicas’ si reci-
bió en producto y/o proceso; ‘ambas’ si recibió en al menos uno de las temáticas inclui-
das en cada uno de los grupos anteriores.

Calidad de las vinculaciones con transferencia de tecnología: se construye a partir de
los indicadores de calidad de las vinculaciones (con agentes comerciales, con institucio-
nes empresariales y con instituciones de ciencia y técnica) y el de áreas de asistencia téc-
nica recibida. Se suman los dos y se divide por dos. Puede asumir valores entre 0 y 3.
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actividades 

A REALIZAR

25, 26 Y 27 DE AGOSTO DE 2011 
Adhesión del IADE
IV Jornadas de Economía Crítica. Dilemas de la acción y del
pensamiento crítico latinoamericano

http://jornadaseconomiacritica.blogspot.com
Facultad de Ciencias Económicas, Universidad Nacional de Córdoba

REALIZADAS

20 DE ENERO DE 2011 
Inauguración nueva sede del Centro de Estudios Econoómicos y Sociales (CEES)
Debate sobre coyuntura

Juan Carlos Amigo
Rivadavia 298 - Temperley - Pcia. de Buenos Aires
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8 DE ABRIL DE 2011 21 HS
Charla
Economía política / Política económica

Juan Carlos Amigo, IADE
Salón Auditorium Juan Draghi Lucero - LRA6 Radio Nacional Mendoza

Av. Emilio Civil 460 - Ciudad de Mendoza

29 DE ABRIL DE 2011 
Presentación del libro
Horacio Giberti: memorias de un imprescindible
Coedición Ediciones CCC/Universidad de Quilmes

Presentan: Roberto Feletti, Viceministro de Economía
Diego Ramírez, Gustavo Lugones, UNQ

Juan Carlos Junio, Director CCC
Héctor W. Valle, Presidente FNA

Juan Carlos Amigo, IADE
Flora Losada, Secretaria Académica Cátedra Libre Horacio Giberti

Sala Javier Villafañe - Pabellón Azul, Feria del Libro
La Rural, Predio Ferial de Buenos Aires

6 DE JULIO DE 2011 
Cátedra Libre de Estudios Agrarios Ing. Horacio Giberti
Centro Cultural de la Cooperación Floreal Gorini / Instituto Argentino para el
Desarrollo Econónico
Primera Jornada Debate
La problemática agraria en la Argentina

Mesas
- El trabajo agrario: situación y políticas

Coordinador: Guillermo Neiman, investigador del CONICET y coordinador de la Maestría
en Estudios Sociales Agrarios de FLACSO. Profesor de

Sociología Rural en la Facultad de Ciencias Sociales, UBA.
Panelistas: Alvaro Ruiz, Subsecretario de Relaciones Laborales del Ministerio

de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación. Presidente de la Comisión Nacional de
Trabajo Agrario (MTESS).
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Mónica Bendini: Socióloga. Docente e Investigadora de la
Universidad del Comahue. Directora de la Maestría en Sociología de la Agricultura

Latinoamericana. Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, UNCo. 
- Transformaciones de la estructura agraria regional del nordeste y noroeste de la
Argentina

Coordinadora:  Marcela Román. Ing. Agrónoma-UBA, MsC Estudios Sociales Agrarios,
Profesora Asociada Cátedra de Economía Agraria, Facultad Agronomía - UBA.

Panelistas: Cristina Valenzuela, Geógrafa. Investigadora del
Conicet en economía y actores sociales agrarios. Docente de la Universidad Nacional del

Nordeste con sede en Resistencia. Autora de numerosos trabajos sobre la estructura agraria del
NEA, los cambios en la dinámica agraria algodonera, etc.

Daniel Slutzky, Sociólogo-investigador
independiente adscripto al Centro de Estudios Urbanos y Regionales, docente de posgrado de la

Universidad Nacional de Lujan y autor de trabajos sobre la expansión 
de la frontera agraria en el NOA. 

- Los conflictos ambientales
Coordinador: Pedro Tsakoumagkos: MSc en Ciencias Sociales. Prof. Tit. Depto. de

Geografía FFyL UBA, Prof. Asoc. Depto. CCSS UNLu, Prof. y miembro Comité Académico
Maestría en sociología de la agricultura latinoamericana GESA/UNCo y Prof. Maestría en políticas

ambientales y territoriales IG/FFyL/UBA
Panelistas: José Paruelo: Ing. Agr. UBA MSc Recursos Naturales UBA

PhD Colorado State University USA Prof. Asoc. UBA Investigador principal CONICET. Director del
Laboratorio de Análisis Regional y Teledetección (LART), Facultad de Agronomía- UBA.

Ana Murgida: Lic en Cs. Antropológicas. Integrante equipo
PIRNA FFyL UBA. Docente carrera Cs. Antropológicas FFyL UBA. Área de interés: 

Problemática del riesgo social y del cambio climático. Tesis doctoral en curso:
Dinámica climática, vulnerabilidad social y riesgo. Valoraciones y procesos adaptativos en un

estudio de caso del Chaco- salteño. 
Organizan:
·Cátedra Libre de Estudios Agrarios “Ing. Horacio Giberti”. Sec. de Extensión
Universitaria y Bienestar Estudiantil-Facultad de Filosofía y Letras-UBA
·Departamento e Instituto de Geografía- Facultad de Filosofía y Letras-UBA
·Centro Cultural de la Cooperación"Floreal Gorini”
·Instituto Argentino para el Desarrollo Económico (IADE).

INFORMES  
(54 11) 4381-9337/7380/4076 

fax 4381-2158 
o por e-mail: iade@iade.org.ar o  en 

http://www.iade.org.ar  (inscripción online)
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